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2. Contexto de esta Evaluación y Algunos Elementos Clave
2.1. El valor añadido comunitario

El valor añadido comunitario se ha convertido en los últimos años en un concepto tan importante como difícil de aprehender. Importante porque sintetiza uno de los rasgos del proyecto europeo: no ser sólo la suma de naciones e intereses, sino algo más, diferente y más integrador: un “valor”, en sentido amplio, que no existiría sin la Unión Europea. Al mismo tiempo, todos los expertos aluden a la dificultad de delimitarlo, no digamos ya medirlo: la intervención europea es en sí misma compleja; no incorpora sólo recursos económicos, sino valores, métodos de trabajo, normas y procesos. Los efectos de estas dimensiones son a veces objetivos y a veces subjetivos, tienen impacto a corto y a largo plazo, afectan a numerosos actores que van desde las personas a las estructuras y organizaciones. Y tienen efectos muy diferentes según el país o región donde se utilizan. El contexto previo, socioeconómico y cultural, es tan importante que probablemente el valor añadido sólo pueda estudiarse en profundidad en contextos concretos, regionales o nacionales de manera que, además, sea también posible diferenciarlos de los efectos de las políticas o financiación nacionales. 
Y sin embargo algunos estudios, los datos estructurales y hasta el sentido común muestran que el valor existe, que ha permitido a países como España cambios que no hubieran tenido lugar de la misma forma, o en los mismos plazos, o con los mismos efectos, en ausencia de financiación. 
El caso del que se ocupa esta evaluación es uno de los citados: se trata de las actuaciones del Programa Operativo de Lucha contra la Discriminación, cofinanciado por el Fondo Social Europeo
, gestionadas por una organización sin ánimo de lucro, la Fundación ONCE, especializada en la inclusión social de las personas con discapacidad en España. A lo largo de las páginas siguientes, intentaremos comprender qué efectos ha tenido la financiación europea en este ámbito, el de la inserción laboral de las personas con discapacidad. Y lo haremos a la luz del concepto de “valor añadido comunitario” utilizando para ello el marco metodológico que propone la Comisión para el Fondo Social
. 
Tendremos en cuenta aspectos tales como la forma en que se ha respondido a los objetivos políticos expresados por la Comisión; los efectos de la financiación en el volumen de beneficiarios, en el alcance de la intervención, en los resultados, en el fortalecimiento de la propia organización gestora y en la transformación de las formas de pensar y de trabajar a favor de la inserción laboral de personas con discapacidad de los principales actores sociales relacionados con el programa.
Aplicaremos este punto de vista a las tres dimensiones básicas que pueden recoger y sintetizar el valor añadido comunitario en este caso: los efectos sobre las personas, los efectos sobre la institución que gestiona los fondos y los efectos “estructurales”, en forma de apunte sobre la influencia del equilibrio entre políticas activas y pasivas, en relación con la inserción de las personas con discapacidad.
2.2. La Fundación ONCE en el marco del P.O. de Lucha contra la Discriminación 

El Programa Operativo de Lucha contra la Discriminación, en sus dos periodos, 2000-2006 y 2007-2013, se caracteriza por una filosofía y un modelo de gestión singulares en la UE. Por una parte, es un programa plurirregional cuyo objetivo es luchar contra la discriminación, es decir, sus beneficiarios son personas desempleadas que, además, cuentan con unos rasgos sociales que les hacen susceptibles de ser discriminados en el mercado de trabajo -más allá de las dificultades relativas a estos mismos mercados (nivel de demanda, cualificación, empleabilidad, etc.). Ello exige la utilización de instrumentos más precisos, dirigidos a fortalecer la igualdad de oportunidades de mujeres, personas con discapacidad, inmigrantes, reclusos, gitanos y otros colectivos en desventaja, entendida ésta en sentido muy amplio.
En cuanto al modelo de gestión del programa, se atribuye en buena parte a organizaciones sin ánimo de lucro. Además de Fundación ONCE son operadores privados del Programa Operativo Cáritas Española, Cruz Roja, la Fundación Secretariado Gitano y la Fundación Luis Vives. Todas ellas disponen de una larga trayectoria y experiencia especializada en los colectivos de beneficiarios, cuentan con una notable credibilidad social, se encuentran implantadas en el conjunto del territorio, y tienen capacidad de gestión para crear alianzas y para movilizar los recursos necesarios
. La justificación de este modelo reside sobre todo en la dificultad de los servicios generales de empleo de atender y responder a necesidades específicas. Subyace un concepto de acción positiva que justifica que los fondos se diferencien, en su objeto y en la organización que los maneja, de otras políticas generales.
Si nos centramos en el caso de las personas con discapacidad, la teoría que sostiene el Programa Operativo es la siguiente: el empleo es la puerta de la inclusión social. Las dificultades para el empleo debilitan la posición social de las personas con discapacidad y al mismo tiempo, de forma casi circular, la frágil posición social (educativa, de renta, residencial, de falta de accesibilidad, los estereotipos, etc.) dificulta el acceso al empleo. Luego hay que trabajar en su inserción laboral, pero de una forma no tradicional, teniendo en cuenta que al mismo tiempo es necesario fortalecer y cambiar esa posición, es decir, luchar contra el prejuicio y el desánimo, compensar carencias educativas y otras, transformar los rasgos discriminatorios del propio mundo del trabajo.
Esta teoría de la inclusión social basada en el empleo coincide con la estrategia europea de empleo y los objetivos del Fondo Social, tanto en el periodo 2000-2006 como en el periodo 2007-2013, tal y como se expresa en el Programa Operativo correspondiente a este último: 
“Atraer a más personas al mercado laboral, haciendo del trabajo una opción real para todos y todas, fomentando la empleabilidad, la inclusión social y la igualdad entre hombres y mujeres, impulsando, especialmente, la inclusión sociolaboral de las personas jóvenes, paradas de larga duración, inmigrantes, personas con discapacidad y en riesgo de exclusión del mercado de trabajo.”

Para lograrlo, las actuaciones llevadas a cabo por la Fundación ONCE en este marco desde el año 2000 se han caracterizado por establecer un dispositivo de inserción laboral, dirigido a un público específico, en este caso las personas desempleadas con certificado de discapacidad. Y lo ha hecho en un marco comprensivo que ha permitido a la organización conocer el mercado de trabajo y al empresariado y ser conocida por éste e implantar un sistema de gestión estable, que no se ha visto sometido a las vicisitudes de otros programas de carácter social en España. 

El programa ha actuado en un ciclo completo, que permite conocer sus efectos no coyunturales. El periodo evaluado comprende la ejecución del primer Programa Operativo y la puesta en marcha del segundo, y un ciclo económico favorable, truncado en los dos últimos años por una crisis muy destructora de empleo. El alcance temporal del programa nos permite evaluar los efectos sobre una organización madura, capaz de integrar los cambios generados por la crisis, pero también por el propio aprendizaje de la organización. 
Pero antes de describir brevemente las acciones que la Fundación ONCE desarrolla en el marco del Programa Operativo, es necesario caracterizar brevemente el universo al que se dirige.
2.3. Las personas con discapacidad: un universo heterogéneo

Cuando se dice que la población con discapacidad es heterogénea, se dice poco. En realidad, la discapacidad es como la sociedad misma. Las personas con discapacidad son hombres y mujeres, jóvenes y mayores, ricos y pobres, se encuentran en cualquier estrato, profesión, lugar. También hay más discapacitados entre los pobres, aunque la prevalencia de personas con enfermedades crónicas o discapacidad es mayor en los países con amplios sistemas de bienestar
.
¿Cuál es entonces el rasgo común para que se hable de un colectivo? El hecho de sufrir una discapacidad, sin duda, pero de nuevo esta variable multiplica las posibilidades de heterogeneidad, pues hay tantas discapacidades como cuerpos y los límites y fronteras son a veces delicados; tanto que la mayor parte de los documentos internacionales renuncian a una definición que no sea muy abierta.
El rasgo que unifica, más que cualquier definición a este colectivo es la discriminación. Las personas con discapacidad tienen menos poder social, menos empleos, menos dinero y menos influencia que las que no la tienen. Las calles y las casas, los medios de transporte, la organización del trabajo, la participación social y política, las reglas sociales, estéticas, de comportamiento, todo el mundo social está diseñado y organizado para un sujeto autónomo, sociable y productivo. A partir de él se definen los que no se ajustan del todo a ese modelo, entre los que se encuentran las personas con discapacidad. 
La discriminación se manifiesta en el acceso al trabajo, que es además la esfera privilegiada de estatus e inclusión social en las sociedades actuales. Su acceso a éste ha sido y es menos estable, menos pautado, más periférico y minoritario. 
Una vez establecido el principal rasgo común, se ofrecen algunos datos básicos de la población con discapacidad en España, que forma el contexto de actuación del programa. En general, se han comparado las mediciones con las que contamos, las encuestas de 1999 y de 2008
. 
Empecemos con la magnitud del fenómeno. ¿Cuántas son las personas con discapacidad en España? Pues según la encuesta de 2008, había 3,8 millones de personas con discapacidad, que constituían el 8,5% de la población general. Si tenemos en cuenta únicamente las personas con discapacidad en edad de trabajar –que constituyen el universo potencial máximo del programa- las cifras sin embargo descienden bastante. 

En España, con datos de 2008, hay casi millón y medio de personas con discapacidad que tienen entre 16 y 64 años, lo que representa el 4,8% de la población general de la misma edad
. Esta diferencia de peso en relación con los datos de las personas con discapacidad sobre la población general se explica por la progresión casi lineal de la prevalencia de la discapacidad según aumenta la edad, como se muestra en el Gráfico 1. Por otra parte, las diferencias entre hombres y mujeres no son muy relevantes (y mucho menos que cuando se contempla la población con discapacidad en general, por la mayor esperanza de vida de las mujeres, que hace que su proporción aumente de manera significativa).

En lo que se refiere a los datos de actividad y empleo de las personas con discapacidad, en términos generales la situación muestra una evolución positiva, tanto en términos de actividad –con un crecimiento por encima de los 3 puntos porcentuales- como, sobre todo, en términos de ocupación: la tasa de desempleo desciende más de 14 puntos, hasta alcanzar el 20,3% de 2008. 
Muy alto sí, especialmente para 2008, pero mucho mejor que el casi 35% de desempleo existente en 1999. En términos de actividad, el incremento se centra en las mujeres (cuya tasa crece 7,5 puntos), mientras que la disminución del desempleo se encuentra más repartida, pero les sigue siendo favorable a ellas (una disminución tres puntos mayor que la de los hombres). 

Distribución de la población con discapacidad según su situación en el mercado laboral en la UE-15 en el año 2002.
	Estado miembro
	Población empleada
	Población desempleada
	Población inactiva

	Alemania
	43,3%
	8,7%
	48,0%

	Austria
	50,8%
	4,8%
	44,5%

	Bélgica
	42,6%
	5,5%
	51,9%

	Dinamarca
	52,8%
	3,5%
	43,8%

	España
	28,5%
	5,2%
	66,3%

	Finlandia
	59,7%
	6,5%
	33,8%

	Francia
	56,0%
	6,8%
	37,1%

	Grecia
	36,5%
	4,0%
	59,5%

	Holanda
	58,0%
	2,5%
	39,5%

	Irlanda
	40,5%
	2,8%
	56,7%

	Italia
	37,5%
	4,0%
	58,4%

	Luxemburgo
	48,8%
	1,4 %
	49,7%

	Portugal
	55,2%
	3,6%
	41,1%

	Reino Unido
	54,6%
	4,0%
	41,4%

	Suecia
	74,2%
	4,2%
	21,6%

	Unión Europea (15)
	52,1%
	4,8%
	43,1%


Fuente: Eurostat. Employment of disabled persons (LFS adhoc module 2002).

Los datos europeos permiten completar el panorama, mostrando las grandes diferencias existentes entre países y el camino que queda por recorrer en España, cuyas tasas de actividad están entre las más bajas, sobre todo ante la situación de los países vecinos como Portugal y Francia, con una población activa y empleada muy superior.
Varias son las razones de esta situación en España. Desde luego hay factores culturales, como el peso de la familia en la sociedad española, la debilidad del Estado de bienestar y la propia estructura del mercado de trabajo, pero un motivo que parece destacar es el bajo nivel de estudios de la población con discapacidad. 

Los datos del panel de Hogares de Eurostat (PHOGUE, 1999), que distingue solo tres niveles educativos -primario
, secundario y superior- muestra también notables diferencias: los países del sur tienen cerca del 80% de la población discapacitada en los niveles primarios, mientras que en los países nórdicos, por ejemplo, este porcentaje está en torno al 35%. 

2.4. El objeto de esta evaluación
La gestión de un programa del Fondo Social Europeo por parte de una organización del tercer sector está en la base de esta evaluación. Diez años de trabajo, más de 100.000 personas atendidas, cerca de 30.000 contratos, todo ello supone una enorme experiencia de trabajo cotidiano, pero también un gran aprendizaje de planificación y gestión. Supone un importante trasvase de personas desde la inactividad o el desempleo, que acabamos de ver que caracterizan globalmente al colectivo, hasta el empleo (o la búsqueda activa de empleo), y por lo tanto, su impacto económico y social es innegable. Pero supone, sobre todo, cambios en la vida de las personas que participan. 

El objetivo fundamental de esta evaluación es observar ese cambio y esos efectos y discutir si es posible atribuirlos y en qué medida a la participación del Fondo Social Europeo. No se trata de una evaluación del Programa Operativo en su conjunto, sino de aquellas actuaciones cofinanciadas, orientadas al empleo, que lleva a cabo la Fundación ONCE con la población de personas con discapacidad. Y en especial las acciones definidas en el Eje 2 cuyo objeto es “fomentar la empleabilidad y la inclusión social entre hombres y mujeres, poniendo en juego itinerarios integrados de inserción sociolaboral para la adquisición de competencias básicas, rehabilitación profesional, orientación, asesoramiento, formación y prácticas en empresas, intermediación laboral, incluido el apoyo y seguimiento en el puesto de trabajo para facilitar la estabilidad en el empleo. 

La Fundación ONCE interviene también en otros ejes de acción en que se articulan los objetivos estratégicos del FSE. En el periodo 2007-2013, por ejemplo, en el Eje 4, para “la promoción de la cooperación transnacional e interregional, con el intercambio de información, experiencias, resultados y buenas prácticas”. También está entre sus objetivos la mejora de la competitividad de los centros especiales de empleo y el fomento del empleo con apoyo; el autoempleo y la creación de empresas por emprendedores con discapacidad. No obstante, es el eje 2 el que concentra su principal cometido en el ámbito de la inserción.
Con estas salvedades, el objeto de esta evaluación es la aplicación del Programa Operativo de Lucha contra la Discriminación por parte de uno de sus gestores, con la perspectiva de diez años de actuación. A partir de ahora hablaremos del “programa”, para referirnos a este objeto de evaluación.

Los objetivos generales del programa han sido los mismos desde el año 2000: promover la inserción laboral de las personas con discapacidad. Para ello ha desarrollado acciones de orientación laboral, de formación y de intermediación laboral y lo ha hecho en todo caso, mediante la actuación de la Asociación para el Empleo y la Formación de Personas con Discapacidad, FSC Inserta
. En la segunda etapa, correspondiente a la gestión del PO 2007-2013 –y, en concreto, a partir del 1 de enero de 2009- el programa recibe el nombre de PorTalento, denominación con la que se ha venido trabajando desde entonces. 
¿Y cuáles son las características básicas del modelo de intervención? Pues el programa de Fundación ONCE que ejecuta FSC Inserta es un servicio gratuito que se ofrece a todas las personas con discapacidad con dos únicas condiciones: estar desempleado y en posesión de un certificado de discapacidad. La persona que solicita el servicio es registrada en una base de datos en la que se anotan todas las acciones que se realizan con ella. Una vez registrada, la persona es susceptible de entrar  en el itinerario de inserción, pero sólo adquiere la condición de “beneficiara” cuando recibe la primera acción por parte del programa.
La labor de intermediación en el mercado de trabajo descansa, básicamente, en la gestión de la bolsa de empleo. De las ofertas de empleo de las empresas, buscando y ofreciendo los mejores candidatos para el puesto de trabajo, pero también, y con la misma intensidad, de la captación de empresas, “saliendo a buscar" las ofertas a través de técnicos/as especialistas en esta función. 
Para terminar de dibujar el modelo, es necesario recordar que estamos ante un colectivo que tiene grandes dificultades para la inserción: son hombres y mujeres con discapacidad, que con frecuencia han estado estructuralmente alejados del mundo del trabajo remunerado. Las cifras mostrarán hasta qué punto el programa trabaja sobre una estructura social que ha sido y sigue siendo muy adversa.
Los efectos no se producen únicamente sobre el empleo. Si midiéramos el éxito de los programas de inserción laboral con colectivos discriminados únicamente por los contratos, olvidaríamos que las personas que no encuentran trabajo y están muy alejadas de él necesitan una estructura de apoyo para mantenerse activas, para no perder la esperanza, pero sobre todo para saber que socialmente se las considera válidas y empleables. Los efectos de este mensaje y de esta práctica van mucho más allá de los contratos logrados. 
Antes de continuar, vamos a precisar un poco más cómo se ha enfocado la evaluación y cuál ha sido nuestro método de trabajo.
2.5. Metodología de la evaluación

La metodología de la evaluación parte de la definición del valor añadido comunitario: se trata de medir y observar, pero sobre todo de comprender, cuál ha sido el efecto de la cofinanciación del Fondo Social Europeo en el volumen de la intervención, en su alcance, en el rol de la organización y del programa, y en los procesos de trabajo. Pero los efectos, como ya se dijo, deben observarse sobre el objeto al que van dirigidos. De ahí que la evaluación distinga tres dimensiones o esferas donde son visibles y relevantes los efectos del Programa Operativo. Son las siguientes:
· Efectos en la institución. Es decir, ¿hasta qué punto ha cambiado la Fundación ONCE por el hecho de gestionar un fondo europeo? ¿Qué esfuerzo le ha supuesto? ¿Qué ha aprendido? Hemos evaluado tanto los cambios atribuibles a la gestión del Programa Operativo, como las limitaciones o problemas que ese mismo papel ha podido suponer para la entidad.
· Efectos en las personas. Es, desde luego, el punto central de esta evaluación. El FSE se dirige a las personas y los efectos deben percibirse en ellas. En este caso, nos referimos a las personas con discapacidad en España y a su entorno social, pues los programas tienen efectos más allá de sus beneficiarios. Por esta razón, hemos querido convertirlos en protagonistas de la evaluación, como se verá más adelante. 
· Políticas pasivas versus activas. Por último, todo programa de inserción laboral de este colectivo se mueve en un contexto en el que juegan un importante papel las políticas pasivas, es decir las pensiones asociadas a la discapacidad. El equilibrio entre ambas se refleja en los datos de actividad y empleo, explica en parte los comportamientos y puede influenciar las líneas de actuación futura.

Las dimensiones son diferentes, como lo son las técnicas empleadas para buscar respuestas, pero se entrelazan en un objeto único –el valor añadido comunitario- que se observa desde varias perspectivas. En cuanto a las técnicas de recogida y/o análisis de información, de manera muy sintética, las tres dimensiones de estudio contaron con información proveniente del análisis documental y bibliográfico pertinente. De cara a analizar la dimensión ‘Efectos en la institución’ se utilizó además información proveniente de las entrevistas a responsables de departamentos internos de la Fundación ONCE y de otras entidades que se mueven en el mismo ámbito de actuación. 
En lo que se refiere a los ‘Efectos en las personas’ las principales técnicas empleadas han sido los talleres 5x5 y los estudios de caso, que responden, respectivamente, a una dimensión participativa y otra analítica. Ambas dimensiones tienen métodos y lógicas diferentes, pero no son independientes, sino que se han ido trenzando hasta alcanzar resultados integrados.

Los talleres 5x5 se caracterizan por trabajar con los principales grupos que afectan o son afectados por el programa, y que en este caso eran las propias personas con discapacidad, sus familias, los empresarios y empresarias que les contratan, los técnicos y técnicas de los programas de empleo y lo que hemos denominado “la sociedad”, normalmente a través de representantes de asociaciones de la discapacidad y responsables de la administración pública. Se ha trabajado con 5 personas de cada uno de los 5 perfiles –de ahí la denominación 5x5- en varios momentos en el desarrollo de la evaluación. Y ello se ha hecho, además, en cada una de las regiones que habían sido seleccionadas en razón del número de participantes del programa procedentes de esos lugares, intentando, además, que representasen la variedad geográfica y económica de España: Andalucía, Cataluña, Galicia, Madrid y Comunidad Valenciana
. 
El proceso participativo cuenta con tres momentos especialmente relevantes: dos rondas en las que participan las mismas personas y un tercer taller, donde participa una representación de todos los demás. Todo ello se ilustra en el Gráfico 5. En estos momentos se aprovechó para definir con mayor precisión el trabajo de campo, se presentaron y discutieron los resultados iniciales y, finalmente, se generaron algunas de las conclusiones y recomendaciones. 
Gráfico 5. Estructura del proceso participativo.
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OBJETIVO

Establecimiento de prioridades de análisisContraste del análisis, conclusiones y recomendacionesConclusiones y recomendaciones finales

PROCESO


La combinación de las dimensión participativa con la analítica ha favorecido que la evaluación sea al mismo tiempo un trabajo técnico y un proceso de aprendizaje colectivo, lo que aumenta, a nuestro entender, tanto su legitimidad como la calidad de sus conclusiones. 
En lo que se refiere a la dimensión analítica, el objetivo principal del análisis de los efectos sobre las personas consistía en responder a la pregunta: ¿qué ha supuesto para las personas con discapacidad la participación en este programa? Para ello, teníamos que empezar por responder a tres preguntas aparentemente sencillas:
· ¿Quiénes son los beneficiarios? La respuesta es cuantitativa (quiénes son en términos de número, sexo, edad, tipo de discapacidad, experiencia laboral y formación, etc.) y cualitativa (¿qué relación tienen con el empleo y con el programa? ¿qué les ha aportado? ¿qué obstáculos perciben en el mercado de trabajo?). Se trataba de determinar la existencia de perfiles que ayudaran a organizar la variedad de beneficiarios y explicaran la diversidad de los efectos.
· ¿Qué hace el programa para lograr la inserción de los beneficiarios? El método de análisis nos ha llevado a revisar el proceso por el que pasan los beneficiarios del programa, para comprender cómo actúa, si actúa igual con todos los perfiles, qué resultados obtiene y con quién. 
· La tercera pregunta deriva naturalmente del diseño de la evaluación: ¿qué efectos tiene el programa? Es evidente que los resultados del programa no pueden comprenderse sin las dos preguntas anteriores. De esta manera la “inserción laboral” no es un resultado sin contexto, sino que se explica por los perfiles y sus dificultades específicas y por las acciones del programa, sus éxitos y sus limitaciones.
El análisis cuantitativo se ha centrado en los efectos de volumen y de alcance y en los resultados, en términos de tasa de inserción. Para ello se ha basado en la comparación de tres “universos” que se solapan, poniendo en relación cada uno con el que le sirve de referencia, de una manera que permite observar los eventuales sesgos del programa e interpretar correctamente con quién trabaja y con quién logra efectos. Estos universos son las personas con discapacidad en España. Los beneficiarios del programa se han entendido como las personas que en algún momento han recibido al menos una de las actividades del PO de Lucha. Es decir, no son “beneficiarios de las acciones”, número que sería mayor, sino personas únicas, que pueden recibir una o varias acciones (orientación, formación, ayuda para el autoempleo, etc.) y “permanecer” un tiempo más o menos largo en el programa. Finalmente las personas insertadas se miden por el número de contratos celebrados en el marco del programa. 
Pero no es posible conocer los efectos en las personas si no se aplica también un enfoque cualitativo, que permite comprender qué debe mejorarse y qué fortalecerse para aumentar los efectos buscados. Para este análisis el método elegido fue el estudio de casos, cuyo núcleo fueron doce personas beneficiarias del programa entre 2000 y 2009, quienes contaban con diferentes perfiles y se encontraban en diferentes territorios. Las entrevistas efectuadas no se limitaron a estas personas; sino que se partía de ellas como núcleo de la narración y el análisis, pero se pretendía conocer su itinerario personal y su biografía formativa y laboral, situando la intervención del programa en el contexto más amplio de su vida. Por lo tanto, en cada uno de los casos se realizaron al menos otras dos entrevistas a personas de su entorno que pudieran aportar información relevante sobre los efectos del programa. 
La tercera y última dimensión se refiere a la relación y el equilibrio existente entre las políticas activas y las políticas pasivas de la discapacidad, y forma parte del objeto de la evaluación de forma más indirecta. En principio, un programa como el evaluado no tiene un volumen suficiente como para tener influencia en el complejo equilibrio entre políticas de activación y políticas pasivas; es decir entre políticas a favor del empleo y políticas de protección social de la discapacidad. Sin embargo, esta relación entre políticas activas y pasivas es el trasfondo sobre el que actúa el programa. Resulta difícil entender sus éxitos y limitaciones, sin ofrecer al menos un panorama general de la situación y una reflexión sobre los dilemas y reformas que están ahora en juego en relación con el peso relativo de las políticas de protección y de activación. 
La estructura del documento se corresponde con estos tres ámbitos que han constituido el análisis: los efectos sobre la institución, sobre las personas participantes y la influencia que haya podido ejercer el difícil equilibrio entre políticas activas y pasivas. Se añaden finalmente dos capítulos más que contienen, respectivamente, las conclusiones y recomendaciones.
3. Efectos en la institución

El análisis de los efectos del Programa Operativo sobre la Fundación ONCE, que lo promueve y gestiona, persigue conocer los ‘efectos de proceso’ y los ‘efectos de rol’, tal y como son descritos en la definición del valor añadido comunitario del FSE y que se refieren respectivamente a los cambios que la acción del FSE trae a las organizaciones públicas o privadas -en términos de mayor eficacia y mejor calidad de las decisiones y de la ejecución, desde la planificación hasta la evaluación- y a las innovaciones que las organizaciones emprenden y luego extienden a otros procesos u organizaciones.

Se desea también tener en cuenta los principios vinculados al concepto de la ‘gobernanza’ -entendida como el proceso de toma de decisiones y de las relaciones entre actores que sustentan la gestión de la administración pública hoy en día, así como de los actores que trabajan a favor de sus fines. Esos principios serían la transparencia, la participación, la responsabilidad, la eficacia y la coherencia
). 

Ambas miradas podían contribuir a valorar los efectos en la institución con un criterio comunitario. En otras palabras, se deseaba comprobar si la Fundación ONCE se había transformado de alguna manera en virtud de la gestión durante más de una década del Programa Operativo de Lucha contra la Discriminación, que supone no sólo un importante reto de financiación y gestión, sino también un rol más potente como actor en el sector de la discapacidad y el empleo en España y Europa. Pero antes de detallar los resultados, se incluye como referencia la evolución del contexto de la discapacidad, en relación con sus principales cambios institucionales y legislativos, que sirve como “fondo” de la “figura” que va a describirse.

Las transformaciones que hayan podido producirse en la organización se han analizado en relación con cuatro dimensiones: la misión y la estrategia, la estructura, la posición y el rol y la gestión. Además, se han detectado otros efectos que también entendemos derivados de la participación en el programa, pero que no eran buscados como tales. 

3.1. Efectos en la misión y en la estrategia 

La identidad y la misión de la Fundación ONCE ya estaban definidas con claridad antes de comenzar a actuar como operadora del P.O. de Lucha contra la Discriminación en el año 2000 y se definía por la plena inclusión de las personas con discapacidad, con dos herramientas, la accesibilidad y el empleo. Además, había optado por limitar su esfera de intervención a estos dos ámbitos, para poder tener una incidencia real sobre ellos. Por lo tanto, la gestión del programa operativo recayó, en una organización preparada para ello, tanto por su estrategia como por su cultura. Y sobre todo, recayó en una entidad con liderazgo, que asumió el cambio como un crecimiento natural y no como una oportunidad sobrevenida.
A esto se unió una visión de las personas con discapacidad como “minoría”, es decir como un colectivo con problemas comunes, que padece una discriminación común y que por lo tanto precisa una intervención específica por parte de una organización experta
. 
En la situación de inactividad, baja cualificación y desempleo de las personas con discapacidad en España, orientarse en esta línea de trabajo con un grupo discriminado era plenamente coherente. Y ello obligaba a atender a todas las personas con discapacidad que quisieran trabajar: cualquier tipo de discapacidad, cualquier grado y desde luego a personas de cualquier sexo, edad, nivel educativo y experiencia previa. Este punto de vista ha determinado la estrategia: establecer un dispositivo capaz de recibir y asistir a un colectivo tan amplio como creciente, puesto que las bajas tasas de actividad indicaban que cuanto más éxito tuviera el programa, más personas se animarían a buscar empleo, aumentando por lo tanto el número de beneficiarios potenciales. 
¿Cuál ha sido entonces el efecto del FSE en la misión y en la estrategia de la Fundación ONCE? Pues ha sido fortalecer la misión y sostener la estrategia. Ha hecho posible, por ejemplo, ofrecer el servicio de inserción en todo el territorio y hacerlo desde la decisión de no excluir a nadie. O, lo que es lo mismo, desde la decisión de no especializarse en los “más empleables”, sino de intentar la inserción de todas las personas con un certificado de minusvalía que quisieran trabajar. 
También ha permitido integrar todo el trabajo de inserción bajo el paraguas de un único modelo de intervención: la captación de empresas, la intermediación entre oferta y demanda, la formación de los beneficiarios, el seguimiento… Además, ha sido posible trabajar con “el entorno”: sensibilizar a la sociedad, convencer al empresariado, influir en la legislación, conocer los mercados, son otros tantos sostenes de la estrategia que son atribuidos al fortalecimiento de la capacidad mediante el programa operativo.
Por último, ha incidido en la misma concepción del trabajo y del empleo, que se ha ido adaptando conforme se recibían las innovaciones provenientes de Europa. La importancia de las tecnologías de la información, el concepto de flexiguridad, los nuevos empleos… Cada oleada de cambios ha sido analizada y adaptada a la realidad nacional. La forma en que las novedades eran rápidamente absorbidas por la organización y difundidas por su estructura está relacionada con su posición como gestora de fondos. Sin este rol y sin una estructura suficiente, las innovaciones hubieran tardado más en alcanzar la institución y hubiera sido más dificultoso encontrar el modo de ponerlas a prueba y de implementarlas.

3.2. Efectos en la estructura 

Nuestra valoración es que el fortalecimiento de la misión no se hubiera producido sin los efectos de volumen y alcance que se analizarán en el capítulo de efectos en las personas. Y para que el incremento del volumen y alcance fuese posible, era necesario contar con una estructura que permitiese sostenerlo. La Fundación ONCE y sobre todo FSC Inserta han crecido de forma muy importante en los diez años analizados (FSC Inserta cuenta en la actualidad con cerca de 270 profesionales, más del 70% con discapacidad, que se distribuyen entre la estructura nacional y delegaciones en todas las Comunidades Autónomas). 

¿Y cómo ha sido posible este crecimiento? Pues en buena medida gracias al efecto de la cofinanciación comunitaria –en concreto del Fondo Social Europeo- que, tal y como se muestra en la siguiente tabla, ha permitido multiplicar la acción de la Fundación ONCE por algo más de tres (durante el periodo 2000 a 2010 en torno al 65% del total de financiación destinada a este fin ha tenido origen en el Fondo Social). 
Tabla 7. Datos de financiación del periodo 2000-2006 y de lo ejecutado en el periodo 2007-2013.

	
	Periodo 2000-2006 (más prórrogas)
	Hasta 31 de diciembre de 2010
	Pendiente del periodo 

2007-2013

	
	Objetivo 1
	Objetivo 3
	
	

	Financiación total
	100.165.537
	65.300.784
	48.491.976
	99.170.676

	Aportación Fundación ONCE
	28.360.762
	34.842.613
	13.931.915
	30.684.496

	Cofinanciación europea (FSE)
	71.805.785
	30.458.171
	34.560.061
	68.486.180

	Cofinanciación europea (FSE) (%)
	71,7%
	46,6%
	71,3%
	69,1%


Fuente: Datos aportados por Fundación ONCE. 

Pero los efectos de los que hablamos no se ven favorecidos sólo por el volumen de financiación, sino también por las condiciones en las que se presta: financiación estable durante un plazo razonable de años, con autonomía relativa para decidir la mejor manera de perseguir los objetivos de inserción laboral…Y, por otra parte, el hecho de ser responsable de la gestión del Programa Operativo convierte a la Fundación ONCE en “socia” del FSE, responsable no solo de su ejecución, sino de su diseño, de su planificación, de sus cambios y de sus resultados. 
Veremos en el siguiente capítulo lo que supone para las personas con discapacidad que existan más recursos y se llegue a más beneficiarios, pero, ¿qué significa para la organización el incremento del volumen? Pues, según sus propias conclusiones, ha significado:
· “Multiplicar lo que estábamos haciendo”. Se hace más y se llega a más personas… y se trabaja mejor: los fondos han supuesto economías de escala, más conocimiento, un equipo más estable y especializado. 
· Poder trabajar con calidad y con intensidad. Dedicar horas a personas que no necesitan sólo orientación, sino ser atraídas y mantenidas en un mercado de trabajo en el que no estaban poco tiempo atrás. Sin esos fondos, se hubiera logrado o poca cobertura o poca atención a las personas. Hay que tener en cuenta que, en palabras de una responsable: “había que intervenir en esa España profunda donde la gente con discapacidad no trabajaba”.
· Integrar en la estructura “todas las piezas” que intervienen en la discapacidad y el empleo, generando itinerarios completos para las personas desempleadas: desde la orientación a la formación, pasando por todo el trabajo con el entorno. 

· Diferenciar internamente el trabajo, según con quién y en qué se trabaje: con las personas, estableciendo un itinerario de inserción, pero también con el empresariado, haciendo un esfuerzo de captación, intermediación, convenios, etc. Y con la sociedad en general, mediante un esfuerzo de comunicación y sensibilización.
· Diversificar con actividades complementarias: hacer estudios de mercado, conocer los efectos de lo que se emprende, poner en marcha proyectos especiales: trabajos de análisis, prospección, calidad de los procesos y otros, que se habrían visto muy amenazados en organizaciones más pequeñas, con menos capacidad de intervenir o con una financiación más inestable. 
Por lo tanto, el programa ha permitido un crecimiento de la estructura, que es ahora capaz de atender la multiplicación de beneficiarios en dispositivos completos de inserción y trabajando con todos los actores del mercado. Esto no significa que el modelo generado sea el único posible ni el mejor. Significa que se ha puesto a prueba una forma de trabajar integral y estable en el tiempo, que ha respondido a la misión de la organización y al encargo del FSE. El análisis de los ‘efectos en las personas’ mostrará las limitaciones del modelo y las áreas de mejora que la evaluación ha identificado.

3.3. Efectos en la posición y el rol

Una organización más grande, con mayor capacidad de intervenir en la realidad, que asume las necesidades de inserción de un colectivo al completo, adquiere, sin duda, un peso específico en el contexto político de la discapacidad. Es indudable que la Fundación ONCE tenía ya un rol significativo, como una de las organizaciones sin ánimo de lucro más importantes del país. Las dimensiones del colectivo –la “minoría” más grande, si excluimos a las mujeres- y el peso y experiencia de la organización le otorgaban un papel importante en la inserción laboral de las personas con discapacidad.

Pero de poco le hubiera servido esta legitimidad sin la capacidad de gestión y de cofinanciación que le ha permitido definir políticas ante –o junto con- el Estado, la UAFSE y las propias instituciones europeas, tras comenzar a gestionar un programa operativo. Ha sido esto lo que le ha permitido situarse por encima de las dependencias locales y adquirir una clara independencia en la discusión pública.

En este contexto de relaciones, el hecho de gestionar financiación europea le otorga, además de independencia financiera, la necesidad de mantener relaciones de interdependencia y coordinación con el resto de actores que se mueven en la arena de la inserción de las personas con discapacidad:

· Los servicios públicos de empleo que con su carácter universal atienden también a personas con discapacidad. La especialización y el deseo de colaboración de la Fundación ONCE han marcado las relaciones con dichos servicios. 

· Las otras organizaciones operadoras del Programa Operativo, ya mencionadas, con las que se genera un nivel de interlocución e influencia mutua.

· El tejido asociativo de defensa de los intereses de las personas con discapacidad. Es un número amplio de organizaciones especializadas, normalmente en un tipo de discapacidad, con implantación territorial, y asociadas en federaciones. La influencia de la Fundación ONCE en la definición de la estrategia de la discapacidad ha sido grande, pero también se produce una influencia de otro tipo: la filosofía del FSE, las formas de trabajar el empleo. 
· La propia Unión Europea y el Fondo Social, representada en España por la UAFSE. En este grupo hay que contar las organizaciones, foros y otras entidades de personas con discapacidad a nivel europeo, y las redes transnacionales
. La institución ha adquirido una experiencia y una trama de relaciones en Europa de la que antes carecía, lo que aumenta su capacidad de influir en la política comunitaria pero también refuerza su posición nacional. 
¿Es el fortalecimiento de este tipo de instituciones una finalidad del FSE? Siempre que fortalecer al tercer sector sea un fin de las políticas europeas y siempre que los actores así fortalecidos trabajen para los fines de aquél, parece que esto sólo puede interpretarse como un impacto positivo. En teoría dos son los fines comunitarios de la mejora de la posición y del rol de las organizaciones: mejorar su eficacia y su gobernanza.
En este caso habría que demostrar que la gestión por parte de una organización sin ánimo de lucro y especializada en un colectivo, tal como la Fundación ONCE, ha sido más eficaz que la realizada, por ejemplo, por los servicios generales de empleo. Veremos más adelante que los resultados son difíciles de evaluar en un contexto como el de la discapacidad en España. Lo que seguramente sí se puede establecer es lo que afirman las personas comprometidas con el programa y sus argumentos: en un país donde las tasas de actividad de las personas con discapacidad eran tan bajas, la intensidad necesaria para activarlas y emplearlas ha sido muy grande y no parece que un servicio público de carácter universal hubiera podido ofrecer el tiempo y la dedicación necesarios para ese trabajo, o lo hubiera hecho con un coste mucho mayor. 
En cuanto a la mejora de la gobernanza, el hecho de otorgar capacidad de decisión y gestión a organizaciones del tercer sector ha obligado a ponerse de acuerdo a las propias organizaciones y a la administración en unos objetivos comunes y ha supuesto también aprender mutuamente. La experiencia es juzgada con carácter general como positiva por el conjunto del sector.
3.4. Efectos en la gestión

La financiación europea ha tenido un impacto indudable sobre la forma de gestión y organización del trabajo. El ciclo completo de gestión se ha visto mejorado: la necesidad de planificar a siete años vista, la capacidad de sostener la cofinanciación, la obligación de control y auditoría, la voluntad de conocer los resultados. Todo ello se considera en el origen de la disciplina que ahora está interiorizada en la organización y en sus profesionales. Las personas hablan de un proceso de modernización profunda, con una serie de elementos que se fueron constituyendo y consolidando progresivamente:
· Una organización diferenciada y especializada, sin ánimo de lucro -FSC Inserta-, dedicada exclusivamente a la inserción laboral de personas con discapacidad. 

· Un modelo descentralizado, pero que asegura la homogeneidad en la prestación del servicio y la existencia de órganos centrales de planificación y control. 

· Un sistema de planificación y seguimiento complejo, que incluye el control de la ejecución material. Una aplicación informática asegura dicho seguimiento: genera un cuadro de mando con metas y resultados por territorios, que permite establecer correcciones y tomar decisiones. 

· Una estricta separación de funciones entre las actividades de gestión, auditoría y pago. 

· El rigor jurídico y financiero en las actuaciones.
· Un sistema informático de gestión que permite organizar el trabajo, tener cierta información sobre cada beneficiario y analizar el comportamiento del mercado y las características de la contratación.

Estas mejoras son además irreversibles: la organización, con o sin fondos europeos, ha aprendido una forma de rigor y transparencia que mantendrá en el futuro. Sus responsables creen también que ha ayudado a extender este rigor a otras organizaciones colaboradoras a las que imparten formación, con las que comparten recursos, o con las que mantienen relaciones.
3.5. Efectos no deseados
La financiación y sus obligaciones, el crecimiento de la estructura y hasta las exigencias de la gestión han tenido principalmente efectos positivos, que se han ido enumerando. Sin embargo, junto a ellos se han producido otros que no se buscaban y que pueden haber incidido negativamente sobre la intervención y sus resultados. Se describen los que han sido identificados: 

El foco exclusivo en las personas desempleadas

Si bien la misión de la Fundación ONCE estaba definida y orientada hacia la accesibilidad y el empleo, el hecho de trabajar con la lógica del FSE ha supuesto una suerte de fijación en el empleo que la entidad reconoce, orientado, además, únicamente hacia los desempleados. La consecuencia es que no se han trabajado otros temas relevantes como la mejora del empleo, la formación de empleados (life long learning), o la prevención de la pérdida del trabajo o del paso a la inactividad por causa de enfermedad crónica o discapacidad. 
En la misma lógica, tampoco se intervenía en temas muy afines, que están incluso en la raíz del problema, pero que no entraban en la definición inicial del Programa Operativo, como el abandono escolar o las carencias de la educación reglada de las personas con discapacidad. Sin embargo, la preocupación actual por todo aquello que “rodea” el tema de la discapacidad y el empleo, y la conciencia de que uno de los grandes problemas de las políticas públicas es la falta de puentes entre éstas (educación, salud y empleo, por ejemplo) está cada vez más presente en todos los discursos. 
En esta línea, ya se están dando algunos pasos que permiten completar el conjunto. Por ejemplo, la Fundación ONCE ha comenzado a trabajar en la línea de educación en el periodo 2007-2013, a través de la creación de una red de cooperación europea para promover la educación inclusiva (IncluD-ed). De esta manera se pretende aunar esfuerzos y compartir conocimientos y experiencias entre entidades europeas de diversa naturaleza con el objetivo de promoverla, eliminando las barreras a la educación y garantizando una mejor empleabilidad. 
Sin embargo, aún quedan otros temas relevantes por abordar.
La segmentación del universo social

Todas las entidades que actúan como operadoras del Programa Operativo de Lucha contra la Discriminación buscan el mismo fin –el empleo- y todas trabajan en un mismo mercado laboral, con normas, agentes, oferta y demanda, en principio iguales. Además, el método de trabajo, el itinerario personal e integrado, típico de las políticas activas en los últimos años, es muy similar en todas ellas: incluye orientación, formación, intermediación con empresas y seguimiento posterior, cuando es posible. Por lo tanto, el rasgo principal que diferencia a las organizaciones es el colectivo al que se dirigen y que conocen en profundidad, normalmente un grupo humano que padece discriminación –inmigrantes, gitanos, ex reclusos, mujeres, etc. 
La duplicación de modelos de inserción similares tiene virtudes -los potenciales beneficiarios quedan cubiertos y reciben un servicio parecido-, pero también lleva a cierta repetición de fórmulas. Sin duda este modelo no es el único posible, existen otras formas innovadoras de trabajo en red que aún no han sido exploradas, por la misma estructura de los programas, de la financiación y de los beneficiarios. Si bien se ha producido una fluida colaboración y coordinación, especialmente en el ámbito político, queda un terreno de gran interés para el futuro en la mejora del intercambio de ideas para aumentar el conocimiento común, así como en la articulación de fórmulas para coordinarse en acciones compartidas o servicios comunes. 
La sobrecarga de los sistemas de control y el poder de los indicadores

Colaborar en la gestión del FSE es una tarea difícil y a veces ingrata. Todos los operadores europeos insisten en que el control es necesario, pero también en que la carga que supone para las organizaciones, su excesiva complejidad y prolijidad y el tiempo consumido en la tarea; el poder auditor sobre su trabajo y las limitaciones impuestas, reducen a veces la capacidad de actuar de las instituciones. El temor a equivocarse, la incertidumbre ante algunas reglas lleva a no emprender caminos no recorridos, a renunciar a ciertas innovaciones que pueden no ser entendidas, a esperar a la siguiente programación para introducir mejoras que podrían ser útiles pero que no encuentran su lugar en las justificaciones.
El control, tal y como se entiende en la actualidad, lleva a cierto anquilosamiento. Estos sistemas pueden ser útiles para la ordenación y regularidad de las actuaciones, mientras no se vuelvan la razón última de la actividad. La necesidad de rendir cuentas de los resultados a veces determina excesivamente el contenido del trabajo o el procedimiento –es lo que se denomina “trabajar para el indicador”. Algunos ejemplos fueron aportados por los informantes: la necesidad de interpretar como “formación” acciones grupales que podrían entrar en otras categorías (grupos de apoyo, procesos participativos, etc.), pero que no serían entonces elegibles en los mismos términos. O el hecho de trabajar con personas difícilmente empleables por su edad, discapacidad o situación social que no se quiere abandonar a su suerte, pero que no siempre resulta fácil de justificar si se interpreta el Programa Operativo como un programa orientado exclusivamente al aumento del empleo. Por no hablar de los intentos de cooperar y repartir el trabajo con otras organizaciones de la discapacidad, lo que provoca dudas sobre la “propiedad” del beneficiario y por lo tanto de la justificación del gasto.

Los límites en la innovación

Es un efecto “natural” de la financiación externa cuando es estable, suficiente y claramente orientada a un objetivo. El diseño del programa fue innovador, pues nunca antes se había gestionado por parte de entidades sociales, sin ánimo de lucro y expertas en un colectivo, un programa europeo de estas dimensiones. Sin embargo, el programa tenía que permitir la creación a nivel nacional de un dispositivo amplio y capaz de recibir y ayudar a un número constante y creciente de personas alejadas del mercado de trabajo. Por lo tanto se privilegió la estructura, la gestión, la atención y la aplicación homogénea en el territorio de una forma de trabajar. El fin era la eficacia, pero también la igualdad de los beneficiarios que les habían sido “confiados”. 
Este efecto es destacado por las evaluaciones del impacto del FSE
: la capacidad de innovación está unida a la fase de modernización de las estructuras del empleo y de las economías regionales. Cuando el FSE actúa en una región o en una temática en la que los cambios estructurales están en curso, normalmente contribuye a ese tránsito aumentando el volumen de los recursos y la capacidad de las organizaciones. Cuando, por el contrario, actúa en mercados maduros y sociedades muy desarrolladas, a menudo aporta capacidad para realizar acciones separadas y visibles, innovadoras e incluso experimentales, que complementan la política general nacional. 

Estamos aquí en el primer caso: en España no había existido una estructura específica que procurara la inserción laboral de personas tradicionalmente excluidas. Había políticas, ayudas y normas, pero gran parte del esfuerzo se había dedicado a la protección social y era necesario un volumen de recursos concentrados para tener alguna oportunidad de influir en la transformación de las estructuras sociales. Pero la misma seguridad hace a las organizaciones acomodaticias. 
4. Efectos en las personas

La característica fundamental del Fondo Social Europeo es que se dirige a las personas. Se invierte desde la UE para equilibrar y cohesionar las regiones, partiendo de indicadores económicos y demográficos, pero ese cambio se logra a través de las personas, mejorando sus condiciones y oportunidades para la formación y el empleo. Por lo tanto, saber si existe valor añadido comunitario es en primer lugar responder a la pregunta: ¿qué efecto han producido las actuaciones cofinanciadas en el empleo de las personas con discapacidad en España? ¿Se hubieran logrado los mismos cambios o efectos sin la financiación del FSE? ¿La filosofía y la ejecución del Programa Operativo de Lucha contra la Discriminación han sido las más adecuadas para lograr los efectos de los que hablamos? 
Este es el análisis al que se dedica este capítulo. Los resultados se conciben de dos maneras distintas. De un lado, a partir de la información de seguimiento recogida en las memorias de la Fundación ONCE y del Programa Operativo. Son las que se han utilizado, por ejemplo, para el análisis de alcance y cobertura o para revisar los resultados de inserción. De otro, tal y como los expresan las personas que los han experimentado –los y las beneficiarias del programa- y las personas que configuran su entorno más próximo. Aquí se presentan integrados, para tratar de entender mejor la complejidad del fenómeno de la incidencia real que la participación en el programa haya podido tener sobre la vida de estas personas. 

4.1. La cobertura: ¿a quién llega el programa?

Partimos de la base de que el programa ha tenido un efecto multiplicador de la capacidad de actuación de la Fundación ONCE, lo que significa que se ha podido atender a muchas más personas gracias a él y se ha podido trabajar más y mejor en la inserción: los resultados en el empleo se han ampliado en consecuencia. Es lo que habitualmente se denomina ‘efecto de volumen’.

Pero también significa que se ha ampliado el alcance del programa, es decir, que han participado grupos dentro del mundo de la discapacidad que de otro modo –sin ese efecto multiplicador- hubieran tenido un acceso mucho más difícil al empleo: las mujeres con discapacidad, las personas de baja cualificación, con discapacidades más severas, en el ámbito rural. 
Por ello, el primer análisis de los resultados del programa se corresponde con la ‘cobertura’, entendida primero de manera absoluta, es decir, poniendo en relación a los beneficiarios del programa con el universo de los potenciales. Pero también en términos de los eventuales sesgos que puedan producirse en el acceso al programa, para lo que es necesario analizar la distribución interna de los beneficiarios.

Entre los años 2000 y 2009 se ha contabilizado la participación de 123.307 personas (51.271 mujeres) en las acciones del Programa de Lucha contra la Discriminación de la Fundación ONCE, con una ‘tasa anual de entrada’ más o menos homogénea. Para analizar la cobertura absoluta del programa, debemos comparar este volumen de beneficiarios con el universo de referencia. Pero, ¿cuál es el universo del programa? Pues, como ya se ha establecido, son las personas con discapacidad desempleadas que quieren y pueden trabajar y que cuentan con un certificado de minusvalía.
La siguiente muestra que estaríamos ante una tasa de cobertura del 44,5%, lo que indica una presencia importante del programa en el colectivo de personas con discapacidad en España -en el caso de las mujeres, esta cobertura es aún mayor, alcanzando el 50%. ¿Hubiera sido similar esta intervención sin la cofinanciación europea? 
Obviamente, la penetración del programa hubiera sido muy inferior con la utilización exclusiva de recursos nacionales, tanto desde un punto de vista cuantitativo como cualitativo. Cuantitativamente, y teniendo en cuenta que el coste unitario por participante en el programa se ha situado para todo el periodo en los 1.735 €, los recursos nacionales hubieran permitido atender a sólo 44.453 personas, aproximadamente un 36% de las reales o, lo que es lo mismo, por cada persona que se hubiese atendido, casi otras 2 no hubiesen podido acceder al programa.

Tasa de cobertura del programa de Fundación ONCE
	
	Hombre
	Mujer
	Total

	Personas con discapacidad 

(16-64 años)
	703.700
	778.400
	1.482.100

	Personas con discapacidad con certificado (16-64 años)
	486.000
	387.400
	873.300

	Personas “activas” con certificado

	174.651
	102.528
	277.179

	Personas atendidas por el Programa de 2000-2009
	72.036
	51.271
	123.307

	Tasa de cobertura
	41,2%
	50,0%
	44,5%


Fuente: Merc. Discp08 (2008); datos aportados por FSC.

Sin embargo, hay que tener en cuenta que para calcular este coste unitario se ha tomado la financiación global del periodo 2000-2010, sin diferenciar entre los tipos de acción. Por tanto, se incluyen tanto las directamente relacionadas -el coste de la formación o la intermediación-, como las que cuentan con una relación más indirecta con las personas atendidas, como la realización de estudios sobre el mercado de trabajo o las actividades de asistencia técnica. Sin embargo, estas actividades aportan un valor que, sin duda, no hubiera podido estar presente en el caso de no contar con financiación comunitaria.
Coste aproximado por persona beneficiaria.

	
	2000-2010
	Coste unitario

	Financiación total
	213.959.308 €
	1.735,2 €

	Aportación Fundación ONCE
	77.135.290 €
	625,6 €

	Cofinanciación europea (FSE)
	136.824.018 €
	1.109,6 €

	Personas atendidas 2000-2010
	123.307


Fuente: Datos aportados por Fundación ONCE.

Para analizar si todos los beneficiarios potenciales tienen una oportunidad similar de participar en el programa y, en consecuencia, si han existido o no sesgos en el acceso, se ha comparado la distribución de los beneficiarios según algunas variables básicas que definirían su perfil, con la distribución de esas mismas variables en el universo de personas con discapacidad en edad de trabajar. 
Los datos por sexos se encuentran bastante equilibrados. Hay una mayor proporción de hombres que de mujeres entre las personas que participan en el programa, aunque su peso es menor entre las personas en edad de trabajar que tienen una discapacidad. Sin embargo, no ocurre lo mismo entre quienes se encuentran en posesión de un certificado de discapacidad, que son mayoritariamente hombres debido, seguramente, a la menor activación laboral de las mujeres. 

Alcance del programa según sexo y edad.
	 
	 
	Hombre
	Mujer
	De 17 a 24 años
	De 25 a 44 años
	De 45 a 54 años
	De 55 a 64 años

	 
	 
	V.A.
	(%)
	V.A.
	(%)
	
	
	
	

	Población 16-64 años 2008
	703.700
	47,50%
	778.400
	52,50%
	53.781
	292.900
	480.719

	Población con certif. 2008
	486.000
	55,60%
	387.400
	44,40%
	18.017
	98.121
	161.041

	Programa 2000-2009
	V.A.
	72.036
	58,40%
	51.271
	41,60%
	5.919
	64.366
	35.266
	17.756

	
	(%)
	 
	 
	 
	 
	4,80%
	52,20%
	28,60%
	14,40%

	Tasa de cobertura
	 
	 
	 
	 
	32,90%
	65,60%
	32,90%


Fuente: Datos aportados por FSC Inserta; EDAD (2008); EPA (2008); Merc. Discp08 (2008).

Recordemos que la tasa de cobertura de las mujeres es mayor que la de los hombres, lo que indica que el programa “busca” a las mujeres. Sin embargo, aquí reside un claro ámbito de crecimiento del programa y una línea de trabajo a seguir desarrollando: la activación de las mujeres con discapacidad.
En cuanto a la edad, el programa se especializa, por así decirlo, en la población entre 25 y 44 años, De hecho, más de la mitad de los beneficiarios del programa se sitúan en esta franja de edad y su cobertura es también muy elevada (de un 65%). La proporción de beneficiarios en la franja de 45 a 54 años es también significativa (un 28,6%) del total, pero la cobertura en este tramo es considerablemente menor (casi un 33%). Aún así, es notable que el esfuerzo para activar e insertar se mantenga incluso en la franja de 55 a 64 años. 

Finalmente, el tramo de beneficiarios menores de 25 años no llega al 5% del total, pero si tenemos en cuenta que suponen sólo un 6,5% de la población que cuenta con certificado de discapacidad y que su tasa de cobertura es de casi un 33%, tendremos que atribuir su baja presencia, entre otras razones, a la relación entre discapacidad y edad (que es directamente proporcional). 
En relación con el nivel educativo, el programa muestra una sobrerrepresentación importante de personas con niveles educativos bajos, sobre todo con estudios primarios. Si un bajo nivel de estudios es una de las características de la población con discapacidad, lo es aún más de los beneficiarios del programa, ya que el 77% no ha superado los primarios. Este dato tiene importantes efectos en el tipo de mercado laboral al que tienen acceso, y desde luego en sus posibilidades de inserción. 
El origen de la discapacidad es un tema importante por dos razones: afecta a la evolución futura de las políticas -puesto que la tendencia en las sociedades desarrolladas es a la disminución de la discapacidad congénita (genética y perinatal) y al aumento de la sobrevenida (por enfermedad común o profesional, accidente, etc.)
 y tiene incidencia en las posibilidades de inserción laboral, disminuyéndolas, como se verá posteriormente. El hecho de que entre los beneficiarios estén sobrerrepresentadas las personas con discapacidades de origen congénito refleja esta dificultad y muestra un sesgo del programa hacia los desempleados “con especiales dificultades”. 

En cuanto al grado de discapacidad, se trabaja de forma mayoritaria con personas con una discapacidad moderada, pero sin dejar de beneficiar a las que tienen una discapacidad severa (de más de un 65%). 

En resumen, el programa se esfuerza en ser accesible y en su alcance incluye hombres y mujeres de diferentes edades, con baja cualificación y con todo tipo de discapacidades, lo que confirma su vocación de apertura al colectivo completo. Incluso en el primer periodo 2000-2006 se realizaron labores de captación del “colectivo oculto”, personas que no se habrían planteado trabajar sin este impulso. Evidentemente, la información sobre inserción que veremos posteriormente está relacionada con esta realidad y lo están también las historias recogidas en los análisis de casos.
4.2. Perfiles ante el empleo
A partir del análisis del alcance y la cobertura ya sabemos cómo son los beneficiarios del programa de la Fundación ONCE, pero queremos además comprender cómo esas características inciden en su vida laboral y en su relación con el empleo. Para ello se conformaron los casos que se han analizado: mujeres y varones que han sufrido accidentes, padecen enfermedades físicas o mentales, con gravedad diferente, o bien han nacido con alguna discapacidad intelectual o física que ha determinado en parte su historia y en gran medida su vida laboral. Vidas con múltiples dimensiones en las que el programa supone el elemento común, a veces mínimo, a veces muy importante, que ha provocado, o no lo ha hecho, los cambios que analizamos.
El análisis ha buscado los rasgos comunes y diferentes más importantes entre los informantes en relación con el empleo y el programa. El producto obtenido es una tipología muy sencilla, integrada por dos grandes perfiles que se diferencian por lo que hemos llamado “el impacto de la discapacidad sobre la biografía laboral”. Esta variable está compuesta por varios elementos:
· El momento de aparición de la discapacidad
.. Hemos considerado que el momento y la edad en que la discapacidad entre en escena es el factor más aclarador de la inclusión o exclusión laboral básica, porque afecta a la identidad de la persona y a su cercanía o lejanía del mercado de trabajo.

· El grado y el tipo de discapacidad. Juegan un papel muy importante, pero no independiente del anterior. En relación con la inserción laboral es determinante, pero sólo en combinación con el impacto que tiene en la identidad laboral. 

Existen otras variables fundamentales como el sexo, la edad o el nivel educativo. No hemos construido la tipología en función de ellas, porque, aunque básicas, no son exclusivas de este tema y no describen bien su singularidad. 
Los perfiles que se han identificado se han denominado “Volver a empezar” y “Mi gran dificultad”. Su utilidad reside en el hecho de que permiten distinguir dos formas de trabajar dentro del programa y en que explican los diferentes resultados que se obtienen. 

4.2.1. El primer perfil: “volver a empezar”

El primer grupo está compuesto por personas que tenían una vida laboral más o menos hecha y han tenido que “volver a empezar”, en sus palabras, al no poder seguir en la misma profesión o sector, normalmente por haber sufrido un accidente o padecer una enfermedad. Personas que han tenido que replantearse una existencia que creían estable y buscar de nuevo un trabajo o una profesión diferente a la que ejercían.
Todos repiten que han empezado de cero, pero desde un punto de vista de la inserción laboral, no es cierto. Han trabajado durante años, conocen el mundo del trabajo y sus reglas, su formación va más allá de la actividad concreta que ya no pueden ejercer. 
¿Cómo encaja este perfil en un programa de inserción laboral? En general, los dos rasgos presentes son una relación leve con el programa y un nivel importante de éxito en la inserción. Con leve queremos decir que utiliza pocos recursos, en general solo la orientación y la bolsa de empleo, y que su paso por el itinerario no es largo. Eso no quiere decir que no haya necesitado mucho apoyo previo, psicológico, médico o de alguna asociación especializada, pero normalmente se replantea trabajar -y acude al programa- cuando ya ha atravesado ese duro periodo de transición.
Este perfil utiliza el programa de dos formas: 
· Como orientación ante una situación nueva. La palabra orientar cobra todo su sentido, pues están desorientados. El programa facilita la transición hacia otro sector, empleo o empresa, poniendo su conocimiento y sus redes a disposición de personas cuyo conocimiento y relaciones no resultan ya adecuadas.
· Como entrada a un mercado de trabajo con ciertas ventajas, más protegido o con menos competencia que el mercado general. 

Evidentemente este perfil se subdivide a su vez y el criterio básico es aquí el grado de discapacidad. La decisión de buscar o no empleo depende sobre todo de la gravedad de la discapacidad, de la edad de la persona cuando se produce el accidente o enfermedad y de la cuantía de la pensión a la que tiene derecho. Aunque parezca paradójico, el hecho de ser pensionista confirma el perfil. Cuando se accede a una pensión contributiva es porque se ha trabajado y cotizado muchos años antes; es decir porque la discapacidad se inserta en una biografía con un grado suficiente de estabilidad laboral previa. 
4.2.2. El segundo perfil: “Mi gran dificultad”

Se expresa así, exponiendo en primer lugar la dificultad, el segundo perfil, internamente más complejo. Se trata de personas cuya discapacidad ha afectado de forma notable a su vida y a su identidad laboral, bien porque es innata o adquirida muy tempranamente, o bien porque se trata de una discapacidad cuya naturaleza tiende a invalidar la identidad anterior, como sucede con la enfermedad mental. 
La discapacidad está aquí unida de forma indiscernible a la historia profesional o educativa de la persona y ha supuesto una gran traba para una inserción estable, haciéndola en algunos casos casi imposible. ¿Por qué no se produce la inserción laboral en este segundo perfil, a pesar de los esfuerzos del programa? Dos parecen ser los motivos:
· El prejuicio y el complejo. No es sólo que no se les contrate, sino que incluso antes, en su vida cotidiana, en su proceso educativo, en el colegio o en la calle, se han sentido apartados o discriminados. 
· El alejamiento del mundo del trabajo. Su discapacidad les ha mantenido separados durante largos periodos de la educación y el trabajo, o les ha obligado a un cambio total en sus expectativas. 

¿Es diferente el programa con estas personas, es decir, es capaz de responder a un perfil más difícil y menos “empleable”? Sin duda, y hablaremos aquí de una intervención intensa, es decir, duradera en el tiempo, constante en los contactos y con recursos variados. Pero la intensidad no asegura el éxito, sino que es, más bien, consecuencia de la repetición del fracaso. 
Son los “casos difíciles”. Los datos de inserción laboral muestran que no son la minoría y el análisis evidencia el carácter discriminatorio de la sociedad hacia las personas con discapacidad. Cualquiera que sea el grado, tener “desde siempre” o desde niño o joven una discapacidad aleja dramáticamente de las posibilidades de empleo o formación. Y las condiciones del mercado de trabajo en España explican que se den muchos casos de alejamiento de él. Sin embargo, también encontramos casos que demuestran que este perfil no es un destino y que el programa logra también la inserción de estas personas en algunas ocasiones.
4.2.3. La relación entre los perfiles y los resultados del programa

Hemos visto que el programa se adapta a los dos tipos de perfiles con el fin de compensar la variable básica que es la cercanía o el alejamiento del mercado de trabajo. No se trata exactamente de “empleabilidad”, término que parece otorgar al individuo la responsabilidad y la potencia para encontrar empleo. La cercanía o lejanía del mercado de trabajo se refiere más bien a la relación entre mercado y persona.
Una intervención como la que analizamos adquiere así todo su sentido, pues su fin es facilitar esa relación, acercar a las personas al empleo. A continuación, veremos cómo lo hace y con qué resultados.

4.2.4. ¿Cómo interviene el programa con los dos perfiles?

En los casos que se han clasificado en el perfil de “Volver a empezar” las personas tienen empleo y están satisfechas. Son “los más empleables” entre las personas con discapacidad, pues no han estado mucho tiempo fuera del mercado laboral. El programa orienta a sectores nuevos, allana el camino y “reduce el campo de competencia”, entrando en un mercado más reducido, que se encuentra singularizado por tres ventajas (entendidas en un marco de discriminación positiva, como recursos adicionales o normas específicas que tratan de compensar la desventaja de la discapacidad):

· las bonificaciones que reciben los empresarios por la contratación de las personas con discapacidad,
· el acceso a un campo de empresas sensibilizadas que no pondrán obstáculos por su discapacidad. 

· y el hecho de contar con un programa específico y experto, que permite salirse de la masa de parados y “distinguirse”.
Este perfil ha tenido en general un vínculo muy débil con el programa, por lo que cabe preguntarse si estas personas necesitan realmente un programa de inserción para personas con discapacidad. Nuestra conclusión es que hubieran encontrado trabajo tarde o temprano, pero con más dificultad, lentitud y riesgo. Y lejos de poner en duda el programa, esta eficacia es uno de los objetivos de las políticas activas de empleo: acercar oferta y demanda, acelerar y facilitar los procesos de cambio, ayudar a “leer” el mercado laboral y corregir alguno de sus sesgos discriminatorios. 
En este sentido, el programa cumple su objetivo final con recursos adecuados, trato excelente y gestión ágil, según los beneficiarios. En dos de los casos, las personas trabajan en centros especiales de empleo
. Es evidente que tienen derecho a ello y que los programas de inserción buscan todo tipo de recursos para ofrecer empleo a sus beneficiarios, solamente cabe la duda de si esas personas no podrían, en un primer momento, o más adelante, integrarse en el mercado de trabajo ordinario. Dado precisamente su mayor grado de empleabilidad, de manera que estos puestos más protegidos quedaran disponibles para las personas con más dificultades. 

Ya se decía que la intervención intensa con el perfil “Mi gran dificultad” coincide con los “casos difíciles”, que por otra parte son el grupo mayoritario, dado el carácter estructural del fenómeno de la discriminación, que ha afectado históricamente a la discapacidad. Las personas con discapacidad no han accedido en muchos casos a educación y formación, han carecido de experiencias significativas de empleo, se han sentido acomplejadas por la mirada social y el empresariado ha preferido y aún prefiere contratar a otros. Por lo tanto, es lógico que la mayoría de los que buscan empleo -el resto no entra en nuestro universo, bien porque no lo busca, bien porque lo busca por otro lado o ya lo tiene- se encuentre en el perfil citado. 
¿Qué hace el programa en este sentido? Pues, con mayor o menor éxito, ha puesto en marcha un dispositivo que intenta responder a las necesidades y compensar las carencias. Según nuestra tipología de intervención “intensa”, la persona beneficiaria necesita, además de orientación y apoyo, formación, motivación, intermediación, etc. Es decir, transitar el itinerario completo. Las dificultades son mayores, más largo el proceso, más incierto el resultado. Cada uno de estos pasos, que muestra el esquema, será analizado con detalle “desde dentro” en apartados posteriores.

4.3. La inserción en el programa: resultados generales
Acabamos de ver que los diferentes perfiles ante el empleo que se han podido distinguir en el análisis obtienen diferentes resultados en términos de inserción profesional tras su paso por el programa. Pero, ¿cuáles son los resultados generales en términos de inserción? ¿A cuántas personas ha ayudado el programa a insertarse, teniendo en cuenta el tipo de población y su cercanía o lejanía del mercado de trabajo?
La tasa de inserción es el indicador con el que se pretende medir más habitualmente el éxito de los programas de inserción laboral. El cálculo se basa en la relación entre el número de personas que participan en el programa y el número de las y los que logran un contrato. Es un dato que supone una fuente de información valiosa pero que cuenta con evidentes limitaciones, ya que son muchos los aspectos que influyen en los resultados.

El total de contratos firmados con la intermediación de FSC Inserta durante el periodo 2000-2009 ha sido de 29.278, con una tendencia creciente prácticamente homogénea desde las 2.244 contrataciones de 2000 hasta las 3.546 de 2009, que poseen un valor especial, considerando que se produce en un contexto de recesión económica y de destrucción de empleo. Sin embargo, una misma persona ha podido acceder a más de un contrato, por lo que se ha introducido una corrección, que arroja una cifra final de personas que han obtenido al menos un contrato en el periodo 2000-2009 de 27.318, lo que supone una tasa de inserción del 22,2%.
Este dato, ¿es bueno o no tanto? Para poder valorarlo, tendríamos que compararlo con programas que trabajen con personas con discapacidad en condiciones de mercado similares, lo que no resulta sencillo por su misma especificidad
. Se trata de un programa único en su género, que se enfrenta a dificultades específicas, lo que no significa que no se tengan en consideración sus limitaciones. 
Distribución por sexo de los resultados de inserción profesional
	
	Hombre
	Mujer

	
	V.A.
	(%)
	V.A.
	(%)

	Personas beneficiarias 00-09
	72.036
	58,42%
	51.271
	41,58%

	Personas contratadas 00-09
	14.943
	54,70%
	12.375
	45,30%

	Tasa de inserción
	20,7%
	24,10%


Fuente: Datos aportados por FSC Inserta.
Si se atiende a las características de las personas que se han insertado a través del programa, se evidencia que se contratan más hombres que mujeres, pero los datos de las mujeres son mejores en términos de tasa de inserción, ya que supera en más de 3 puntos la de los hombres. Por otra parte, la tasa de inserción va disminuyendo conforme aumenta la edad del beneficiario, lo que significa que los datos globales se ven afectados por el hecho de que el tramo de beneficiarios de 44 años o más concentre el 43% del total de los del programa. 

El nivel de estudios se revela como una variable de gran incidencia en los datos de inserción, ya que su relación es lineal, alcanzando el máximo en el 46% correspondiente al tramo que cuenta con estudios superiores. Desde otro punto de vista y dada la distribución que muestran los beneficiarios en esta variable, las contrataciones se concentran en las personas que tienen estudios primarios (casi un 65% del total); proporción que ha ido disminuyendo (del 76% en 2006 a algo menos del 54% en 2009) en favor de los realizados a personas con educación secundaria. Si esta tendencia se mantiene en el futuro, la inserción profesional de las personas con un bajo nivel educativo se irá haciendo progresivamente más difícil.

Por tipo de discapacidad, las personas con discapacidad física son la mayoría de las beneficiarias pero, sobre todo, la mayoría de las contratadas (la proporción de estas últimas supera en más de 8 puntos la de participación). El caso opuesto es el de la discapacidad psíquica, ya que suponen en torno al 28% de los beneficiarios, pero sólo un 14% de las contrataciones. Lo mismo ocurre con su tasa de inserción, que “se desploma” en el caso de la discapacidad psíquica (sobre todo en el caso de la enfermedad mental, con un 10%). 

Algo similar ocurre en relación con el grado de discapacidad. La tasa de inserción de las personas con un grado de discapacidad severa es de sólo un 13,2%, muy alejada del cerca del 28% de la discapacidad moderada. Sin embargo, se percibe una ligerísima tendencia positiva, ya que en 2002 las personas con una discapacidad severa suponían sólo un 19,2% de los contratos y en 2009 alcanzan un 22,6%. 
Así, el perfil-tipo de la persona que se inserta profesionalmente gracias al apoyo del programa es el de un hombre adulto, con una discapacidad física moderada y con estudios primarios. Es lógico que éste sea el perfil mayoritario, puesto que se corresponde con el más común entre los beneficiarios, pero indica también que el programa tiene un éxito sólo relativo a la hora de corregir los sesgos en la contratación. Parece que logra resultados positivos en el caso de las mujeres con discapacidad, pero no tanto con otras variables como la edad y, sobre todo, el tipo y grado de la discapacidad. 
Conocer algunas de las características de las contrataciones que logra el programa puede facilitar también alguna pista sobre aspectos a reforzar o a corregir. Por ejemplo, algo más del 40% de los contratos son celebrados en el seno del grupo ONCE, lo que significa que las dificultades de inserción son realmente mayores de lo que se podría suponer inicialmente. Además, tanto en el grupo ONCE como en el resto de empresas y entidades que contratan conviven empresas ordinarias con centros especiales de empleo. Estaríamos ante la presencia de “dos mercados” para la intermediación. Por un lado, el integrado por empresas más o menos sensibilizadas con el empleo de las personas con discapacidad… y por otro el de las que simplemente desean cumplir con la ley, en términos de reserva de puestos, por ejemplo. Obviamente, ambas cuestiones no son incompatibles.
¿Se contratan el mismo tipo de personas en los dos mercados? Según datos de 2009 existe bastante equilibrio e, incluso, cierto sesgo favorable a la discapacidad mental e intelectual -el grupo con mayores dificultades de inserción- entre las empresas ordinarias. Una de las causas puede residir en el éxito de los Convenios Inserta
, que alcanzaron la cifra de 444 hasta 2009 y esto, a su vez, con el tamaño de las empresas presentes en el programa como contratantes de sus beneficiarios, que es mayor, en términos relativos, que el que suponen sobre las contrataciones de la población en general. La concentración de la contratación en empresas de mayor tamaño ha sido una tendencia creciente durante la vigencia del programa, alcanzando el 72,5% de todos los contratos en 2009. Y es un dato que es reconocido y celebrado por los beneficiarios.

Los datos respecto de la temporalidad de los contratos muestran que los resultados son malos (sólo un 16,5% de contratos son indefinidos), aunque algo mejores que en el caso del conjunto de la población
. Sin embargo, no conviene felicitarse por este dato, ya que la evolución ha seguido la tendencia general del mercado de trabajo (un 26,6% de contratos temporales en el programa en 2003 frente a un 62,6% en el 2009).

Finalmente, se ha realizado un análisis de los salarios de las personas insertadas con los datos de 2009. Casi el 90% de los beneficiaros se concentran en una única franja, la situada entre el salario mínimo y el doble del salario mínimo. Este dato nos habla de la homogeneidad del colectivo al que atiende el programa, pero también del tipo de mercado en el que se logran las contrataciones.
Hasta aquí, las principales magnitudes sobre el programa. Para comprender mejor el significado de sus efectos, en el capítulo siguiente se presta atención al modo en el que interviene la Fundación ONCE,: al modelo que hay en la base.

4.4. Los instrumentos para la inserción: el modelo de intervención

El modelo de intervención del programa se concreta, a los efectos de esta evaluación, en, el itinerario integrado del programa, cuyo fin es ir completando las carencias en la “empleabilidad” de las personas. La idea que subyace es que una persona con discapacidad que sea activa, se encuentra motivada, formada, bien orientada y con un entorno empresarial sensibilizado, encontrará empleo. El programa ofrece los elementos necesarios para ir “completando esa descripción” hasta conseguir una inserción laboral. Desde el punto de vista de la evaluación, dos pueden ser los motivos por los que no se logra siempre ese fin:
· Puede que la finalidad última no se logre porque algunas de las etapas que la persona debe recorrer no consiga sus objetivos. El presente capítulo analizará las piezas del itinerario para revisar esta posibilidad.
· La segunda razón puede estar en el diseño global de la intervención. Puede que el modelo no funcione con determinadas personas porque no necesitan un itinerario que complete sus carencias, sino otra clase de intervención; o puede que el problema tenga que ver con la estructura del mercado de trabajo y que las políticas activas de empleo tengan que aceptar algunas limitaciones o revisar algunos principios.
Por lo tanto, en este apartado analizaremos las dos posibilidades para comprender mejor los efectos logrados en las personas. 
4.4.1. La activación laboral del colectivo de personas con discapacidad
El fin del programa es ayudar a las personas desempleadas a encontrar empleo. Sin embargo, como en todas las políticas activas de empleo, subyace el objetivo de lograr atraer a más personas para el mercado de trabajo. En el caso del programa de Fundación ONCE, el objetivo de activar no es sólo implícito, sino que se ha tenido en cuenta como actividad, al menos en el arranque del programa. Se trató entonces de atraer al mercado a la población “oculta”, personas alejadas o que no habían considerado la posibilidad de trabajar, a los que se accedió a través de las asociaciones, los centros educativos, los servicios sociales, los centros base de la seguridad social, etc. 
En todo caso, la activación es un fenómeno estructural demasiado profundo (y lento) como para atribuir al programa el avance que muestran las estadísticas. En realidad, algunos de los motivos de este avance son el cambio cultural profundo que afecta a la discapacidad, que aparece como una condición y no un destino; la centralidad del empleo remunerado como vía privilegiada de inclusión social y el arrastre de las mujeres, con o sin discapacidad: su incorporación al mercado de trabajo se refleja en las cifras de actividad. 
No obstante, las características del programa, con una cobertura del 44,5%, permiten pensar que su existencia colabora con la activación de las personas. Lo hace indirectamente, por un efecto demostración, al mostrar que las personas con discapacidad encuentran empleo, lo que anima a más personas a dirigirse al programa. Y directamente, al mantener activado a un grupo de personas –los beneficiarios no empleados- que podrían desanimarse de otro modo y abandonar la búsqueda. Al mismo tiempo, y aunque las estadísticas no puedan reflejarlo, la actividad o pasividad no son bolsas estancas, sino comunicantes:
· Las personas pueden estar en una bolsa de empleo y sin embargo no buscar activamente trabajo.

· La masa de personas “inactivas” puede a su vez cambiar su condición, por ejemplo en épocas de crisis económica, cuando en muchos hogares la persona que gana un sueldo se queda sin trabajo y las personas que no buscaban trabajo salen al mercado. Es evidente que también sucede al revés: las dificultades del empleo para toda la población pueden desanimar aún más a personas que podrían intentarlo en momentos de crecimiento. 

· Ni siquiera el elemento objetivo de las pensiones es una delimitación clara. Salvo en casos de incapacidad absoluta y gran invalidez, las pensiones pueden ser legalmente compatibles con el empleo, pero tienen efectos “desactivadores”, como veremos. Muchas personas con discapacidad están en situaciones intermedias, con pensiones muy bajas o no contributivas, y sus aspiraciones e iniciativas dependen de muchos factores y cálculos que pueden variar si cambia su percepción de las posibilidades de trabajar.
El programa se mueve por lo tanto en una población potencial oscilante e incluso sus beneficiarios pueden estar en varias de estas situaciones a la vez. 

4.4.2. Una panorámica general del itinerario integral de inserción

El modelo con el que trabaja el programa es el que se ha impuesto como paradigma de las políticas de inserción laboral. Consiste en un acuerdo pactado con la persona sobre los pasos que debe dar para acercarse al mercado de trabajo y lograr, eventualmente, un empleo. Esos pasos constituyen un itinerario formalizado y con protocolos, de manera que todas las personas, aunque son tratadas individualmente, disponen de un servicio de similar calidad, cualquiera que sea el profesional que trabaja con ellos o su situación de partida. 
Los itinerarios están constituidos por piezas que se van combinando en un camino coherente y con un fin. No todas las personas necesitan todos los elementos, aunque sí los básicos: la orientación, que permite tomar las decisiones posteriores, y la participación en la bolsa de oferta y demanda, que hemos llamado intermediación. La formación, como el autoempleo o el seguimiento posterior, son piezas que sólo se ofrecen a una parte de los beneficiarios.
Idealmente, el itinerario concluye con la colocación. En la realidad, como hemos visto, el camino es más complejo y a veces se estanca. El modelo prevé que se analice la situación de las personas que no logran la inserción, pero hay que tener en cuenta que el programa trabaja con grandes números y debe atender a muchas personas. Éstas se van segmentando según su facilidad para “salir del programa”, es decir encontrar empleo. 
El programa “trabaja” la oferta y la demanda y su adecuación y conocimiento mutuo, y por eso es un agente de empleo y de lucha contra la discriminación. Es también una agencia de colocación que intenta responder con agilidad a la demanda empresarial. Casi la mitad de los puestos ofertados se cubren por beneficiarios del programa. Cuando esto sucede, el itinerario ha concluido (aunque el beneficiario continúa en la bolsa y puede volver a solicitar los servicios si el empleo es temporal o si no lo mantiene por otro motivo). 
¿En qué mercado trabaja el programa? Dicho de otro modo, ¿qué sectores demandan trabajadores, qué tipo de puestos son cubiertos por esta intermediación? Se dispone de datos sobre puestos gestionados para el periodo 2000-2005 que se muestran en la siguiente tabla:

Más del 65% se concentra en dos categorías: empleados de tipo administrativo y trabajadores no cualificados. Si se analiza el tipo de puesto de trabajo, se observa también cierta concentración, aunque no tan intensa. La concentración puede achacarse a las características del colectivo, el tipo de discapacidad y el tipo de cualificación de los beneficiarios y a los rasgos del mercado de trabajo. Pero sería interesante conocer si existe también una especialización de la organización en determinados sectores, empresas o puestos, lo que no parece descartable:
· En primer lugar porque muchos contratos se realizan en empresas del grupo y en centros especiales de empleo, que están en determinados tipos de mercado y no en otros.
· En segundo lugar, porque cuando se trata de orientar en un universo tan amplio y con una población tan heterogénea la organización tiende a especializarse y a trabajar con mayor seguridad con las categorías que mejor conoce.
Por lo tanto, es difícil hablar de una orientación personalizada. Más bien existen ramas de actividad y tipos de puestos de trabajo que la entidad conoce y que se corresponden con los perfiles que maneja. 
¿Cuánto tiempo tarda en “recorrerse” el itinerario? La mitad de los casos que finalizan con una inserción “permanecen” en el itinerario durante 6 meses o menos, y un 67% se inserta durante el primer año. Seguramente estos casos se corresponden con los beneficiarios que requieren acciones de mejora
 más ligeras o que no las precisan en absoluto. Por lo tanto, cuando la persona está cerca del empleo, la orientación e intermediación son eficaces y el tiempo de espera puede no ser demasiado largo. 
Pero el programa continúa “luchando” por los casos menos empleables, aunque con resultados más limitados. Esto se demuestra por la existencia de un grupo en que la inserción se produce entre el primer y tercer año de permanencia y aún hay otro pequeño grupo que lo consigue tras permanecer más de tres años en el programa. Previsiblemente en este grupo se ubican la mayor parte de beneficiarios que requieren acciones significativas de mejora. 

La asignación inicial de acciones de mejora a un beneficiario o su paso directo al proceso de intermediación se produce al comienzo del itinerario, en el momento de la entrevista de orientación. Nuestra interpretación es que el grupo que no necesita acciones de mejora se corresponde en buena medida con el perfil “volver a empezar”
 y con la intervención “leve”. El 36% de los beneficiarios se encuadra aquí. En este caso, como se ha visto, la orientación y la intermediación resultan muy eficaces, ya que aunque las personas tengan que “volver a empezar”, poseen en alguna medida una identidad laboral previa. 

El segundo grupo, los que sí reciben acciones de mejora, se vería reflejado en los casos que llamamos “mi gran dificultad”, llevando a una intervención intensa y de incierta salida. Representan un 64% del total, están obviamente más lejos del mercado de trabajo y deben obtener una serie de conocimientos, competencias o habilidades que les acerquen al objetivo. Estas acciones son casi siempre formativas y adoptan diferentes modalidades: formación ocupacional, habilidades socio-laborales, formación para el autoempleo…
4.4.3. Una mirada a la orientación 

Antes de centrarnos en la formación, conviene detenerse en el trabajo básico de orientación que debe guiar el proceso hacia el empleo. En los casos analizados hemos encontrado algunas críticas. No en lo que se refiere al trato, al método o a los profesionales que les atendieron, sino habitualmente fruto del resultado: cuando las personas no encuentran trabajo no valoran la orientación recibida. La crítica fundamental se dirige al carácter generalista de la orientación y se expresa en la frase de un informante: “No cabemos todos en la misma vía”. La impresión -confirmada en gran medida por los datos sobre puestos de trabajo- es que muchas personas son orientadas a las mismas actividades y sectores donde se enfrentan a las condiciones reales del mercado de trabajo: un mercado con actividades limitadas y repetidas, donde son muchos los que compiten. Y es que no se debe olvidar el hecho de que los programas de inserción laboral reflejan el mercado de trabajo y no pretenden transformarlo, ni tienen instrumentos para ello, salvo en aspectos menores.
Además, innovar o predecir en relación con el empleo es arriesgado y exige una gran especialización: Más para un programa generalista en cuanto a beneficiarios y en cuanto a puestos, sólo puede responderse a la demanda actual y proponer algunas innovaciones con mucha prudencia.
En conclusión, la orientación refleja un mercado que se comporta de una manera diferente a nivel estructural e individual: a nivel estructural, exige desplazamientos generales de la mano de obra; por ejemplo, necesita el trasvase de personas a los servicios, con las nuevas habilidades y competencias que ello exige. En un segundo momento, a nivel individual, elige a los que destacan por algo, como es lógico en una estructura competitiva y en un entorno de escasez (donde hay más oferta de mano de obra que demanda). Se trata de una contradicción que se observa especialmente al analizar la formación. Al mismo tiempo, como el programa trabaja a nivel de los individuos y como la visión actual atribuye a estos la responsabilidad de su empleabilidad, este dilema no es explícito y provoca frustración en las personas desempleadas y en los técnicos que las ayudan.

4.4.4. La formación ocupacional y su encrucijada

¿Por qué es tan importante la formación en la estructura de las políticas activas de empleo? Pues porque es seguramente la única actuación concreta sobre la empleabilidad de la persona -incluso la motivación y la actitud se trabajan en formato de formación, en talleres de habilidades sociales o de búsqueda de empleo-. Podría decirse que la formación es la única experiencia concreta que es “independiente” del mercado de trabajo, es decir que puede ofrecerse al beneficiario incluso en ausencia de demanda. 
En un colectivo cuya característica general, además de la discapacidad, es un bajo nivel educativo, este factor se hace más importante. También existe otra razón para el peso de la formación: es uno de las pocas cosas que se pueden hacer con las personas cuando no encuentran empleo. La formación “tiene un aura” que sostiene la motivación y parece justificar la demora. Uno no está parado, se está formando. 
Pero no siempre es así. La formación parece tener un doble efecto en las personas. La reacción más habitual es considerar que la formación no sirve: “es para ir cubriendo huecos”, dirá un informante. El propio programa es crítico con la utilidad de la formación, definida en ocasiones como “básica, no especializada, dispersa y lúdica” (FSC Inserta 2006, Análisis de trayectorias laborales). Además, este estudio muestra que las personas reciben más cursos cuánto más alejadas están del mercado de trabajo, pero que la formación sola no logra ese acercamiento. 
Al mismo tiempo, las personas muestran una satisfacción general con la experiencia (que también reflejan las encuestas de satisfacción de FSC Inserta). ¿Por qué satisface si no se percibe como útil? La razón es que cubre otras necesidades:

· La formación activa, pues mantiene vivo el deseo de entrar en el mercado de trabajo. Los y las técnicas la utilizan para apuntalar el esfuerzo de las personas.

· La formación motiva, pues las personas aprenden y eso les hace sentirse más capaces.

· La formación genera redes: se conoce gente, se transmite información e ideas, a veces se entra en contacto con recursos de gran interés, como le sucedió a un informante que conoció, gracias a una formación generalista, las oportunidades de ayudas para el autoempleo. 

· La formación entretiene. Lejos de ser despreciable, este aspecto es muy importante y valorado, sobre todo por aquellas personas que necesitan una estructura cotidiana para mejorar su estado de salud mental.
Los técnicos del programa proponen otra utilidad de la formación, que engarza con la orientación: una buena parte de la gente que llega a la bolsa de empleo no tiene claro qué quiere hacer, porque no ha trabajado nunca o lo ha hecho muy poco tiempo, de manera muy parcial. La formación permite “ir posicionando una cierta identidad laboral”. Aunque en “los casos difíciles”, esta identidad será por fuerza vaga y no diferenciada.
Cabe preguntarse si la formación es el espacio adecuado para cubrir esas necesidades. Otras fórmulas, desde el trabajo en grupo para buscar empleo a actividades de otro tipo podrían cumplir ese papel. La organización es consciente de ello cuando declara: “Los cursos de formación ocupacional funcionan como dispositivos de formación, pero también como elementos de articulación en lo social, como canales de socialización y de relación”
.
Pero, a pesar de todo lo anterior, el discurso social y político sigue siendo que la formación debe servir para que las personas encuentren trabajo. 
La información interna de FSC permite conocer cuál es la envergadura de la formación que se imparte desde el programa
. Desde el año 2000 hasta el año 2009 se han contabilizado 38.774 alumnos que han finalizado la formación
. Además, el número de alumnos no ha dejado de crecer desde 2002 (el año con un menor número de participantes, con 2.497), hasta el máximo alcanzado en el año 2009 con casi 5.400 personas (repartidas en 559 acciones formativas de diferente tipo). 
La mayor parte de las acciones son de formación ocupacional (algo más del 38%), aunque también hay talleres de búsqueda de empleo y de habilidades sociolaborales (un 36% del total). 

Así, la conclusión coincide con las de otras evaluaciones que tienden a mostrar que sólo la formación muy enfocada, tanto al individuo como a las necesidades del mercado local, parece tener éxito en relación con el empleo. Pero no pensamos que la formación deba evaluarse exclusivamente por su “impacto en el empleo”, sino que debería desbrozarse el camino para aclarar los diversos papeles que cumple, diseñarse con mayor rigor e innovación, y replantearse su relación con la inserción laboral.
4.4.5. La intermediación con el empresariado

Además de trabajar con los beneficiarios, el programa realiza una labor importante con la otra cara del mercado, con la demanda. Tres son las acciones típicas:

· La información a empresas y los convenios con grandes empresas. Para mostrar las dimensiones de este trabajo, según los datos de 2000 a 2005, fueron informadas en esos años 7.377 empresas y se firmaron 444 convenios Inserta hasta 2009.

· La intermediación a través de la bolsa de empleo, que ya se ha descrito.

· La creación -sólo en el periodo (2000-2006)- y la asistencia técnica a centros especiales de empleo.

Según la opinión de todos los informantes, la intermediación es uno de los aciertos del programa. Ha tenido dos efectos multiplicadores: un efecto de “acción positiva” que atrae puestos de trabajo para personas con discapacidad, ampliando el mercado potencial y un efecto de fidelización, que busca la satisfacción de los empresarios. Sin embargo, a pesar del esfuerzo, los informantes coinciden en que el programa no se ha volcado suficientemente en este último aspecto y que esta “captación y fidelización” es una tarea aún a desarrollar. 
Por otra parte, la intermediación no puede valorarse únicamente desde el punto de vista de la agilidad y oportunidad para la contratación, sino que también hay que tener en cuenta factores de ajuste, es decir la adecuación persona-puesto. En este caso se dispone de datos de seguimiento procedentes de encuestas anuales, que hablan de la situación de la persona beneficiaria transcurrido el tiempo. Entre los que no siguen trabajando, la causa principal es la finalización del contrato, pero existe también una cifra elevada de baja voluntaria, casi un tercio. Desconocemos el detalle de esa baja y sus motivos, pero parece un área interesante para indagar, relacionada posiblemente con los procesos de ajuste persona-puesto y con las posibilidades del apoyo y seguimiento.

Otro dato de interés se refiere a la cifra global de pérdida de empleo. Alrededor de la mitad de las personas insertadas no permanecen en el puesto al año siguiente y esto se produce todos los años. De estas bajas, en torno al 40% se sustituyen y para ello se contrata a otra persona con discapacidad en un 80% de los casos, utilizando muchas veces de nuevo los servicios de FSC Inserta. Existe por lo tanto un grado de inestabilidad alto, probablemente similar al mercado general de baja cualificación, pero que no deja de ser un área de mejora para el programa, de cara a incidir en la situación global del colectivo.
4.4.6. Apoyo y seguimiento: ¿hasta dónde?

El último elemento del itinerario de inserción se produce cuando el beneficiario ya ha sido insertado, ha logrado un contrato de trabajo. ¿Debe seguir entonces la entidad en contacto? ¿Precisa el beneficiario apoyo más allá de la intermediación? Pues depende de algunas características de la persona y de su situación. Algunas personas necesitan mucho apoyo en el empleo durante un tiempo, bien por la necesidad de adaptar el puesto de trabajo a su discapacidad, bien porque su aprendizaje precisa un tiempo de asentamiento en condiciones favorables, como ocurre en el caso de la discapacidad intelectual. Cuando la empresa no está en condiciones de ofrecer ese tiempo y atención, el programa o las asociaciones expertas deben hacerlo. El caso más extremo es el empleo con apoyo donde se personaliza esa atención durante el tiempo necesario
.
En otros casos, no sólo no necesitan apoyo sino que lo pueden vivir como un estigma, caso de la enfermedad mental. Aquí la oferta de consejo o ayuda tiene que ser muy sutil y adaptada a cada caso. Por último, la mayor parte de las personas que encuentran trabajo agradecen el seguimiento, las llamadas que han recibido después de ser contratadas, como una cortesía del programa y una prueba de calidad del servicio. 
Pero más allá de la cortesía y la recogida de información, el seguimiento se puede utilizar para ayudar a las empresas, anticiparse a sus necesidades y fidelizarlas. 
Desde el punto de vista del programa, el seguimiento es una actividad que ofrece información relevante para tomar decisiones pero que es costosa y compleja. Se realiza todos los años en forma de “Encuesta de seguimiento de las contrataciones” y se considera una forma de conocer los efectos del programa. 
Existe otra visión. Se trata de concebir la actuación como un servicio que no termina con la contratación, sino que implica un seguimiento de la “carrera” 
En esta segunda perspectiva, el programa podría, por ejemplo, ofrecer formación a una persona que está trabajando, pero que tiene potencial o ganas de mejorar su posición o carrera. Y aún más importante, el seguimiento daría información para prevenir posibles “expulsiones” del mundo laboral de personas que han sido insertadas, por ejemplo si su estado de salud o su discapacidad cambian o empeoran. Una persona en esa situación podría seguir trabajando, incluso en la misma empresa, si una organización experta ayuda al empresario a realizar los cambios o adaptaciones necesarias.
Es evidente que todas estas actividades no son financiables si concebimos un programa de inserción laboral “sólo para desempleados”, pero existe un potencial lo bastante importante como para reflexionar sobre estas alternativas y su forma de financiación.

4.5. Efectos en las personas
Los efectos más directos del programa y la satisfacción de los beneficiarios están unidos a los resultados en la inserción laboral, como no podía ser de otro modo. Las personas que tienen trabajo se muestran satisfechas y agradecidas, cuando consideran que le deben la oportunidad al programa. El empleo remunerado en la sociedad actual significa independencia económica, estatus, autoestima, sentido de la utilidad, relaciones sociales, pertenencia, seguridad y derechos sociales. Prácticamente toda la identidad se articula alrededor de la identidad laboral. Por lo tanto, el tipo de empleo pasa a un segundo plano aunque, como es lógico, las personas tienden a estár más satisfechas si su trabajo es vocacional, o al menos no se aleja mucho de sus gustos, con condiciones laborales correctas, y estable. 
El segundo efecto importante del programa es la sensibilización frente a la discapacidad, que aparece como un tema de relevancia personal y política. Cualquiera que fuera su actitud previa, las personas se vuelven más sensibles a la cuestión, la participación en el programa les hace sentirse vagamente solidarios con otros y esta nueva sensibilidad reverbera, por así decirlo, en su entorno. Familiares, amigos, compañeros de trabajo, todos aprenden a ver con menos prejuicios y más libertad una cuestión tan presente socialmente como rodeada de tópicos. 
En paralelo, las expresiones de frustración y temor al futuro se repiten en aquellas personas que no logran la inserción laboral. Y normalmente, más que la crítica concreta al programa, los beneficiarios muestran cierto desánimo ante el sistema de inserción en general: “Te enseñan a hacer el currículum, que está bien, que para la persona que empieza en su mundo laboral, de lujo, pero ¿más de lo mismo?... Yo lo que necesito es un trabajo.”

Sin embargo, el programa no deja de tener efectos por el hecho de no lograr el objetivo de un contrato. Ya veíamos que hay un grupo muy importante de personas, que coinciden con el perfil definido como “Mi gran dificultad” que han de enfrentarse a más obstáculos. Son los y las principales usuarias del dispositivo que se ha puesto en marcha, cada uno de cuyos pasos cuenta con efectos específicos desde la visión de sus usuarios. Estos pasos se muestran en los apartados siguientes. 
4.5.1. Activación frente al desánimo
En primer lugar, el programa se ocupa de mantener a la persona activa, lo que no es fácil. Así, se vive la tensión entre mantener su actividad y no generar frustración, ya que en el programa no existe “límite de permanencia”. Las personas pueden estar mucho tiempo en él y se les presenta como candidatos cuando es posible, pero a menudo no son elegidos. Al mismo tiempo, les va ofreciendo formación u otras acciones, intentando mantener la motivación para el empleo. No parece existir una solución obvia para este dilema básico de un programa de inserción que no selecciona a sus beneficiarios y que trabaja con perfiles difíciles de emplear.
4.5.2. Capital social frente al aislamiento

Además, el programa sustituye a las redes personales cuando estas faltan. Los programas de empleo son “capital social público”. En el mejor de los casos, hacen lo que hacen las redes personales en relación con el empleo: dar confianza al empresario y abaratar el proceso de reclutamiento y selección. Cuando el alejamiento del mundo del trabajo es grande y la persona no encuentra empleo, la relación con el programa se va volviendo intensa, lo que puede generar efectos personales beneficiosos (compañía, conciencia de colectivo, apoyo moral, etc.), pero también riesgos, como la dependencia, el rencor, el estigma, etc.

4.5.3. Motivación contra el complejo

El programa y sus técnicos y técnicas luchan contra el complejo o la actitud negativa de los beneficiarios. El gran riesgo aquí es acabar culpando a la persona que “no se deja ayudar”. Al trabajar individualmente problemas estructurales es fácil perder de vista que la persona no es completamente responsable de su situación, ni el técnico o técnica puede cambiar la realidad. Sin embargo, ayudar a una persona a comprender su situación y actuar con realismo es ya un enorme paso. 
4.5.4. Orientación frente a la ilegibilidad del mercado de trabajo

La orientación no es tan clara en el caso del perfil “Mi gran dificultad”. La base de la orientación y del itinerario es la “identidad laboral” del beneficiario; una identidad hecha de experiencias y conocimientos que permite que las personas sepan, aún sin expresarlo, hacia dónde pueden y quieren ir. El programa es experto en observar o desvelar esa identidad y orientar a la persona allí donde existen empleos que responden a ese perfil. 

4.5.5. Formación para compensar la falta de cualificación

Un elemento básico de la identidad frente al mercado de trabajo es la formación o las cualificaciones. El programa dispone de recursos formativos que ofrece a los beneficiarios para ir completando su perfil profesional. Pero para que esa formación incida en la obtención de un empleo, ha de estar en relación con la experiencia laboral: cuando se ha sustituido la cualificación por una larga experiencia laboral, es más fácil encontrar trabajo, aunque sea en puestos de baja cualificación; pero cuando la formación, reglada u ocupacional, está separada de la experiencia práctica, las posibilidades de encontrar empleo disminuyen. No queremos decir que la formación no tenga valor. El problema es que, en combinación con una orientación generalista, la formación que se imparte no permite, por sí sola, abrir las puertas del empleo.

4.5.6. Intermediación y sensibilización contra el prejuicio

El programa posee un efecto de atracción de puestos de trabajo que son útiles sobre todo para las personas que están más cerca del mercado de trabajo. Cuando la persona tiene una discapacidad severa, o sobre todo, cuando su discapacidad “provoca sospechas”, como sucede con la enfermedad mental, la intelectual y algunas enfermedades crónicas, la intermediación tiene menos éxito. Por tanto, cabe preguntarse si estas personas, o algunas de ellas, no deberían estar en empleos más “protegidos” y no nos referimos sólo a los centros especiales de empleo o al empleo en otras entidades del tercer sector. Habría que explorar o ampliar otras oportunidades de empleo, como el empleo público donde existe aún un importante potencial de contratación de personas con discapacidad
 el empleo a tiempo parcial, que tampoco es explotado en España como una forma de inclusión de personas que necesitan mucha flexibilidad o cuyo estado precisa un horario más corto o el empleo con apoyo, una fórmula muy intensiva de asistencia a la persona en el puesto de trabajo, durante un periodo variable de tiempo y que merecería ser explorada para algunos perfiles. 

Por lo tanto, los efectos que logra el programa sobre los beneficiarios son de dos tipos: son efectos directos cuando consigue contratos. Pueden medirse con facilidad y el resto de efectos personales y sociales deriva del empleo (desde la independencia económica a la mejora de la salud y la autoestima). Pero existen efectos indirectos que no pueden despreciarse. El programa se convierte en el segundo caso en una especie de sustitución del mundo laboral al que no se puede acceder. Las personas encuentran en éste algunas de las virtudes que esperan del trabajo: estructuración del tiempo, sentido y orientación de las acciones, redes personales, compañía, etc. Faltan los elementos básicos, claro está: el salario y la aplicación social de una capacidad o saber, por hablar sólo de lo más básico. 
En este segundo caso, los efectos no aparecen en los indicadores de éxito. No obstante, se está haciendo un esfuerzo por sostener y orientar la inclusión social de las personas (aunque no siempre se logre la inserción laboral). De hecho, algunas de las funciones de programa podrían ser reforzadas deliberadamente para favorecer los efectos “indirectos”. Por ejemplo, aumentar el carácter de red social del programa, manteniendo a través de las nuevas tecnologías una comunicación más constante entre y con los beneficiarios; o bien incluir en todas las acciones una especial atención a las ideas e iniciativas que puedan surgir en relación con el autoempleo, para aprovechar las oportunidades. 
Po otra parte, los efectos del programa no se detienen en los beneficiarios. El empleo de personas con discapacidad transforma su entorno inmediato, afecta al mundo del empleo, empresas y empresariados, compañeros/as, e influye finalmente en la sociedad en general. 
La familia, por ejemplo, actúa como una caja de resonancia, que transmite y a veces exagera la ansiedad que provoca la falta de empleo y la gratitud cuando se obtiene. Los familiares de una persona con discapacidad temen por su bienestar y por su futuro, y ven el empleo como la solución: la salud mejora, la economía, las relaciones de la familia. Todo el entorno personal está de acuerdo en ello. 

De esta manera la tensión entre las dos vidas del programa -inserción laboral y recurso de apoyo psicosocial (aunque esta segunda vida sea implícita y negada)- se expresa a través del entorno personal de los beneficiarios. No creemos que “limpiar” más el programa de su carácter “benefactor”, es decir hacerlo más “profesional” y menos “social”, sea una solución. Como se dijo más arriba la identidad laboral y la personal se han mezclado tanto que desligarlas artificialmente sólo llevaría a crear programas más fríos pero no más eficaces. Por el contrario, hay que asumir esa tensión y replantearla a un nivel más político, lo que tiene que ver con la prioridad social del trabajo y con el desprestigio de toda actividad no remunerada. 
Y los técnicos y técnicas acaban padeciendo esta doble exigencia y se escudan en una “profesionalidad” capaz de protegerlos de la enorme carga emocional de su trabajo. Los técnicos/as de empleo y en general el sector profesional de la discapacidad tienden a opinar que las familias dificultan a veces la inserción laboral por su sobreprotección, o al contrario por la generación de expectativas poco realistas en los beneficiarios. Pero el peso que soportan las familias es grande, como lo es su compromiso y, con mayor o menor habilidad, en general lo que desean es la independencia de sus parientes.

El otro círculo donde se observan los efectos del programa son las empresas. Todas las entrevistadas se muestran satisfechas de los servicios del programa en general. Consideran que como servicio experto en recursos humanos funciona bien, aunque tiene algunas limitaciones, por ejemplo a la hora de encontrar determinados perfiles. Sus críticas hacen referencia a la falta de especialización del programa en ciertas profesiones, pero también agradecen su capacidad para manejar un volumen importante de personas y para prestar apoyo a la empresa en caso de dudas o problemas. 
En cuanto a sus efectos en el seno de la empresa, se refieren dos tipos:

· Efectos en la producción, donde consideran que en general las personas con discapacidad logran objetivos similares a otros trabajadores, siempre que estén en el lugar adecuado y se respete su adaptación. Y esto sucede tanto cuando hablan empresarios de centros especiales, como cuando lo hacen empresarios ordinarios. 

· Efectos en el clima laboral, pues en general consideran que las personas con discapacidad ponen un plus de ilusión en el trabajo y ayudan a cambiar la mentalidad de los demás trabajadores. En este sentido, la mayor labor de los responsables de recursos humanos consiste en lograr que los clientes y los compañeros lo acepten.
Además, se produce un inestimable efecto social, pues todos los que trabajan con una persona con una discapacidad, o simplemente la ven en un puesto de trabajo, modifican en alguna medida sus prejuicios.
5. La Discapacidad en el debate sobre las Políticas de Empleo Activas y Pasivas

A lo largo del documento hemos visto cómo uno de los principales problemas de inclusión social de la población con discapacidad en España es la baja tasa de actividad. De su mano siguen la dependencia, la poca visibilidad pública y el riesgo de pobreza. Hemos conocido las dimensiones de la inactividad y sus intrincadas conexiones: la relación entre la baja inclusión escolar o educativa (el fracaso escolar, el abandono temprano) y la poca activación; el papel de las familias y la cultura del cuidado, la influencia de las pensiones que permiten vivir o sobrevivir sin trabajar, etc. 
Dos cuestiones parecen de especial interés para el análisis, pues afectan especialmente a la estrategia de empleo de la Fundación ONCE: lo que algunos expertos llaman “la trampa” de las pensiones, es decir su carácter desincentivador del empleo y la naturaleza y oportunidades del mercado de trabajo y la percepción social del mismo. En realidad es en la relación entre ambas esferas –empleo y prestaciones- donde está la clave, compleja y cambiante, de esta cuestión. En palabras de un experto: “el objetivo de la activación debería llevar a repensar toda la estructura de las políticas de empleo, las activas, las pasivas y la relación entre ambas”
. 
La activación tiene que ver, obviamente, con el empleo. Entre las personas inactivas hay algunas que no cobran ninguna pensión o sólo reciben una muy baja. Sin embargo no perciben oportunidades de empleo: son los “desanimados”. Podemos suponer que es una situación más frecuente en personas más mayores o que están muy alejadas del mercado de trabajo (amas de casa, por ejemplo). Pero incluso entre los que tienen alguna oportunidad de trabajar, el mercado de trabajo es percibido como excluyente, precario y con bajos salarios. Si estas personas pueden percibir alguna prestación económica, no se arriesgarán a perderla, por poco que sea.
Pero la activación también tiene que ver con la naturaleza, cuantía y condiciones de cobro de las pensiones, de manera que la forma en que éstas se definen y administran afectará a las tasas de actividad del colectivo. Incluso la imagen de las prestaciones afectará a esta relación. 
Este tema desborda la evaluación del valor añadido comunitario, pero se ha considerado importante incluirlo pues está detrás de todos los debates sobre el futuro del colectivo. Otra razón para su interés es que la relación entre políticas pasivas y activas es un tema no sólo actual, sino una clave del modelo social europeo. La razón es que, para toda la población, el tiempo de trabajo ha dejado de ser estable y lineal para volverse fragmentario, con cambios y transiciones y una enorme diversidad de los itinerarios vitales y profesionales. 
Las personas con discapacidad son, en este sentido, un colectivo que puede representar al conjunto: los avatares de la vida, las interferencias entre lo personal y lo laboral, las condiciones de acceso a la empresa y al empleo, las discriminaciones, todo ello es sufrido por toda la población en mayor o menor medida. De esta manera, los temas que afectan a su bienestar afectan a la sociedad en su conjunto: muchos aspectos que pueden sintetizarse en el término “flexiguridad” pueden ser puestos a prueba mejorando la situación de las personas con discapacidad y creando sistemas de seguridad social más modernos y mercados de trabajo más inclusivos
.

5.1. Descripción de las pensiones en España y algunas de sus cifras
Si existe algo parecido a una trampa de las pensiones, será porque estas abarcan a un volumen importante de la población con discapacidad, porque son incompatibles con el empleo y porque sus cuantías permiten vivir sin trabajar. Así que nos ha parecido útil describir de forma sintética la situación legal de las principales pensiones por discapacidad en España, su compatibilidad con el trabajo y sus condiciones básicas de entrada. 
Sin embargo, hay que decir que la información incluida en la Tabla de la siguiente página representa la norma, pero en realidad existe una mayor flexibilidad en su aplicación de lo que se muestra. De hecho se han producido en los últimos años varias sentencias de los tribunales que han apreciado la compatibilidad de la pensión de incapacidad por gran invalidez y absoluta con el trabajo remunerado, en ciertas condiciones. Una de las más recientes rebate la interpretación restrictiva antes en curso, valora el efecto desmotivador “que la incompatibilidad entre el trabajo y la pensión tendría sobre la reinserción social y laboral de la persona”, al privarla de estímulo económico, y tiene en cuenta los cambios tecnológicos y en el empleo para defender esta interpretación
. Es importante destacar esta jurisprudencia, pues expresa un cambio en la concepción de la relación entre actividad y pensiones, lo que afecta especialmente al tema que se discute en este capítulo.

5.1.1. Distribución de las pensiones asociadas a la discapacidad

En cuanto al volumen de personas que percibe una pensión asociada a la discapacidad, en la Tabla 26 pueden verse los datos principales. Se observa un ligero y constante aumento tanto del número de personas que perciben una pensión -desde el año 2002-, como de su cuantía media anual –en todo el periodo-. El tipo más frecuente de pensión es la correspondiente a la incapacidad permanente total que, como hemos visto, es compatible con el trabajo, incluso en la misma empresa, pero no en el mismo puesto. Le sigue la incapacidad permanente absoluta que inhabilita al trabajador para toda profesión u oficio, siendo por lo tanto en principio incompatible con el empleo, como la gran invalidez, con los matices expuestos más arriba.

Unas 200.000 personas perciben pensiones no contributivas y muestran una tendencia ligeramente descendente desde el año 1997. Para el año 2008, la cuantía media anual era de 4.598 € para la pensión íntegra y 1.149 para la mínima, según datos del IMSERSO. Desde la reforma de 2005 las pensiones no contributivas de invalidez son compatibles con el trabajo remunerado durante los cuatro años siguientes al inicio de la actividad y siempre que no se supere un límite de renta. Sin embargo, no tenemos datos sobre el uso de esta compatibilidad.

Volviendo a las pensiones contributivas, se ha distinguido la distribución interna por sexos. La comparación entre hombres y mujeres muestra que los hombres perciben en mayor medida pensiones de invalidez, aunque esta proporción ha ido descendiendo desde 2001, a ritmo lento. La evolución de la cuantía de la pensión es precisamente de signo contrario. Se ha comparado la diferencia en euros de los importes medios para hombres y mujeres, tomando como base el importe medio del conjunto. El resultado es que las mujeres perciben cuantías inferiores, pero además ese diferencial tiende a aumentar, fruto de la mayor precariedad y de los bajos salarios de las mujeres en el mercado de trabajo español. La protección, por lo tanto, no es igualitaria en relación con el sexo.
Por edades, las pensiones se concentran en el tramo de edad entre 45 y 65 años, aumentando la proporción cada año, lo que parece lógico por la asociación entre discapacidad y edad, desapareciendo después al convertirse en pensiones de jubilación. 
	SITUACIONES DE INCAPACIDAD LABORAL. ÁMBITO ESTATAL

	Concepto
	Descripción
	Grados de discapacidad
	Requisitos/Cuantía
	Compatibilidad con el empleo

	PENSIONES CONTRIBUTIVAS

	Son prestaciones económicas y de duración indefinida, aunque no siempre, cuya concesión está generalmente supeditada a una previa relación jurídica con la Seguridad Social (acreditación de un periodo mínimo de cotización en determinados casos, siempre que se cumplan los demás requisitos exigidos). Para su concesión, se tiene en cuenta el menoscabo funcional vinculado a la capacitación de la profesión que está desempeñando la persona (es diferente del grado de discapacidad reconocido). Todas estas prestaciones están supeditadas a revisión efectuada por el INSS y se realizan cada dos años, aunque este período puede ser inferior siempre que lo solicite la persona interesada o lo considere oportuno el INSS.

	INCAPACIDAD PERMANENTE


	Dependiendo del grado de incapacidad, se exigen unos requisitos generales y de cotización. Si la incapacidad deriva de accidente sea o no de trabajo o de enfermedad profesional no se exigen cotizaciones previas, pero sí que esté en alta en la Seguridad Social.
	PARCIAL. Es aquélla que, sin alcanzar el grado de total, ocasiona al trabajador una disminución no inferior al 33% en su rendimiento normal para la profesión habitual, sin impedirle la realización de las tareas fundamentales de la misma.
	La prestación consiste en una indemnización a tanto alzado. La cuantía es igual a 24 mensualidades de la base reguladora que sirvió para el cálculo del subsidio de incapacidad temporal del que se deriva la incapacidad permanente.
	SÍ. Es compatible con el desarrollo de cualquier actividad laboral, tanto por cuenta ajena como por cuenta propia. También es compatible con el mantenimiento del trabajo que se viniera desarrollando.

	
	
	TOTAL. Es aquella que inhabilita al trabajador para desarrollar su profesión habitual pero puede desarrollar otra distinta.
	La cuantía de la pensión se obtiene de aplicar el porcentaje a la base reguladora correspondiente (de forma general se aplica un 55%), siendo ésta diferente según que la contingencia causante de la incapacidad sea una enfermedad común, un accidente no laboral, o un accidente de trabajo o enfermedad profesional.

Dicho porcentaje puede incrementarse en un 20% más para los mayores de 55 años (incapacidad permanente total cualificada) cuando, por su falta de preparación general o especializada y circunstancias sociales y laborales del lugar de residencia, se presuma la dificultad de obtener empleo en actividad distinta de la habitual.
	SI. Es compatible con la realización de cualquier trabajo por cuenta ajena o propia en la misma empresa o en otra distinta, si bien el pensionista debe comunicar a la Entidad gestora dicha circunstancia. Si se realizan trabajos susceptibles de inclusión en algún régimen de Seguridad Social, existe obligación de cursar la correspondiente alta y cotizar.

NO. Es incompatible con el desempeño del mismo puesto en la empresa.

	
	
	ABSOLUTA. La que inhabilita por completo al trabajador para toda profesión u oficio.
	La cuantía es el 100% de la base reguladora. En determinados supuestos se podrá aplicar un incremento de hasta un 50% más. 
	NO. En principio, es incompatible con el desempeño de una actividad laboral. Esta situación es reversible, siempre que se capacite al trabajador para ello.

	
	
	GRAN INVALIDEZ: La situación del trabajador afecto de incapacidad permanente y que, por consecuencia de pérdidas anatómicas o funcionales, necesite la asistencia de otra persona para los actos más esenciales de la vida, tales como vestirse, desplazarse, comer o análogos.
	La cuantía es el 100% de la base reguladora, con la opción de ser incrementado en un 50% destinado a remunerar a la persona que atienda a la persona con discapacidad. 
	NO. En principio, es incompatible con el desempeño de una actividad laboral. Esta situación es reversible, siempre que se capacite al trabajador para ello y en los casos en los que se considere oportuno, se podrá conservar el complemento de gran invalidez.


	SITUACIONES DE INCAPACIDAD LABORAL. ÁMBITO ESTATAL

	Concepto
	Descripción
	Grados de discapacidad
	Requisitos/Cuantía
	Compatibilidad con el empleo

	PENSIONES NO CONTRIBUTIVAS

	Son prestaciones económicas que se reconocen a aquellas personas que, encontrándose en situación de necesidad protegible, carezcan de recursos suficientes para su subsistencia en los términos legalmente establecidos, aún cuando no hayan cotizado nunca o el tiempo suficiente para alcanzar las prestaciones del nivel contributivo. Para su concesión, se tiene en cuenta el grado de discapacidad, además de otros factores sociales.

La gestión de estas prestaciones está atribuida a los órganos competentes de cada Comunidad Autónoma y a las Direcciones Provinciales del IMSERSO en las ciudades de Ceuta y Melilla.

	PENSIÓN NO CONTRIBUTIVA DE INVALIDEZ (PNC)
	Pensión imprescriptible, vitalicia y de cuantía fija que se establecerá en la Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio. Existe un complemento del 50% para aquellos solicitantes que acrediten un grado de discapacidad igual o superior al 75% y necesidad del concurso de otra persona para realizar actos esenciales de la vida.
	
	Requisitos:

· Existe carencia cuando las rentas o ingresos de que se disponga, en cómputo anual para 2008, sean inferiores a 4.598,16 € anuales.

· Tener entre 18 y 65 años.

· Residir en territorio español y haberlo hecho durante un periodo de 5 años, de los cuáles 2 han de ser consecutivos e inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud.

· Grado de minusvalía mayor de 65%.
	De conformidad con la Ley 8/2005, de 6 de junio, para compatibilizar las pensiones de invalidez en su modalidad no contributiva con el trabajo remunerado, en el caso de personas que con anterioridad al inicio de una actividad lucrativa vinieran percibiendo PNC de Invalidez, durante los cuatro años siguientes al inicio de la actividad, la suma de la cuantía de la pensión de invalidez y de los ingresos obtenidos por la actividad desarrollada no podrán ser superiores, en cómputo anual, al importe, también en cómputo anual, del Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) vigente en cada momento. En caso de exceder de dicha cuantía, se minorará el importe de la pensión en el 50 por 100 del exceso sin que, en ningún caso, la suma de la pensión y de los ingresos pueda superar 1,5 veces el IPREM.


Tabla 26.Distribución de las pensiones de incapacidad del sistema de seguridad social según el número de beneficiarios (en miles) y el importe mensual medio
	Años (media anual)
	Total Nº personas
	Cuantía Media
Ponderada
	Gran invalidez
	Incapacidad permanente absoluta
	Incapacidad permanente total
	Incapacidad permanente parcial

	
	
	
	Nº
	Cuantía
	Nº
	Cuantía
	Nº
	Cuantía
	Nº
	Cuantía

	1999
	798,0
	508,7
	23,1
	998,8
	360,2
	592,6
	410,4
	411,7
	4,3
	107,2

	2000
	792,6
	536,4
	23,9
	1.048,4
	353,7
	627,2
	411,1
	432,4
	3,8
	110,6

	2001
	788,6
	571,2
	24,7
	1.110,8
	349,3
	670,2
	411,2
	458,3
	3,3
	115,4

	2002
	787,4
	599,5
	25,4
	1.160,9
	345,9
	707,0
	413,1
	478,2
	2,9
	118,9

	2003
	796,7
	634,7
	26,4
	1.229,4
	346,7
	752,2
	421,0
	503,7
	2,5
	123,7

	2004
	815,1
	665,1
	27,8
	1.285,9
	351,6
	792,1
	433,4
	524,9
	2,2
	127,7

	2005
	832,8
	700.0
	28,8
	1.353,4
	357,9
	834,0
	444,2
	552,2
	1,9
	131,5

	2006
	859,8
	731,5
	29,6
	1.418,7
	369,7
	869,3
	458,8
	578,2
	1,6
	136,1

	2007
	888,8
	760,7
	30,8
	1.478,1
	378,0
	909,2
	480,0
	597,8
	---
	---

	2008
	906,8
	801,5
	31,6
	1.562,3
	381,9
	881,7
	493,2
	627,6
	---
	---

	2009
	920,9
	831,5
	32,2
	1.621,2
	384,5
	1.000,7
	504,2
	652,0
	---
	---


Fuente: Ministerio de Trabajo. Anuario del mercado de trabajo de 1998-2009.
	 Gráfico 15 . Distribución por sexo entre la población pensionista de incapacidad permanente
	Gráfico 16. Diferencia del importe medio por sexo entre pensionistas de incapacidad permanente.
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	Fuente: Ministerio de Trabajo. Anuario del mercado de trabajo de 2001, 2005 y 2009.
	Fuente: Ministerio de Trabajo. Anuario del mercado de trabajo de 2001, 2005 y 2009


Cuando hablamos de efecto desincentivador de las pensiones hay que tener muy en cuenta la cobertura; es decir cuántas personas tienen efectivamente una pensión y pueden, a partir de ahí, decidir si trabajan o no y cuántas carecen de esta protección. Según un reciente estudio
, dicha tasa es del 29% para las personas con discapacidad moderada y 46,5 %en caso de personas con discapacidad severa. Estos datos incluyen toda clase de pensiones, siendo la mayor parte por invalidez y enfermedad.

5.1.2. Actividad y pensiones en España

La primera condición que permite que pueda hablarse de “trampa de las pensiones” se cumple: la cobertura en protección de las personas con discapacidad es amplia aunque las cuantías varían mucho y en el caso de las no contributivas no permiten vivir. La segunda condición, la incompatibilidad con el empleo, no se cumple, o solo en parte, puesto que la pensión más extendida, la pensión por incapacidad total, es compatible mientras no sea en el mismo puesto de trabajo. Habría que preguntarse si las personas aprovechan la posibilidad de trabajar a la vez que perciben una pensión y si este factor está actuando sobre la actividad.
La mayor parte de estudios realizados sobre la materia llegan a conclusiones similares. En términos de actividad, existe un gran efecto negativo de la discapacidad en interacción con la percepción de algún tipo de pensión. Las pensiones pueden desanimar, pero sólo porque se perciben como incompatibles (aunque legalmente no lo sean), porque no hay o no se ven oportunidades de tener un empleo acorde con la discapacidad, o porque las condiciones del mercado de trabajo son tales que el cálculo económico desaconseja trabajar. Hay que tener en cuenta que trabajar es costoso, que tiene costes de oportunidad altos (al desplazar otras actividades, como el cuidado y autocuidado, por ejemplo) y que las personas con discapacidad necesitan muy a menudo más tiempo para todo (a veces para desplazarse, a veces para aprender, etc.). De ahí que los estudios sobre prestaciones en diferentes países muestren un flujo de salida del sistema de prestaciones al sistema laboral muy bajo, un 1% en Austria, Alemania o Suecia, un 3% en Holanda y un 5% en Inglaterra
. 

En cuanto a la proporción de personas que trabajan aunque perciban una pensión, la situación parece haber cambiado desde finales de la década de los 90, donde las investigaciones proporcionaban unos datos muy bajos de perceptores de pensión contributiva que se encontraban trabajando o buscando empleo (sólo un 9%, normalmente perceptores de una pensión de incapacidad total o parcial)
. Una serie de estudios más reciente muestran otros datos.
Por ejemplo, Begoña Cueto
, partiendo de una muestra amplia de vidas laborales, identificó que un 31% había trabajado mientras recibía una prestación contributiva, y el 15% estaba trabajando en 2007. La proporción más alta de trabajadores en ese año se daba en aquellos que percibían una pensión por incapacidad total, el 24%. La misma autora y otros expertos siguen indagando en esa compatibilidad: en 2007, alrededor del 30% de los hombres con incapacidad permanente total y el 11% de las mujeres trabajaban a la vez que cobraban la pensión. Hasta un 40% había trabajado en algún momento. Según estos autores, las variables que influyen en la decisión de trabajar son las siguientes:

· El tipo de pensión, siendo la Incapacidad Permanente Total la más relacionada con el empleo, lo que es lógico puesto que es la prestación diseñada con este fin. 

· La cuantía y los años trabajados (normalmente unidos): a más años trabajados, menos posibilidades de estar trabajando. La pensión con cuantía más elevada parece desincentivar la participación en el mercado de trabajo.

· El sexo, siendo muchos más los varones los que hacían compatibles empleo y pensión.

· La edad: los más jóvenes son los más activos. Por debajo de cincuenta años, se tiene el doble de probabilidades de simultanear pensión y empleo. 
· Influye también el nivel de cualificación del último trabajo, pues es más probable que trabajen personas cuyo nivel profesional amplía sus posibilidades y probablemente su salario. 

Por lo tanto, parece que existe un potencial de actividad en personas perceptoras de pensiones. Los autores de uno de los estudios citados la estiman de este modo: “existen alrededor de 480.000 personas inactivas con discapacidad que perciben prestaciones de invalidez, una parte de las cuales son potencialmente empleables bajo determinadas condiciones de apoyo de políticas activas y formas adecuadas de transición hacia el empleo y de combinación flexible de trabajo remunerado y percepción de prestaciones sociales.”

Para orientar el esfuerzo hay que considerar la edad como un elemento básico: centrar los esfuerzos en el grupo más joven. Así lo recomienda Miguel Ángel Malo: “los datos también nos han mostrado la existencia de dos grupos bien distintos […]: unos próximos a la edad de jubilación y otros mucho más jóvenes. Las políticas de activación deberían ir dirigidas al segundo colectivo, mientras que para los primeros debería diseñarse una política que fuera coherente con las políticas existentes de jubilación…”
 Esta recomendación no debe llevarse al extremo de dejar fuera a los mayores de 45 años, sobre todo considerando que las personas entre 45 y 55 años son casi el 30% de las personas con discapacidad. De hecho, estos trabajadores tienen muchas veces una larga experiencia laboral, y pueden, con las adaptaciones necesarias, alargar su vida laboral o reiniciarla, sin que se pierda su conocimiento ni se conviertan prematuramente en inactivos.

Al mismo tiempo, la vida laboral de las personas con discapacidad no puede alargarse tanto, en determinadas ocasiones, como la de las personas sin discapacidad. Así lo ha entendido el gobierno al permitir la jubilación anticipada a los 58 años de los trabajadores con discapacidad de grado igual o superior a 45%
. Al revés de lo que puede parecer, esta medida no es contradictoria con lo que se viene diciendo. De hecho, es necesario hacer compatibles varias necesidades: animar a que las personas trabajen, sobre todo si son jóvenes, pero también más allá de los 45 años; reforzar la seguridad económica de aquellas que no pueden trabajar y garantizar que las que lo hagan puedan jubilarse con anterioridad al resto de los trabajadores, dados sus problemas mayores de salud. 
5.2. Políticas activas versus pasivas: un debate internacional

La preocupación por las tasas de actividad y por la ocupación de las personas con discapacidad es un tema comunitario e internacional. La OCDE tiene desde hace una década una línea de estudios
 sobre el tema, que resulta de gran interés para situar el análisis español en el contexto de la discusión y las reformas que tienen lugar en otros países. La preocupación inicial se debe a una realidad estadística: la población activa de personas con discapacidad prácticamente no ha aumentado en los últimos años y en algunos países las tasas han empeorado. El giro parece coincidir con el aumento de las pensiones por discapacidad. Además, como decíamos en otro lugar, la pensión por discapacidad es una vía sin retorno. Las personas vuelven a trabajar en un número muy pequeño de casos (un 2% como media). 

El estancamiento o descenso de las tasas de actividad es claramente un problema para la economía y para el equilibrio presupuestario de los Estados, pero también lo es para las personas con discapacidad: la “cultura de la prestación” crea diferentes caminos de exclusión y lleva a una mayor pobreza relativa del colectivo. Es más, numerosos estudios demuestran que la actividad laboral mejora la salud de las personas, sobre todo la mental. 

El gasto en pensiones de este tipo asciende a un 2% del PIB de media en los países de la OCDE, alcanzando el 5% en algunos países nórdicos. Alrededor de un 6% de la población en edad de trabajar depende de estos ingresos, doblándose esta proporción en los citados países. En España, como se observa en la siguiente Tabla, el gasto en prestaciones de invalidez es un 7% del total del gasto en protección social y representa un 1,59% del PIB.

Tabla 27. Gasto en protección social en España a precios corrientes, peso relativo y peso en el PIB.

	 
	2000
	2008
	Peso relativo 2008
	% del PIB 2008

	Gasto en prestaciones
	117.568.834
	241.522.646
	97,7%

	22,20%

	Enfermedad-Atención sanitaria
	33.983.965
	74.445.105
	30,1%
	6,84%

	Invalidez
	9.220.319
	17.293.071
	7,0%
	1,59%

	Vejez
	49.817.352
	74.160.195
	30,0%
	6,82%

	Supervivencia
	5.001.064
	21.466.237
	8,7%
	1,97%

	Familia-Hijos
	2.593.031
	16.324.156
	6,6%
	1,50%

	Desempleo
	14.887.112
	32.743.451
	13,2%
	3,01%

	Vivienda
	1.307.135
	2.083.028
	0,8%
	0,19%

	Exclusión social
	758.850
	3.007.404
	1,2%
	0,28%


Fuente: Ministerio de Trabajo (2000). La discapacidad en cifras. Ministerio de Trabajo. Anuario del mercado de Trabajo de 2004 y 2008. INE: Contabilidad nacional (2008)

En palabras de los expertos de la UE, estaríamos ante “pensiones que impiden trabajar y trabajos que no permiten vivir”
. La OCDE detalla más estos procesos, lo que parece necesario si se quiere realmente comprender qué sucede y “animar” a las personas al empleo. 

En primer lugar, los estudios atribuyen el aumento de las demandas de pensiones a los cambios en el mundo del trabajo: la desaparición progresiva de determinados empleos “relajados” y las presiones crecientes hacia la productividad de los trabajadores. En combinación con este proceso, no se invierte -ni por parte de la empresa ni de la administración- para mantener en el empleo a personas con “capacidad parcial” para trabajar. Existe una cultura de todo o nada: o se responde completamente a las exigencias del puesto tal como está definido o se sale del todo del mercado, en lugar de negociarse adaptaciones, cambios de horarios, de puestos o de la organización del trabajo, según los casos.

Frente a las soluciones organizativas, sindicales o colectivas, crece una cultura que la OCDE define como “medicalización de los problemas laborales”. El conflicto laboral, el estrés, los dilemas organizativos, etc. se resuelven dejando fuera a personas capaces de trabajar. Esto se da en muchos casos de enfermedades, tanto mentales como osteomusculares, que son también las causas de discapacidad que más aumentan. Concretamente las peticiones de incapacidad asociadas a enfermedades mentales son un tercio del total y se han duplicado en los últimos diez años. Esta tendencia es más preocupante porque afecta a personas más jóvenes y con más años por delante, siendo la causa de discapacidad más frecuente en el grupo de edad de entre 20 y 34 años. 
A estos motivos hay que añadir otros directamente asociados con las pensiones. La “trampa de las pensiones” se vuelve completa cuando los sistemas son incompatibles con el empleo remunerado, e irreversibles. Los estudios de la OCDE observan en ciertos países un trasvase de las prestaciones por desempleo a las pensiones asociadas a la discapacidad. Es posible que en países con mayores tasas de actividad de las personas con discapacidad se produzca esta oscilación y trasvase entre prestaciones: normalmente las prestaciones por discapacidad son más elevadas y más estables que las que se obtienen por desempleo y socialmente está mejor visto ser pensionista por invalidez que parado de larga duración. No parecer ser el caso de España, donde ambas prestaciones no son comparables ni en condiciones de acceso ni en cuantía ni en duración. Las razones del aumento de las pensiones (muy moderado comparado con otros países de Europa) está más cerca de la tradicional falta de actividad del colectivo y de las condiciones del mercado de trabajo. 

Sea cual sea la diferencia de nuestro país con los términos del debate europeo, es interesante recoger algunas de las ideas que plantean las personas expertas de la OCDE para evitar esa “trampa” y lograr el equilibrio entre dos fines que no deberían ser excluyentes: asegurar una renta digna para las personas que no pueden trabajar y, al mismo tiempo, establecer apoyos e incentivos para aquellos trabajadores que pueden y quieren trabajar. En este sentido hay tres grandes líneas de intervención: la reforma o la modernización de los sistemas de protección social; la prevención de la salida del mercado de trabajo y la mejora de las políticas activas de empleo.

5.2.1. La reforma de los sistemas de seguros o pensiones. 

Muchos países de la OCDE se han planteado estos problemas en los últimos años, lo que les ha llevado a realizar reformas en los sistemas de protección social, con importantes diferencias, pero con un enfoque común: que las personas tengan incentivos para buscar empleo en lugar de abandonar el mercado y limitarse a cobrar una pensión. Resumimos algunos ejemplos de estos cambios:

· En 2002 se reformó la legislación en Luxemburgo de tal forma que sólo una incapacidad demostrada y continua permita obtener prestaciones por enfermedad. El resto de las personas son consideradas desempleadas y cobran una prestación por desempleo “compensada” con lo que cobraban cuando era una pensión de invalidez. El objetivo es cambiar la mentalidad de los perceptores e impulsar a trabajar a las personas que pueden hacerlo.
· En Dinamarca, tras un cambio en 2003, la evaluación de la salud de la persona determina lo que es capaz de hacer, no lo que no puede hacer. Existe la figura del flex-job, en que el Estado paga al empleador por la reducción de capacidad de esa persona en el puesto de trabajo, mientras que el trabajador cobra un salario completo. La figura no está exenta de problemas, como cierta estigmatización del trabajador, las limitaciones en su carrera, etc.

· En Holanda, la discapacidad se mide por la pérdida de capacidad económica (earnings capacity) y la prestación está unida a ese cálculo y diseñada para que las personas trabajen y sobre todo para que conserven el puesto de trabajo, mediante adaptaciones que debe realizar el empleador.

Existen otras medidas, algunas que obligan a buscar empleo si se quiere seguir percibiendo la prestación. Los expertos recomiendan que sin llegar a imponer sanciones, se condicione la pensión a un proceso de rehabilitación profesional. Igualmente recomiendan que las prestaciones estén sujetas a revisión. En general, defienden los incentivos frente a las sanciones -incentivos fiscales, entre otros-, para que compense económicamente trabajar. También reconocen que los efectos de las reformas no han sido evaluados, y a veces son demasiado recientes, por lo que se desconoce su incidencia real.
Una conclusión general es que restringir el acceso a las pensiones por discapacidad sin ampliar las oportunidades de empleo no tiene sentido. También es importante que se diseñen las prestaciones para que se puedan volver a percibir si un intento de inclusión laboral fracasa. Esta flexibilidad en la protección es un aspecto básico de las reformas. Y todas esas posibilidades, como la compatibilidad de la pensión y el empleo en España, tienen que ser bien comunicados y gestionados para que la población no se aferre a la pensión como única seguridad. De ahí que sean importantes tanto la prevención de la pérdida del empleo como los sistemas de transición y de inserción laboral eficaces. Los tres sistemas tienen que ser armoniosos y coherentes si quieren tener impacto.

5.2.2. La prevención de la salida del mercado de trabajo

La prevención es quizás la medida más interesante, pero exige una gran coordinación y acuerdo entre actores sociales, incluso un cambio profundo en la visión del trabajo. Se pueden distinguir dos aspectos diferentes. Por una parte, incentivar a los empleadores para lograr entornos de trabajo más amigables y disminuir las enfermedades asociadas a las condiciones de trabajo (que no son sólo las profesionales). La OCDE propone que la administración asesore e incentive a los empresarios y a los sindicatos para prevenir la enfermedad, adaptar los puestos, reorganizar el trabajo teniendo en cuenta la salud general de los trabajadores. Esto debería incluir la enfermedad mental que no sólo es la que más crece, sino la que más depende de las condiciones generales del empleo. 

Por, otra, prevenir que la discapacidad se convierta en inactividad cuando aún se puede intervenir tempranamente. El “camino de la pensión” se inicia a menudo con la baja médica que se va acumulan-do hasta convertirse en una salida del empleo. Este es el momento de hacer los cambios y adaptacio-nes para que el retiro no se vuelva definitivo. Hay que tener en cuenta que la tendencia a buscar una pensión ante cualquier problema de salud (o problema laboral) aumenta: según la OCDE en todos los países hay altos niveles de rechazo de peticiones de prestaciones
. 

Se trata de generalizar el concepto de partial work capacity que permite a personas con discapacidad seguir trabajando. Para lograrlo, es necesaria la preparación y la disposición de los tribunales médicos, los inspectores de trabajo, los empresarios y los sindicatos: todos los participantes deben ser capaces de identificar el problema y plantear soluciones. Para ello, las empresas tienen que ver incentivos o recibir sanciones que impulsen a buscar la reincorporación de la persona al trabajo; de otra manera, la tendencia a dejar que los trabajadores abandonen el mercado y a sustituirlos por otros se mantendrá. Es fundamental que el empresario no lo viva como una imposición o un gasto que haga que no contrate a personas susceptibles de enfermar o de tener una discapacidad. Para ello, la asistencia técnica al empresariado, los apoyos al trabajador y los beneficios de la empresa deben aplicarse de forma cuidadosa y negociada. 

5.2.3. La mejora de las políticas activas de empleo y de los dispositivos de inserción laboral. 

En tercer lugar, las recomendaciones de la OCDE insisten en la necesidad de mejorar los dispositivos de empleo para personas con discapacidad como la tercera columna de una verdadera política de activación. Para ello hay que empezar por dedicar más inversión a las políticas activas. La relación de políticas activas y pasivas sigue estando enormemente desequilibrada: un 95% del gasto se dedica a las prestaciones y solo un 5% a políticas de empleo para personas con discapacidad, salvo en algunos países (los nórdicos y Alemania), donde esta proporción alcanza alrededor del 10% en el año 2005.

Aunque el gasto en políticas activas del mercado de trabajo no ha dejado de aumentar en España
, las medidas dirigidas a personas con discapacidad en el año 2002 supusieron el 0,03 del PIB, la mitad que a los jóvenes (0,06%) y muy por debajo de la parte del gasto que se dedica al empleo subvencionado que es la partida más importante: 0,45%. 

Pero además de invertir en políticas activas y en formación, parece necesario mejorar las intervenciones y reforzar las políticas que mejor funcionan. Algunas de las recomendaciones de los expertos internacionales pueden servir como referencia, aunque su aplicación no siempre es fácil.
La recomendación esencial es que las personas que se encuentran en esta situación tengan los servicios y ayuda que necesitan en la forma y en el momento adecuado. En particular, es generalizada la crítica a la descoordinación de los servicios de empleo y la idea de que carecen de los recursos suficientes o apropiados. Los expertos/as piden mejorar la coordinación entre agencias y entidades, utilizando para ello el modelo que mejor responda a cada caso, que va desde la fusión de agencias antes separadas hasta el intercambio de información, el reparto de tareas, o la financiación transversal de los servicios.

Las políticas de empleo deben elaborar un itinerario claro, con una entrada única dónde se aconseje, diagnostique la capacidad de la persona, y derive al servicio adecuado si hace falta. En el caso de las actuaciones de Fundación ONCE, hemos comprobado cómo algunas de estas ideas y áreas de mejora están presentes en los resultados obtenidos. Las recomendaciones se harán eco de las medidas citadas y de la preocupación internacional, planteando algunas líneas de trabajo que deberán estimarse y probarse en el futuro.

6. Conclusiones: el valor añadido comunitario de las actuaciones

A lo largo de estas páginas, se han presentado los resultados de la evaluación del valor añadido comunitario de las actuaciones de la Fundación ONCE en el marco del Programa Operativo de Lucha contra la Discriminación. Durante diez años y actuando como operadora en dos programaciones del FSE (2000-2006 y 2007-2013), la Fundación ONCE ha planificado y puesto en marcha una serie de acciones para lograr la mejora de la inserción laboral de las personas con discapacidad en España.

El medio para lograr estos fines ha sido un programa de empleo que se ha sustentado en un dispositivo con arraigo nacional, de amplio alcance, dedicado a mejorar la empleabilidad de las personas con discapacidad desempleadas, a intermediar entre los que buscan empleo y el empresariado y a analizar el mercado de trabajo para aumentar la eficacia de la inserción.

Esta evaluación ha buscado entender los resultados del programa, los múltiples factores que actúan sobre ellos y su relación con los procesos de ejecución. De este modo, aunque permita hasta cierto punto rendir cuentas del esfuerzo humano y financiero realizado, pretende ante todo aprender de la experiencia y orientar la intervención en el futuro.

De ahí su singularidad. Ha sido una evaluación voluntaria, de carácter estratégico y con una metodología mixta, aunque fundamentalmente cualitativa, que ha incluido un proceso participativo en el que han participado una representación social de los actores de la discapacidad en España. Con todo ello se pretendía recoger la complejidad del objeto, la multiplicidad de las voces que intervienen en sus resultados y la variedad de perfiles presentes en el programa y de efectos en los que se concretan los resultados. 

Además, y siguiendo las recomendaciones del propio FSE para la evaluación del valor añadido comunitario, ha tratado de poner de relieve –es cierto que con cierta libertad- los efectos por él definidos: los efectos de volumen, es decir la multiplicación de los beneficiarios y de los resultados obtenidos por el programa, los efectos de alcance que hacen referencia al acceso al programa de los grupos con mayores dificultades; los cambios en la formas de trabajar y de gestionar, en el rol de las entidades del tercer sector, en la cooperación y la innovación, que se sintetizan en los llamados efectos de rol y de proceso. Y al mismo tiempo, la evaluación se ha propuesto mostrar esos “efectos” en tres esferas que se influencian mutualmente: los efectos en la organización que gestiona el programa y en las otras que se relacionan con ella en este marco, la influencia de conceptos europeos, como la flexiguridad, en la forma de concebirse la relación entre políticas activas y políticas pasivas y, sobre todo, la influencia en las personas con discapacidad, protagonistas de la acción del programa.
A continuación presentamos una síntesis de las conclusiones más importantes obtenidas por la evaluación, organizadas según las dimensiones del valor añadido comunitario. 
6.1. Adecuación de las actuaciones a los fines del FSE

El valor añadido comunitario es un concepto que se refiere, en primer lugar, a la contribución de las políticas y programas cofinanciados a los fines de la inclusión europea expresados en las normas de los fondos estructurales. Es lo que la Comisión denomina “valor intrínseco” -frente al valor comparativo que intenta comprender qué añaden a las actuaciones nacionales. Hemos visto como el objetivo de mejorar las tasas de actividad y de empleo, incorporando al mercado de trabajo a grupos relegados o excluidos es, de algún modo, el núcleo del Fondo Social Europeo. 
La evaluación permite afirmar que la aplicación del Programa Operativo de Lucha contra la Discrimina-ción por parte de la Fundación ONCE responde de forma clara a estos objetivos y se ajusta a las necesidades del colectivo al que se dirige. La situación de las personas con discapacidad en España exigía en el año 2000, y aún exige, una intervención importante en volumen, duradera, focalizada e intensa. Sus tasas de actividad y de empleo son las más bajas de la Europa de los quince: estaban activos en 1999 sólo el 32% del colectivo, proporción que aumenta hasta el 35,5% en 2008 (frente a un 67% de media en la UE-15). Por lo tanto, y dejando aparte los problemas metodológicos de medición que afectan a estas comparaciones, estamos ante un problema estructural, la clase de problema que las políticas de cohesión europeas combaten. 
Las causas de esta baja actividad son obviamente muy complejas y tienen que ver con la cultura del país -como por ejemplo, la familia como figura cercana y protectora de la persona-, el nivel educativo del colectivo, las condiciones del mercado de trabajo y los sistemas de protección público y familiar. Probablemente se relacionan también con la historia del Estado del bienestar en España, el esfuerzo de los últimos treinta años por mejorar las condiciones de vida de la población, que ha ampliado la cobertura de la protección de las situaciones de invalidez sin invertir el mismo esfuerzo en mejorar la situación laboral y el nivel educativo de las personas discapacitadas. Combatir estas causas exigía un trabajo en varios frentes, haciendo hincapié en lo que había faltado: una política de empleo, que facilitara la entrada de esta población en el mundo laboral y la ayudara a mantenerse en él, hasta llegar a un punto crítico en que pudiera hablarse de un cambio de mentalidad, en las empresas, las familias, las personas con discapacidad, la sociedad en general.

Este es el objetivo del Programa Operativo tal como se concibió en España: una inversión en un proyecto de empleo donde un colectivo tradicionalmente discriminado cuenta con herramientas para la inserción y una acción positiva que compensara con suficiente potencia la inercia del pasado. A cargo de una organización que conociera lo bastante a su público como para luchar contra esa inercia, hacer de puente con el mundo de la empresa y elaborar una estrategia de inserción adaptada a las características del colectivo.

No parece que otra clase de diseño del programa hubiera logrado similares resultados en términos de visibilidad y participación. Los servicios públicos de empleo, por ejemplo, carecían de las redes, experiencia especializada y tiempo necesarios para “ir a buscar” al colectivo, activarlo, y acompañar un proceso largo y complejo. Tampoco es su función principal sensibilizar a la sociedad y a la empresa en este ámbito; la necesidad de trabajar con un foco claro en un grupo y al mismo tiempo influir en las causas de la inactividad era una tarea que debía encomendarse a quien tuviera la legitimidad, conocimiento y la estructura para llevarla a cabo.

6.2. Efectos de volumen y alcance 

La penetración conseguida por el programa gestionado por la Fundación ONCE en su público objetivo ha sido importante. Lo muestra el volumen de beneficiarios, 123.307 hasta 2009, pero más aún la tasa de cobertura, es decir la relación entre los beneficiarios del programa y la población que teóricamente podría ser beneficiaria, a saber, las personas con certificado de discapacidad y potencialmente activas. La tasa de cobertura alcanza el 44,5%, lo que da idea de las dimensiones del programa, relativamente pequeño, en términos presupuestarios generales, pero muy relevantes en lo que se refiere a la atención al colectivo. 

En ausencia de cofinanciación del Fondo Social Europeo se ha estimado que el programa sólo hubiese podido llegar a 44.453 personas, que hubiese supuesto una cobertura del 16%. No cabe duda de que existe un efecto de volumen importante. Pero, en términos de alcance, ¿se ha llegado a todo el colectivo por igual? Los datos muestran que el programa ha hecho un esfuerzo para incluir a las mujeres con discapacidad, cuya cobertura es del 50% y a todas las franjas de edad, con preferencia por el tramo medio, entre 25 y 45 años, pero sin dejar de lado a jóvenes y a mayores de 45. 
Por otra parte, el programa ha sido realmente universalista en el acceso, lo que se demuestra por la alta proporción entre sus beneficiarios de los rasgos a los que suelen acompañar las mayores dificultades para la inserción. A título de ejemplo: 
· Las personas con estudios primarios (un 77% de los beneficiarios).

· Las personas con discapacidad congénita (que son casi un 30% del total de beneficiarios cuando representan un 16% de la población).

· Las personas con todos los tipos de discapacidad, aunque la discapacidad física representa la mitad de los beneficiarios, las discapacidades psíquicas un tercio y el resto son personas con discapacidades sensoriales o mixtas. 

· Las personas con discapacidad moderada (un 62%), pero también severa: un 37% de los beneficiarios.

Este acceso universal al programa, por otra parte, se ha visto ampliamente favorecido por la existencia de financiación del Fondo Social Europeo, que ha permitido ese ajuste a diferentes necesidades y situaciones y, por tanto, la atención a un mayor número de perfiles. Lógicamente, esta composición de los beneficiarios incide en los resultados de inserción, que deben interpretarse teniendo en cuenta que el programa se ha abierto a todo el universo de la discapacidad, una gran variedad de perfiles a los que ha tenido que adaptar sus medios. 

En términos cuantitativos, ha habido 27.318 personas que han sido insertadas por el programa, tras un paso más o menos largo por su itinerario de inserción, lo que supone una tasa de inserción del 22,2%. Este dato global, permite algunos matices según las características de las personas insertadas:

· La tasa de inserción es algo más elevada en el caso de las mujeres, un 24%, mostrando el esfuerzo de la organización con este grupo.

· La edad de los beneficiarios es un factor que pesa en los resultados: si el programa se ocupara sólo de personas de menos de 45 años, la tasa de inserción sería de un 28%. A partir de esa edad, la tasa baja hasta el 13%, lo que sugiere la conveniencia de plantearse diferentes estrategias de inserción según la edad del beneficiario.

· La tasa de inserción aumenta de forma casi lineal según lo hace el nivel de estudios y es de un 33% entre los beneficiarios con estudios secundarios y de un 46% entre los que tienen estudios terciarios.

· Por último, la inserción de las personas con discapacidad psíquica es más difícil de conseguir que la física y la sensorial, según muestran los datos y confirma la literatura. Igualmente la tasa de inserción en personas con un grado de discapacidad de más de un 65% es de un 13% frente al 27% de las personas con discapacidad moderada. 

La forma de acceso a los datos del programa no permite mayor afinamiento a la hora de hacer agrupaciones y cruces, si bien cabe pensar que algunas de estas variables se presentan unidas e influyéndose mutuamente. En consecuencia, dadas las características del programa y del colectivo con el que trabaja, creemos que la tasa de inserción no debe ser el único dato a tener en cuenta a la hora de valorar sus resultados.
Desde otro punto de vista, los objetivos del FSE se refieren a lograr un empleo de calidad en Europa. Vale la pena preguntarse qué tipo de empleo y de inserción laboral logra el programa. En general, el programa inserta en una franja de un mercado de trabajo caracterizado en España por la temporalidad y los bajos salarios. Sólo un 16% obtiene contratos indefinidos, aunque es una proporción más alta que la población general; un 20% tiene una jornada parcial, algo por debajo de la generalidad y casi el 90% se sitúan en la franja salarial más baja, entre el salario mínimo y el doble del salario mínimo. Además, los datos de contratación muestran una fuerte concentración en dos ramas de actividad, los empleados administrativos y los trabajadores no cualificados y el abanico de puestos es estrecho, dominando unas pocas actividades de comercio, servicios e industria con poca cualificación. 

Por lo tanto el programa refleja al mismo tiempo dos condicionantes: de una lado, que el mercado de trabajo para personas con baja cualificación, es un mercado inestable y con bajos salarios y, de otro, que la organización se mueve en unos pocos sectores y ramas de actividad que conoce, en una gama reducida de puestos de trabajo. Este último factor puede ser problemático, ya que hasta cierto punto determina la orientación y la formación hacia una gama relativamente reducida de empleos, en los que existe, además, una gran competencia. 
La inestabilidad laboral, sin embargo, es en buena medida achacable a la situación del mercado de trabajo: la mitad de las personas insertadas no sigue en el empleo un año después y estas bajas se sustituyen en un 40% de los casos, mayoritariamente con personas con discapacidad. En un 30% de los casos en los que no se conserva el empleo, la causa es la baja voluntaria del trabajador (pero la causa mayoritaria de la extinción de la relación laboral es simplemente la finalización del contrato).
Una de las posibles causas de estos abandonos es la creencia, bastante generalizada en los dispositivos de empleo, a considerar que “cualquier trabajo es mejor que ninguno” y que acumular experiencia laboral es bueno para personas que están alejadas del mercado de trabajo. Una de las consecuencias puede ser la tendencia a no trabajar con suficiente intensidad la adecuación persona-puesto. Sin embargo, una frágil relación entre el puesto y la persona pone en peligro la inserción laboral y lleva al colectivo a posiciones de poco poder en el mercado de trabajo. Esta puede ser un área de trabajo en el futuro, siempre teniendo en cuenta las condiciones reales del colectivo y la naturaleza del mercado de trabajo en España.

Por otra parte, todas las personas que entran en el programa quieren un empleo, especialmente si tenemos en cuenta que sus efectos beneficiosos son tan amplios como la propia identidad social: autonomía, pertenencia, estructura del tiempo, sentido, autoestima, relaciones. Los efectos más importantes derivan, por lo tanto, de la inserción laboral. Sin embargo, menos de un tercio de las personas que han participado en el programa logran una inserción.
El programa trabaja con dos perfiles, cuya diferencia básica es el alejamiento o la cercanía del mercado laboral. La causa de esa distancia variable está en la discapacidad y en la discriminación que provoca. Sin duda influye el grado y el tipo de discapacidad, como también influyen otras variables como el sexo o la edad, pero sobre todo influye el impacto de la discapacidad en la identidad educativa y laboral de la persona y por ello mismo es fundamental el momento en que se produce.

Hemos llamado al perfil “volver a empezar”, cuando la persona ha tenido una vida laboral previa y le sobreviene una discapacidad (por accidente o enfermedad). Si la discapacidad es muy severa y existe la posibilidad de cobrar una pensión es muy posible que la persona salga del mercado de trabajo. Esta es un área que puede ser estudiada para acciones futuras, especialmente, en relación con la prevención y rehabilitación profesional de las personas más jóvenes.

Pero si la discapacidad no es muy severa, la persona tiene muchas posibilidades de volver a trabajar. El programa de Fundación ONCE tiene un nivel alto de éxito reorientando la vida profesional de las personas que tienen que cambiar su itinerario profesional por una discapacidad. Al facilitar que estas personas no estén demasiado tiempo alejadas del mercado de trabajo, cumple la función básica de los programas de empleo: ayudar a los desempleados a volver al empleo lo antes posible, haciendo legible el mercado de trabajo y sosteniendo la transición. 

Estas personas a menudo no precisan otras acciones y su itinerario es más corto. Son los más “empleables”, básicamente porque tienen experiencia laboral y entran en un mercado de competencia más reducida por la intermediación del programa y la existencia de bonificaciones para la empresa. El carácter de acción positiva consigue aquí su mayor impacto: el programa y sus medios “compensan” la dificultad o la incertidumbre de la persona, logrando puestos de trabajo que de otro modo irían a personas sin discapacidad (lo que no deja de constituir un cierto efecto de desplazamiento). 
El perfil denominado “mi gran dificultad”, reúne a personas muy alejadas del mundo del trabajo, bien porque nunca han trabajado, bien porque la discapacidad sobrevenida ha perturbado profundamente su identidad laboral. Muchas tienen discapacidades congénitas, a otras les sobrevino tempranamente, otras se han alejado demasiado tiempo del trabajo. Su discapacidad no siempre es muy severa; pero siempre ha marcado en alguna medida su vida, normalmente en combinación con el prejuicio, sobre todo en el caso de la enfermedad mental y la discapacidad intelectual. 

La intervención del programa con este perfil es intensa y larga, proponiéndoles acciones para completar las carencias que les alejan del mundo del trabajo y para construir una identidad laboral: apoyo y orientación frente a la desmotivación; empresas sensibles frente a la discriminación; formación y prácticas cuando es posible, etc. Sin embargo, las posibilidades de empleo son pocas y este grupo forma el grueso de las personas que no logran una inserción estable, lo que no significa que no consigan trabajar en ocasiones. 

Los efectos de la participación en el programa no se limitan a la inserción laboral. Las actuacio-nes cofinanciadas permiten mantener activas a personas que de otro modo abandonarían el mercado, ofrece experiencias de empleo, aunque sean temporales, prácticas o formativas, que ayudan a la inclusión. Son un medio de inclusión social, aunque no logren una plena inclusión laboral.

En este aspecto, la ventaja de los programas de empleo respecto de otros es que, como decíamos, algunas personas buscan en el trabajo una identidad social, además de un salario. Los programas de empleo, sobre todo si son personalizados y no tienen límite temporal, son una especie de mundo del trabajo paralelo, con algunas de sus virtudes: las personas se sienten útiles y dan un sentido a sus acciones; se forman y tratan a personas fuera de su mundo privado y responden al mensaje que han recibido de la sociedad (que se espera de ellas que trabajen y que se confía en sus posibilidades de inserción). En definitiva, están cerca de aquello que la sociedad considera valioso. De otro modo, sólo quedaría el aislamiento y las redes personales para sostener el esfuerzo. 

Pensando en este perfil, conviene reconocer los límites de los programas de empleo. A nivel individual, aunque se hable de “itinerarios personalizados”, el programa no pueden compensar las biografías fragmentadas de las personas. Y estructuralmente, no puede enfrentarse por sí solo a las inercias de la discriminación, las barreras físicas y mentales, el fracaso educativo o la segmentación del mercado laboral. Otras políticas y recursos deben ponerse en juego para mejorar la inclusión social. 
Pero es también importante reconocer “los efectos secundarios” como fundamentales y trabajar en ellos, aceptando un cierto carácter social de los programas de empleo. Este reconocimiento probablemente lograría más efectos y menos frustración en los participantes. Pero esto exige, precisamente, que no se pierda de vista que el objetivo es el empleo. Entre estos dos límites se mueve el programa. Todas sus acciones están sometidas a esta tensión, entre la persona y la estructura, en cuya mediación trabaja. Cuánto mejor se comprenda el doble vínculo de los programas, mejor se actuará en el futuro.

6.3. Efectos de rol y de proceso 

6.3.1. Comprender los efectos: el modelo de intervención

El tamaño y la estabilidad del programa han logrado crear un modelo de intervención homogéneo en el tiempo y en el territorio, que incorpora, bajo el paraguas de una única organización, las herramientas de inserción y las organiza en un itinerario personalizado: la entidad ofrece un servicio de orientación, formación e intermediación completo con características que han sido descritas en esta evaluación. 

Las actuaciones cofinanciadas por el FSE que hemos analizado configuran una política de empleo, que tiene implícita una política de activación. Al mismo tiempo, existe una tensión entre la activación y el empleo, pues ambos deben ir al mismo paso. No tiene sentido impulsar a más personas a un mercado de trabajo sin posibilidad o disposición para emplearlas. Pero sólo una masa crítica de personas con discapacidad en el mercado, empleadas o buscando empleo, puede transformar las mentalidades e influir en el resto del colectivo. 

El programa evaluado ha impulsado al mercado de trabajo a personas que, de otro modo, quizás no se hubieran planteado trabajar por tener muy pocas posibilidades de lograrlo. Eso a su vez provoca que se tenga un grupo amplio de muy difícil inserción. Se trata de una decisión estratégica, ya que un programa “tímido” en la activación previsiblemente hubiera logrado más inserciones. Por lo tanto, el futuro del programa debe considerar esta relación compleja entre sus efectos en la activación y sus efectos en el empleo. 

Lo mismo puede decirse de la relación general entre políticas activas y pasivas: deben asegurar los medios de vida de personas excluidas del trabajo o del empleo sin desanimar a los que pueden trabajar “parcial” o completamente, a condición de realizar las adaptaciones necesarias de los puestos. En España el problema del equilibrio pasivo/activo no parece estar del lado de las pensiones que son en muchos casos compatibles con el empleo, sino más bien del lado del empleo. De las tres medidas que propone la OCDE, reformar los sistemas de protección, prevenir la salida del empleo y fortalecer las políticas activas, un programa de empleo puede actuar sobre las dos últimas.

En lo que se refiere a prevenir la salida del empleo, consiste en ofrecer a empresas y trabajadores la posibilidad, que debe ser rentable para ambos, de adaptar los puestos o la organización del trabajo a la discapacidad o enfermedad de la persona, evitando su salida precoz del trabajo. Pero consiste también en crear entornos de trabajo saludables. Se trata de saber si esto es posible en entornos ordinarios de trabajo o si es necesario fortalecer los entornos protegidos. La existencia de un único mercado inclusivo o de mercados a dos velocidades es una clave del futuro del trabajo y de su cultura. 

La última medida, fortalecer los dispositivos de empleo, está relacionada con este programa y sus objetivos y actuaciones. En este sentido, en los últimos años se ha insistido en programas de empleo que consisten en realizar acciones con cada persona para aumentar su empleabilidad. Estas acciones dibujan un camino coherente que, partiendo de un buen diagnóstico, las orienta hacia el empleo.

El modelo parte de la idea de que el problema y la solución del desempleo son individuales, y que el Estado tiene la obligación de dotar a las personas de herramientas para lograr su propia inserción laboral. Los condicionantes estructurales no se tocan: ni el sistema educativo, ni el mercado de trabajo, ni los procesos de segmentación y desigualdad social son transformados. Incluso la discriminación se combate con la acción positiva: compensar a la persona dotándola de más recursos para competir con mayor igualdad de condiciones. El programa asume este modelo y lo aplica con rigor: ofrece acciones y recursos a los beneficiarios y, en opinión de éstos, lo hace con calidad y buen trato. Sin embargo, presenta también algunas limitaciones, que se van a describir brevemente.
La orientación parte de la identidad laboral del beneficiario (qué sabe hacer, qué quiere hacer, etc.). Cuando éste carece de una identidad laboral definida, entra a formar parte de una orientación generalista que dirige hacia los grandes campos de actividad que maneja el programa. Para definir estos campos, el programa responde a la demanda del mercado en el que se mueve, refleja sus condiciones, y sólo en casos precisos puede afinar e innovar, orientando hacia sectores de futuro. Hablar de itinerarios “personalizados” es una expresión imprecisa. Los itinerarios son generalistas, aunque se apliquen individualmente. Como decíamos, la orientación es muy útil en perfiles con un itinerario definido, pero puede producir cierto estancamiento en personas que no tienen bazas educativas o experiencia que les permita competir en un mercado saturado.

En cuanto a la formación, tiene efectos diferenciados según el caso. Aproximadamente en el 20% de los beneficiarios formados, la formación ocupacional que se ofrece completa una formación reglada previa, o responde con precisión a una demanda empresarial más o menos concreta. En ese caso se relaciona directamente con el empleo logrado y es una vía eficaz de inserción. 

Para los demás, la formación impartida es muy generalista y su fin es poner al mismo nivel a personas con experiencias diversas; “homologa”, por así decirlo, la mano de obra. Por otra parte, se ofrece de forma muy similar a públicos diversos, cualquiera que sea su finalidad: es casi siempre una formación en aula y rara vez se innova en la pedagogía. A pesar de ello, cumple otras funciones, que también son importantes: ofrece una estructuración del tiempo “de espera”, mejora la autoestima, genera redes, en el mejor de los casos da tiempo e ideas para emprender otro camino, por ejemplo el autoempleo. También provoca frustración cuando el beneficiario percibe que su esfuerzo no culmina en un empleo.

Estas conclusiones están en línea con las obtenidas por otras evaluaciones en el entorno europeo. Así que puede merecer la pena replantearse los objetivos, públicos y contenidos de la formación, así como reflexionar sobre sus formas y diseño: existen tipos de formación no tradicional, práctica y adaptada a los diferentes perfiles, que pueden explorarse.

El programa también gestiona una bolsa de trabajo e intermedia en las contrataciones, poniendo en relación oferta y demanda. Logra cubrir aproximadamente la mitad de los puestos ofrecidos con personas de su bolsa de empleo, lo que parece indicar que no cuenta siempre con los perfiles requeridos. Eso es lógico si tenemos en cuenta que se trata de un programa de inserción y no de una agencia de colocación. Sin embargo, si quiere ofrecer un servicio profesional a las empresas, debería poder contar con una variedad suficiente de perfiles. 
Pero además de intermediar, el programa trabaja en la generación de la oferta, contribuyendo a incrementar el número de empresarios/as informados e interesados en contratar. Cuando es necesario hacer adaptaciones, asesora, disipa dudas de los empresarios y apoya al beneficiario en su proceso. 
En resumen, el programa logra inserciones para las personas que están más cerca del mercado de trabajo. En este caso, el programa cumple con su papel que consiste en “dar seguridad a las trayecto-rias de los individuos” en un mundo competitivo. Parece importante reconocer este carácter y reforzarlo.

Las personas que están más alejadas del empleo acceden a un sistema de apoyo, próximo al mercado de trabajo, con entradas y salidas del empleo, que no es una inserción completa, pero tampoco una renuncia o exclusión. El peligro es que esta situación se vuelva permanente y que una parte de la población, la más débil laboralmente hablando, se instale durante mucho tiempo en este espacio de inclusión “periférico” o “secundario”. Esto no es un riesgo propio del programa, sino un efecto social general. Pero la Fundación ONCE, al asumir el destino laboral de parte de este colectivo, debe saber los límites de su intervención, para no aumentar la frustración de profesionales y beneficiarios y para atreverse a buscar soluciones innovadoras.

6.3.2. La Fundación ONCE como actor de la discapacidad y el empleo

El Programa Operativo de Lucha contra la Discriminación ha colaborado en la gobernanza, ayudando a que entidades sociales se refuercen como actores políticos capaces de elaborar una estrategia y de influir en las políticas públicas. Así, ha aumentado su independencia financiera y su capacidad de actuar y, al mismo tiempo, las ha obligado a coordinarse, al menos políticamente, al moverse en un mismo programa. 

Por otra parte, el programa ha reforzado un papel de liderazgo en el mundo de la discapacidad que la Fundación ONCE ya cumplía. No sólo desde el punto de vista de la legitimidad, al ser capaz de cumplir la misión encomendada, sino de la eficacia, como actor al que se pueden confiar tareas que ni la administración ni otras entidades del tercer sector hubieran podido asumir en las mismas condiciones. 

La gestión del PO ha hecho de la Fundación ONCE una organización más afinada, ha mejorado su capacidad de planificación y gestión, le ha permitido acumular una experiencia inédita, un programa de empleo para personas con discapacidad en España, y poner a prueba dicha herramienta en un ciclo estable. Esa estabilidad, fruto de la aportación de los Fondos Estructurales, pero también de la capacidad financiera y profesional de la Fundación ONCE y de FSC Inserta, es lo que permite hablar ahora del cierre de un ciclo. Es lo que permite analizar los efectos y seguir avanzando.
Y es también lo que permite identificar algunas áreas de mejora, seguramente derivadas del propio éxito del modelo. Se quieren destacar dos de ellas:

· La focalización en el desempleo en línea con los límites marcados por el propio programa, ha permitido una mayor especialización y seguramente mayor eficacia, pero supone dejar de trabajar en otras líneas igualmente relevantes: la mejora del empleo de las personas con discapacidad y la formación de los empleados o la prevención del abandono y de la pérdida del empleo. Tampoco ha podido influir aún suficientemente en una de las raíces de la baja actividad y empleo del colectivo: las dificultades educativas, el abandono precoz de los estudios, la poca adaptación de la formación profesional y los puentes y transiciones entre los sistemas de educación, formación y empleo, si bien ya se ha empezado a trabajar en esta línea. 

· Los límites de la innovación. Los principales esfuerzos se han dirigido a crear una estructura nacional, estable y homogénea, que diera respuesta a una masa de personas necesitadas de orientación y ayuda para encontrar trabajo; estructura que no había existido como tan con anterioridad. Hacía falta un volumen de recursos concentrados para poder cambiar esa situación, y forma parte del valor añadido comunitario ser capaz de adaptarse al diagnóstico nacional o regional de los problemas.

Es evidente que un esfuerzo tan amplio crea inercias y rutinas no siempre favorables a la innovación. La propia gestión del fondo estructural con sus disciplinas y formas de medición hace que las instituciones tiendan a repetir lo que saben hacer, a veces más preocupadas por satisfacer las necesidades de seguimiento, y sobre todo de control.
Existe unanimidad a la hora de reconocer la necesidad de replantearse en el nuevo ciclo económico y ante la nueva programación de los Fondos Estructurales, las formas de trabajar y de pensar en la inserción laboral. Las recomendaciones que a continuación presentamos reflejan ese esfuerzo. 
7. recomendaciones

La Fundación ONCE se ha propuesto mejorar su trabajo y aumentar su impacto social, realizando una evaluación comprensiva del valor añadido comunitario de sus acciones cofinanciadas. Esa es la razón de que las recomendaciones tengan un carácter amplio, proponiéndose apoyar la estrategia de la organización y de ahí también que hayamos optado por organizar las recomendaciones en dos grandes bloques. En primer lugar, presentaremos las recomendaciones más “pegadas” a la realidad del programa, que pretenden aportar ideas para la mejora de los dispositivos de inserción laboral establecidos por Fundación ONCE. El segundo bloque se sitúa en un plano más estratégico y ofrece, desde la base del trabajo realizado, algunas líneas de reflexión para el futuro. 

7.1. “Reinventar” los dispositivos de inserción laboral

Esta evaluación permite comprender cómo se aplica una política de inserción laboral y seguir el camino desde el diseño del programa hasta el dispositivo de ejecución que trabaja con las personas. El análisis nos ha hecho diferenciar perfiles y distinguir efectos, en un trabajo de comprensión que sostiene las ideas que presentamos. 
Las conclusiones han mostrado que el programa trabaja, de forma implícita pero evidente, con dos perfiles con posibilidades muy diferentes de inserción. Nuestra primera recomendación es que asuma las dos formas en que actúa y fortalezca ambos caminos. Pero no hablamos de hacer dos programas, ni de elaborar dos itinerarios diferentes según las personas tengan uno u otro perfil, es decir según su inserción sea más fácil o más complicada. Un programa de inserción con carácter universalista funciona porque es uno y las personas beneficiarias no pueden ser “seleccionadas” en la entrada, sino que deben participar lo más posible en la definición de una realidad laboral abierta. 

Pero el programa necesita analizar sus formas de actuación para saber cómo avanzar en el futuro y para modular su respuesta según las necesidades y posibilidades de la persona a la que ayuda. Por lo tanto, cuando hablamos de dos formas de actuar o de dos vías, no nos referimos a dos programas o actuaciones estancas sino comunicantes y que se refuerzan mutuamente. Todas las recomendaciones que planteamos deberían, si se asumen, concebirse de forma integral, con el mismo nivel de calidad y recursos y aplicarse en todas las actuaciones y con todos los beneficiarios.
7.1.1. El programa de inserción laboral debe reforzar su carácter de “agencia de colocación” y de organización experta en recursos humanos, prestando un servicio a las empresas y a los trabajadores/as.

La propuesta entronca con lo que se hace ya, pero se trata de aclarar esta línea de trabajo y reforzarla con nuevos servicios y medios. Y puede hacerse dentro de la lógica de los Fondos Estructurales, puesto que se trata de acciones positivas orientadas a la inserción, la calidad del empleo y la prevención del desempleo, pero también puede considerarse una pieza aparte (aunque integrada con el resto) que podría eventualmente ofrecerse en el mercado y cobrarse como un servicio profesional a las empresas. Los elementos que debería reforzar el programa son los siguientes:

· La orientación a las personas con discapacidad: el servicio de orientación tiene éxito con personas con niveles de estudios medios y altos y/o cercanas al mercado de trabajo, pero desorientadas por el cambio que ha supuesto la discapacidad en su vida laboral. Hay que reforzar lo que se hace bien: apoyar a la persona, informarla, ofrecerle una bolsa de trabajo con una amplia variedad de puestos y empresas dispuestas a realizar adaptaciones para integrar a personas con discapacidad.

· La línea de trabajo con los beneficiarios podría formar parte de un servicio de “rehabilitación profesional” que fuese más allá de orientar cuando la persona llega al servicio en busca de empleo, ampliándolo tanto como se decida y los recursos lo permitan. En esta tarea, la Fundación ONCE tiene mucho que decir aunque siempre en unión con otros actores. Pues es básico el momento en que comience:

· Un proceso de rehabilitación profesional podría iniciarse en la empresa y en el puesto de traba-jo, y tener carácter preventivo, para que la persona con discapacidad no abandone la actividad.
· Tendría que formar parte y estar incorporado como una práctica habitual en los tribunales médicos de la seguridad social, favoreciendo que se analice la “capacidad profesional” y no sólo la discapacidad, y proponiendo desde el primer momento alternativas laborales a la persona que sufre una discapacidad sobrevenida o un empeoramiento de su condición. 

· Cuando la persona se encuentra ya fuera de su empleo anterior o no lo ha tenido nunca, la rehabilitación se une a la búsqueda de empleo. Una organización experta en recursos humanos, tal y como FSC Inserta en el marco del programa, puede orientar a otras entidades -por ejemplo, a las asociaciones especializadas-, y ayudar tempranamente a la persona con discapacidad a iniciar un camino hacia el empleo.

· Desde el otro lado del mercado, es fundamental seguir trabajando con la sensibilización del mundo empresarial. Es un área básica para lograr ampliar las ofertas de empleo para personas con discapacidad. Cuántas más empresas estén interesadas, más personas con discapacidad con perfiles variados recurrirán al servicio. De esta manera se irá reforzando el prestigio y la utilidad de la intermediación, logrando una cobertura más alta de los puestos de trabajo.

· Sin embargo, lograr más ofertas de empleo no debe ser el único fin. El trabajo con empresas se debe enmarcar en una cartera de servicios que incluya una asistencia general en recursos humanos, especializada en personas con discapacidad. En la cartera de servicios podrían estar incluidos el análisis de puestos de trabajo, la selección, la formación en las empresas, la asistencia técnica en la adaptación entendida en sentido amplio (no sólo adaptaciones físicas sino de tipo de tarea y puesto, versatilidad, organización del trabajo, etc.). Para ello, la organización debe reforzar sus profesionales, experiencia y formación en estos campos.

· Esta vocación de cercanía con el mundo empresarial debería incluir el trabajo con las personas que están empleadas y se encuentran con discapacidades sobrevenidas, enfermedades crónicas o un cambio en cualquiera de estas condiciones que obligue a revisar lo que puede hacer y qué puesto puede ocupar. Estas personas pueden precisar adaptaciones, pero también orientación y formación, al igual que las empresas y los responsables de recursos humanos que toman decisiones sobre su trabajo. 

Con esta línea de trabajo se refuerza la confianza de las empresas que cuentan con un servicio no sólo para contratar a personas con discapacidad sino para mantenerlas en la empresa, prevenir bajas médicas y mejorar la gestión de sus recursos. 

· Además de reforzar el trabajo profesional en gestión de recursos humanos en líneas que ya se trabajan o en nuevas líneas, es importante mejorar y modernizar el servicio a los beneficiarios y a las empresas a través de las nuevas tecnologías. Hemos comprobado que personas cercanas al mercado de trabajo pueden desenvolverse fácilmente si se les proporciona un servicio ágil y eficaz y una bolsa de empleo diversificada y bien organizada, para lo que parte del trabajo puede informatizarse y estandarizarse. Nuestra recomendación es que ese uso de las tecnologías refuerce -y no sustituya- lo que el programa hace bien, su carácter de acción positiva que trabaja directamente con personas que se encuentran en situaciones difíciles. 

Resaltada la importancia del trato personal, hay que recordar que los beneficiarios agradecen un nivel de seguimiento de su situación (envío de ofertas, noticias de empleo, etc.) que puede realizarse muy bien mediante internet, con grados diversos de intensidad (desde simples recordatorios de citas hasta tutorías on-line de dudas o preguntas).

· A pesar de la evolución experimentada por los centros especiales de empleo, que han pasado de representar un empleo de transición a convertirse en una forma más de economía social, es indudable que siguen constituyendo un nicho de empleo protegido para las personas con discapacidad. En este sentido, es importante promover que las personas con más facilidad de acceso al mercado ordinario acudan realmente a éste, de manera que “liberen” los empleos de los centros especiales de empleo para casos de inserción más difícil. 

En esta línea, la asistencia técnica que ya se presta a los centros especiales de empleo permitiría identificar la mejor manera de hacer transitar a quién pueda y quiera al mercado ordinario, de manera que esos puestos sean cubiertos por otras personas, que podrían incluso ser previamente detectadas.
· Ampliar la visión de que la inserción termina en la contratación y adoptar una visión más amplia que incluya “la carrera” de la persona con discapacidad. Así, algunos contratos podrían ser considerados “episodios” o puentes en una evolución más amplia y permitiría que el programa pudiese seguir ofreciendo mejoras del empleo a los beneficiarios. 

7.1.2. El programa debe mejorar sus resultados en relación con los perfiles con menos posibilidades de inserción laboral.

El carácter universalista del programa debe mantenerse, pues forma parte de la misión de la Fundación ONCE, pero también porque está implícito en la filosofía del Programa Operativo, que lucha contra la discriminación y contra la exclusión. Pero mantener este carácter exige hacerse consciente de él y hacer explícitas las dificultades estructurales a las que se enfrenta. Sólo así podrá suavizarse la tendencia a cargar sobre la persona beneficiaria y el técnico o técnica la responsabilidad de la inserción laboral. Y la tensión de someterse a indicadores que por su naturaleza sólo pueden reproducir parte de la realidad. La recomendación es aquí doble:

· Asumir el carácter de inclusión social del programa, reforzando deliberadamente los efectos “intermedios” que logra. 

· Reforzar su estrategia de empleo para los perfiles con dificultades mayores, mediante un esfuerzo más innovador y más preciso, diferenciando los problemas a los que se enfrentan para abordarlos de forma clara y con los instrumentos adecuados.

¿Cómo conseguir más empleos para personas que, como hemos visto a lo largo de la evaluación, están muy alejadas del mundo del trabajo?

· Mejorando el diagnóstico inicial de la situación y la consiguiente orientación, incorporando a este diagnóstico no sólo la “empleabilidad” de la persona, sino su situación real en relación con el mercado de trabajo y sus posibilidades a largo plazo. 

· Es fundamental que la persona beneficiaria participe más en la definición de su inserción, lo que obliga a una visión más abierta, con diferentes propuestas y servicios, sin que sea necesario elaborar un “itinerario” prefijado, sino algunas líneas de trabajo. Los pasos a dar deben estudiarse y revisarse en cualquier momento y el diagnóstico debe ser realista. 

· Hay que diferenciar las necesidades de la persona para informarla sobre las posibilidades en varias direcciones y dejarle elegir; plantearle sus posibilidades de pensiones o ayudas (aunque no sea función del programa gestionarlo); explicarle la oferta formativa dentro y fuera de la organización; discutir si está dispuesta a realizar trabajos a tiempo parcial y a asumir contratos breves, o si prefiere centrarse en un objetivo más ambicioso y a más largo plazo, etc. 

· El trabajo de la organización debe poder responder a las diferentes dificultades con precisión, teniendo en cuenta el tipo de discapacidad y el tipo de obstáculo al que se enfrenta. Para ello hay que considerar respuestas moduladas según las variables que el programa conoce y ha analizado:

· La edad. Con las personas jóvenes hay que trabajar en la carrera y en el largo plazo. A veces, un programa como este debería renunciar a dar “cualquier trabajo” a una persona (salvo urgencia económica) a cambio de proponerle una vía sostenida de estudios reglados, combinados con experiencias y formaciones que tengan una dirección consistente. Para ello, los puentes y entradas a la formación profesional deben reforzarse.

Con personas mayores de 45 años es necesario pensar en una estrategia de colocación, analizando las posibilidades de mercado, la rehabilitación profesional y sacando el máximo partido a su experiencia. Esta experiencia puede estar bastante oculta, como en el caso de mujeres de esta edad que únicamente han trabajado en el servicio doméstico o en tareas de apoyo familiar.

· El tipo de discapacidad. Sabemos que el mayor problema de la discapacidad psíquica es la incertidumbre y el temor de los empresarios, pero también la inestabilidad de la persona. Hay que trabajar ambos frentes, procurando dar confianza al empresario y despejar prejuicios, pero también buscando las áreas, puestos y empleos más adecuados para el bienestar psicológico del beneficiario, lo que incluye trabajos a tiempo parcial o empleos en condiciones de menor estrés.

Otro ejemplo de intervención específica es la discapacidad intelectual que precisa a menudo un tipo de formación práctica y en el puesto de trabajo, periodos de adaptación, y un mayor apoyo en los inicios. Ofrecer esta línea de trabajo, en colaboración con las asociaciones especializadas, puede facilitar mucho la inserción del colectivo. Un ejemplo: en lugar de ofrecer formación en el aula, la entidad puede focalizar el esfuerzo en lograr prácticas en empresas o entidades sociales, asumiendo la asistencia y el coste de esa formación para compensar al empresario por el tiempo “más largo” de aprendizaje. 
· Cuando los beneficiarios tienen dificultades muy grandes o variadas, porque a la edad se une una discapacidad severa, o porque se trata de una persona que no tiene ninguna experiencia laboral ni estudios, etc., hay que pensar en los empleos más protegidos: los centros especiales de empleo, las empresas más sensibles o más afines, el empleo público, los convenios y acuerdos con grandes empresas, los empleos ordinarios a tiempo parcial, el empleo con apoyo, etc. 

Pero también hay que buscar proyectos innovadores. Es importante tener la capacidad, en unión con otras entidades, de pensar formas de inserción para personas muy alejadas del empleo, estudiando para ello experiencias españolas o europeas que hayan tenido éxito y asumiendo el coste superior de este esfuerzo. 

· El autoempleo es una posibilidad que la organización debe seguir explorando. De nuevo se trata de ser más proactivo y creativo. Hay personas que tienen un perfil claro para ser empresarios o autónomos, pero esa posibilidad debe mantenerse abierta también para otras personas. Sobre todo, la recomendación es que la propia organización estudie las posibilidades de negocios asociados a la discapacidad. Las personas con discapacidad son un mundo amplio y variado, con necesidades muy diferentes, pero que además son a menudo “universales”: lo que es bueno para una persona con una discapacidad es bueno para todos. 

Por lo tanto, existe un mercado potencial, en sectores enormemente variados, que van desde la accesibilidad al cuidado, desde el ocio al diseño (de objetos cotidianos, de viviendas, del entorno físico y del entorno tecnológico). Trabajos muy cualificados y servicios personales, una variedad de proyectos empresariales donde la sensibilidad de una persona que conoce el problema puede ser clave. Plantear esas posibilidades, estudiar las ideas, buscar a las personas que pueden llevarlas a cabo, formarlas y apoyarlas puede ser una forma importante de “crear empleo” desde la entidad. 

7.1.3. Iniciar una etapa de reflexión sobre la formación que se imparte y sus resultados, introduciendo cambios en su diseño y sus fines.

La formación es una pieza esencial de las actuaciones, en éste y en otros programas de empleo, pero creemos llegado el momento de replantear sus medios e incluso sus fines. Hay que despejar las múltiples funciones que cumple e intentar determinar cuáles afectan a la inserción laboral y cuáles tienen otros efectos que podrían lograrse por otros medios o reforzarse deliberadamente si así se decide.

En los casos en los que se encuentren presentes los factores que refuerzan el lazo entre formación y empleo (existencia de una demanda concreta, de un nivel formativo previo…) es necesario detectarlos y reforzarlos. Pero en el resto de los casos nuestra recomendación es replantear el modelo formativo e incluso preguntarse si la Fundación ONCE debe gestionar la formación genérica, que ofrecen todos los agentes que trabajan en empleo, desde los servicios públicos a las otras organizaciones del tercer sector. Es evidente que a algunas personas les servirá enormemente, pero la formación es costosa para quién la financia y para quien la sigue, y es importante definir sus prioridades. 
Es probable que se trate de un caso en que es mejor dejar esa función al servicio de empleo público o bien compartir la formación con otros para abaratarla y para “elegir” a los participantes que mejor puedan utilizarla. En ese caso la función del programa sería analizar su diseño y a quien va dirigido y adaptar la formación a las personas con discapacidad, diseñando materiales y formando a los formadores. Se lograría además que las personas con y sin discapacidad se formaran juntas y se conocieran en un mundo pre-laboral, algo en sí mismo integrador. Habría que asegurar que las personas con discapacidad tengan prioridad al menos en un número de plazas de las acciones formativas y que obtengan las ayudas que necesitan (no sólo adaptación de la formación, sino espacios adecuados, ayudas con el transporte, etc.).
Desde el punto de vista del beneficiario, se podría mantener una base de datos de acciones formativas, propias y ajenas, de muy diferente nivel y duración, y orientarle hacia aquéllas que mejor puedan ayudarle, ofreciéndole una gama amplia, sin insistir necesariamente en su vínculo inmediato con el empleo. El hecho de no encargarse directamente de la formación abriría la puerta a otras ayudas y formas de lograr el objetivo, que no es otro que aumentar el nivel de cualificación del colectivo. Por ejemplo, se podrían ofrecer “becas” y orientación para la formación, reglada u ocupacional, de personas con posibilidades de completar su educación, formarse, o certificar lo que han aprendido por su cuenta. Existe todo un campo que debería ser explorado.

Por otra parte, la mayor parte de las acciones formativas se realizan según un modelo tradicional de formación en el aula. La recomendación es que se replantee este modelo hegemónico que en ocasiones no es el más eficaz, bien por el perfil de la persona que la recibe, bien por la propia naturaleza del aprendizaje. Nuestra sensación es que hay muy poca innovación en el tipo de formación y en la pedagogía educativa. La recomendación es que se explore sin miedo, pues las posibilidades pueden ser muchas:


· Otros tipos de formación, más práctica, o directamente en la empresa o en el puesto de trabajo. Como puede ser la asistencia a la empresa en la formación “de entrada” que ofrece. 

· Otras figuras y formatos, como los grupos de trabajo para la búsqueda de empleo, que se reúnen para conocer el mercado de trabajo, preparar el CV o las entrevistas, orientarse, pero también apoyarse y motivarse en la búsqueda. No tiene que ser necesariamente un taller de “búsqueda de empleo”, sino una figura más parecida a los grupos de apoyo en el empleo que se utilizan en programas de inserción europeos. 

· Figuras que no son estrictamente formación como el coaching individual o de grupo, que trabaja la resolución de problemas y un acercamiento realista a las propias posibilidades y al entorno. Se trata de una técnica cara (pero también lo es la formación) y que exige preparación de los profesionales, pero que puede ser una opción de futuro en éste y en otros terrenos.

Finalmente, es necesario reconocer los efectos de la formación en el bienestar y en la motivación de las personas beneficiarias: 

· Si no se ofrece formación, pueden buscarse actividades comunes que saquen a las personas del aislamiento y estructuren su tiempo de búsqueda de empleo. Para ello, se deberían explorar las fórmulas de grupo antes citadas, pero también cuidar las redes que se generan, los foros de búsqueda de empleo u otras actividades colectivas relacionadas con el empleo.

· Si se decide ofrecer formación no estrictamente vinculada al empleo a corto plazo, hay que hacerlo explícito: con planes a largo plazo, reconociendo la incertidumbre y reforzando lo que la formación ofrece: aprendizaje general, sentido de la autoestima y la pertenencia, redes. 

Para ello, lo presencial tiene un gran poder, pues las personas necesitan verse, pero también se puede reforzar la utilidad de los medios electrónicos, la teleformación sin duda, pero también los foros, las listas de correos, redes sociales, blogs, etc. Esto no puede hacerse a medias, pues resultaría inútil: implica un gran trabajo y una gran experimentación, pues las posibilidades de conexión y aprendizaje de las tecnologías cambian día a día. Tomar ejemplos exitosos y adaptarlos es una buena idea, siempre que se cuente con los recursos y con las personas para ello.

Esta recomendación implica un plazo medio, para que la organización se dé el tiempo de reflexión, con sus propios cuadros y técnicos y con la ayuda de expertos, para diseñar un plan de formación más ajustado a la realidad 

7.1.4. Para todos los perfiles, es necesario mejorar la calidad del empleo y el ajuste persona-puesto

Se trata de una recomendación que está relacionada con la capacidad de intermediación del programa, pero que va más lejos y recoge otros temas antes citados. La evaluación ha detectado un área de mejora en torno a este tema en varios planos:

· Un empleo más estable y más diversificado. El esfuerzo por mejorar la posición general de las personas con discapacidad en el mercado desborda un programa de inserción, pero cuanto más se esfuerce en la diversificación de puestos y sectores y en la sensibilización de empresas de todo tipo, mejores resultados se obtendrán.

· Un mejor ajuste persona-puesto exige conocimiento técnico pero también un cambio de filosofía: pensar en el medio plazo y en la carrera profesional de la persona; no privilegiar a toda costa un empleo a corto plazo, salvo en casos urgentes. Para el medio plazo se pueden utilizar las pensiones compatibles con el empleo, lo que permite ir reforzando y mejorando la posición del beneficiario sin dejar que salga del mercado de trabajo; se pueden combinar empleos y formación para ir progresando; se pueden utilizar los centros especiales de empleo y las empresas afines como puente hacia otros trabajos, etc. 

Es evidente que todo lo anterior se puede hacer siempre que se negocie con la persona y siempre que la financiación no esté unida exclusivamente al binomio “desempleo-inserción”. Para este enfoque son necesarios recursos para trabajar con las personas en los momentos de desempleo y de empleo, así como en las transiciones. 

7.1.5. El programa debe asumir e integrar en su modelo su “segunda naturaleza” como sistema de apoyo a la inclusión social de las personas con discapacidad

Ya hemos dicho que los programas de empleo que trabajan con colectivos discriminados buscan la inserción profesional, pero son también sistemas de apoyo y de inclusión social. Hemos insistido también en que este carácter no debe aislarse y “derivarse” a los servicios sociales o a las asociaciones de otro tipo. Tampoco puede vivirse como una carga que entorpece el carácter “profesional” de los servicios. 

Al mismo tiempo, debe evitarse que el programa adopte una vía profesional, moderna y eficaz para unos perfiles y una vía de apoyo psicosocial para otros. Ambas facetas deben mejorarse a la par y dotarse del atractivo y del prestigio que logra los efectos de motivación y bienestar buscados por los beneficiarios. ¿Cómo hacerlo? Recomendamos varias formas:

· La primera es reconocer este hecho a nivel institucional y personal. Para ello es imprescindible expresarlo y establecer sistemas de trabajo en equipo que permitan a los y las profesionales debatir esos dilemas y descargar la carga emocional que supone, apoyándose unos a otros. Reconocer los límites del trabajo, saber que hay razones estructurales que explican que muchas personas no encuentren empleo ayuda a no responsabilizar al beneficiario ni culparse del “fracaso” de la inserción.

· Comprender que más allá de la inserción el programa tiene efectos permite identificarlos y trabajarlos. Hemos citado algunas posibilidades, en los grupos de búsqueda, en el uso de las tecnologías de la comunicación, en el trato. Incluso podrían cuidarse más los espacios físicos que ahora son sobre todo funcionales y “de paso”: crear lugares de espera cómodos, espacios para la orientación agradables y salas que permitan la comunicación y el encuentro.

El elemento básico es luchar contra el aislamiento social de las personas sin empleo. Para ello, muchas de las cosas que ahora los beneficiarios hacen solos, podrían hacerse en grupo o por pares: desde analizar su situación personal hasta buscar trabajo. Se pueden organizar esquemas muy estructurados de programas de varias semanas de búsqueda activa en grupo; pero también reuniones semanales o mensuales más informales para comentar éxitos y fracasos y darse apoyo. Es importante que estos grupos analicen los procesos de discriminación de los que son objeto. Esta visión “política” de la discapacidad puede ser enormemente rica para fortalecer al colectivo, y a la vez evitar la culpa y el desánimo individuales. 
7.1.6. Replantear algunas de las asunciones del “itinerario de empleo” como única fórmula a favor de la inserción 

El modelo de “itinerario” es útil porque ofrece a la vez un servicio homogéneo y un apoyo individual, pero tiene sobre todo una fuerza metafórica que a veces impide ver que hay otras formas de concebir la inserción y sus caminos. Proponemos una reflexión para explorar modelos más complejos, que conserven lo más útil del anterior, como es una orientación personal y un trato directo con un técnico o técnica de empleo, mentor u orientador, al que recurrir en las diferentes etapas. Pero los servicios no tienen por qué ser secuenciales, ni llevar todos directamente al empleo (hemos visto que de hecho no lo hacen en muchos casos), ni ser ofrecidos por una única organización que incluye todo lo que una persona puede necesitar.

No es el fin de esta evaluación proponer un modelo nuevo, pero sí creemos que debe replantearse el existente partiendo de varios enfoques que hemos citado:

· El enfoque a largo plazo de la inserción. Se trata de explorar un modelo de “flexiguridad”, en el cual se oriente a una persona con dificultades para el empleo tanto en los episodios laborales como en las transiciones, contando también con las pensiones y ayudas que puede recibir. Esta visión permite combinar piezas que se conciben ahora como independientes, sin que sea obligatorio disponerlas en una línea de causa-efecto. Se puede orientar a un beneficiario hacia una formación a largo plazo (formación reglada, por ejemplo) y mientras tanto, ofrecerle trabajos temporales para ir adquiriendo experiencia, mientras se sostiene ese esfuerzo con una pensión -contributiva o no- pero compatible con el empleo. 

· El reconocimiento del poder y la capacidad de decisión de las personas con discapacidad. Hemos visto que los programas de inserción no sustituyen las biografías, como mucho pueden acompañarlas, sobre todo en los momentos de crisis y de rupturas. Asumir la capacidad del beneficiario de dibujar su propio camino, prestándole orientación, información y recursos es muy importante para evitar los efectos perniciosos de la dependencia y el excesivo peso de la responsabilidad en el individuo. Se trata de dotarle de mayor poder (que a menudo es sobre todo comprensión del carácter discriminatorio del mercado), no de hacerle culpable de sus dificultades. 

· El trabajo en red de varias entidades y niveles políticos dedicados a las políticas activas de empleo. La imprescindible cooperación rompería de alguna manera la linealidad del itinerario, al dejar que la persona beneficiaria “componga” su propio camino con piezas de diferentes servicios, a veces heterogéneas. El trabajo en red lograría ampliar las posibilidades y recursos; el mundo empresarial al que se tiene acceso podría ampliarse por la colaboración de entidades diversas; en el caso de la formación, en lugar de que cada entidad organice su propia formación, se podría pensar con más libertad en una gama de estudios, cursos y prácticas que ofrecen otros agentes. 

Estas recomendaciones muestran que no basta con reflexionar sobre la forma de mejorar el dispositivo concreto de inserción. Hay que subir un nivel y plantear algunas líneas de trabajo en las que la Fundación ONCE ya está trabajando, favoreciendo una reflexión más general sobre la inclusión social de las personas con discapacidad y los objetivos de la cohesión europea.

7.2. Unas líneas de reflexión y actuación para la inclusión social de las personas con discapacidad

En este segundo nivel, las recomendaciones parten de la literatura y la reflexión, así como de las preocupaciones que han surgido en los talleres participativos. Pero se basan muy especialmente en un sentimiento expresado en las entrevistas institucionales (a responsables de la Fundación, pero también de la Comisión Europea y del CERMI), sobre la necesidad de un cambio de ciclo, de una apertura y profundización en la política de inclusión laboral y social de las personas con discapacidad. 

El resultado de esta reflexión se ha estructurado en tres líneas estratégicas, en las que la Fundación ONCE ya se encuentra trabajando en la actualidad de manera más o menos intensa. 

7.2.1. La Fundación ONCE debe seguir apostando por la inserción laboral de las personas con discapacidad, pero también debe ampliar su visión.

Hemos resaltado en el informe la pertinencia de una política de inclusión laboral para un colectivo con tasas todavía muy bajas de actividad y empleo. Queremos insistir aquí en la utilidad del servicio que presta el programa y en la dificultad del contexto en el que opera. Las recomendaciones van en la línea de reforzar su política y mejorar la posición global del colectivo.

Para ello, pensamos que son necesarias varias transformaciones, que se pueden agrupar en torno a la cooperación a favor del empleo y el trabajo en red. Lo hemos citado en varios momentos, pero parece una cuestión esencial. La maduración de una política de empleo obliga a los diferentes agentes a ponerse de acuerdo, compartir recursos y ofrecer servicios comunes. 

Desde los últimos años, la Fundación ONCE ha tratado de promover un mayor trabajo en red entre organizaciones, emprendiendo acciones para fomentar un sistema que permitiese una cooperación eficiente entre actores en el ámbito del empleo
. Sin embargo, las dificultades a la hora de acordar cómo articular este trabajo en red han frenado hasta la fecha un mayor desarrollo. Por tanto, la principal recomendación que se plantea por parte del equipo de evaluación es la necesidad de continuar con estos esfuerzos con el objetivo de ir logrando mayores avances. 
¿Por dónde empezar? Quizás lo principal sea definir el rol de cada uno, no sólo por su naturaleza institucional, sino también práctica. ¿Qué hace mejor cada nivel y cada entidad a favor del ciudadano/a? En la evaluación se han comprobado varios aspectos:

· Los servicios públicos de empleo tienen la mayor capacidad para trabajar con el conjunto de la ciudadanía y poner sus recursos a disposición de otros: por ejemplo, es a nivel público y regional donde tiene mayor sentido analizar el mercado de trabajo y sus tendencias, así como planificar la formación generalista que la población necesita. No obstante, ese nivel necesita incorporar, mediante mecanismos de cooperación, el punto de vista de las personas con discapacidad. La Fundación ONCE, como entidad experta, puede colaborar con los servicios de empleo en la mayor precisión y foco de los observatorios y de otros instrumentos de análisis. 

Lo mismo puede decirse en cuanto a la formación, que tiene que diseñarse para ser inclusiva, y de otros medios que resultan más económicos y más eficaces a esta escala. La cooperación con una entidad como Fundación ONCE parece necesaria para el diseño y la evaluación de las políticas desde el punto de vista de las personas con discapacidad. 

· Las asociaciones de personas con discapacidad son el tipo de organización adecuado para defender los derechos de los asociados y llamar la atención pública sobre temas nuevos o minoritarios. Son también los más cercanos para informar y sostener a las personas y a sus familias. Esta labor de apoyo social y político debe reforzarse y podría financiarse, pues una sociedad civil fuerte es un gran valor, sin obligarlas a dar servicios de empleo para obtener recursos. Al mismo tiempo, las asociaciones pueden cumplir el mismo papel con la Fundación ONCE que ésta cumple con la administración: poner el foco en problemas o grupos precisos, ayudar a trabajar con determinados perfiles, colaborar en el diseño de materiales o proyectos, etc. 

La cooperación ya se produce en la actualidad, desde alianzas políticas, en el CERMI u otros foros, hasta convenios o acuerdos específicos para el trabajo de inclusión. Por ejemplo, estas asociaciones además de su trabajo de información y reivindicación, llevan a cabo proyectos singulares, innovadores y de impacto con su colectivo en los que cuentan con el apoyo logístico y financiero de la Fundación ONCE. En este sentido, sería recomendable reforzar la visibilidad de esta cooperación con el movimiento asociativo, y la eventual promoción de los hallazgos como parte del mainstreaming de la discapacidad.
· Las grandes organizaciones, como las que han gestionado el Programa Operativo de Lucha contra la Discriminación, tienen un papel clave: son las más adecuadas para tener influencia en las políticas, pero también para prestar servicios a la vez amplios y con un carácter especializado. De nuevo no es necesario que lo hagan todo: deben ir aprendiendo qué hacen mejor y, sin perder la experiencia adquirida, cambiar modos de gestión.

Por ejemplo, aunque cada organización conoce a fondo las necesidades de su colectivo, pueden colaborar de maneras diferentes de las que utilizan en la actualidad y en diversos momentos: realizando un trabajo de sensibilización y una comunicación común sobre la necesidad de la responsabilidad social de las empresas y contra la discriminación; intercambiando información sobre ofertas y demandas de empleo; mejorando la comunicación sobre modelos de actuación o metodologías; incluso permitiendo a través del acuerdo entre los actores implicados que un mismo beneficiario pueda utilizar los servicios de las otras entidades.
◙
◙
◙
Todo el informe ha mostrado cómo la inserción laboral es la puerta del valor social y de la seguridad económica, pero ha mostrado también como resulta frágil en el momento actual, y no solo por la crisis económica. Todo el sistema de seguridad personal y de inserción por el trabajo debe ser replanteado y discutido y una organización como Fundación ONCE debe estar –junto a otros- en esa discusión. 

Por dos motivos: porque se trata de un tema en el cual las personas con discapacidad tienen una posición más frágil, por su inserción tardía y a veces insegura en el mercado de trabajo; pero también porque pueden ser una vanguardia de un mundo donde los sucesos personales y los condicionantes de salud juegan un enorme y creciente papel en las biografías. La experiencia de una organización como la Fundación ONCE en la práctica de la adaptación y del tránsito puede convertirla en pionera en soluciones.

Para ello, debe concebir el empleo no sólo en el estrecho, aunque fundamental, esfuerzo por lograr un contrato para un desempleado sino en los temas que recordamos:

· El mayor equilibrio entre políticas activas y pasivas. Se trata de promover un uso flexible y seguro de la protección social en combinación con el empleo. Para eso hace falta una gran alianza entre actores sociales (desde la seguridad social hasta las empresas o los sindicatos) que estudie donde se producen los desajustes, por qué las personas no utilizan más la compatibilidad entre pensiones y empleo, qué diseño y condiciones deben tener las pensiones para no convertirse en trampa, sino en seguro y sostén de la actividad. 

· La prevención de la salida de los trabajadores con discapacidad. Prevenir el abandono del empleo o de la empresa, siguiendo la recomendación de la OCDE, puede ser un importante avance que implica de nuevo el acuerdo con organizaciones empresariales y sindicales, además de otros actores como los tribunales médicos o los inspectores de trabajo, pues es importante que todos asuman el concepto de “capacidad parcial para el trabajo” y procuren una intervención precoz y una adaptación para conservar el trabajo de las personas con discapacidad o enfermedad crónica.

· La discusión sobre el trabajo y sus condiciones actuales. No se puede ser un actor importante del empleo sin preguntarse qué está pasando para que aumenten las enfermedades y discapacidades en los países ricos y cómo mejorar el entorno laboral y la idea de productividad de manera que no sea excluyente. Temas como la conciliación de la vida laboral (tan importante para personas con discapacidad), como el clima laboral o la aceptación de la diferencia; la presión o el estrés en relación con la organización del trabajo, son cuestiones donde puede haber mucho trabajo práctico que realizar. Igual que se habla de accesibilidad universal, quizás haya que empezar a hablar de “condiciones de empleo” accesibles y universales.

7.2.2. El otro tema fundamental donde debería estar presente con mayor fuerza una organización como la Fundación ONCE es la educación y la formación.

Una de las raíces de la discriminación y pobreza relativa de las personas con discapacidad se encuentra en los niveles educativos. Es un problema conocido: una educación que ha sido formalmente integradora, y que ha puesto recursos importantes con este fin, sobre todo en primaria, pero que fracasa en mantener a los chicos y chicas con discapacidad en secundaria, en formación profesional, en bachillerato.

Analizar este tema e intervenir, si existe financiación y recursos, parece básico. La evaluación no puede entrar en detalle en una cuestión que no ha analizado, sólo recomendar que se tenga en cuenta en todas sus dimensiones.

El concepto de life long learning, -aprendizaje a lo largo de la vida-, por ejemplo, está muy relacionado con muchas de las recomendaciones citadas aquí. Una política de formación en el empleo para personas con discapacidad podría prevenir el abandono o lograr transiciones y mejoras del empleo. 

En un momento de discusión general sobre la educación y la formación en España, la Fundación ONCE tendría mucho que decir, tanto para asegurar que no existe discriminación hacia las personas con discapacidad, para formar a los formadores, diseñar materiales, analizar las “capacidades” y “habilidades” que configuran los nuevos modelos de certificación de la formación desde su punto de vista, etc. Hay un campo muy importante en el que se debería empezar a trabajar. 

El papel a desempeñar en este terreno nos parece sobre todo de asistencia a terceros, de formación de formadores y de diseño para asegurar el acceso de personas con discapacidad y su inclusión. De hecho, ya se ha comenzado a trabajar en este ámbito en el actual periodo de programación, mediante la promoción y puesta en marcha de la red sobre educación inclusiva -IncluD-ed-, que ya ha sido mencionada en este informe. 

7.2.3. Existe una muy interesante línea de trabajo en la noción de transversalidad 
Como ha ocurrido con las políticas de género, existe una tensión enriquecedora entre las políticas específicas, en este caso para personas con discapacidad, y las políticas transversales. La Fundación ONCE, de la mano del Programa Operativo, apostó por una política de empleo específica, única forma de asegurar un impacto en un terreno nuevo y difícil.

Partiendo de esa experiencia, se abre un campo muy importante de influencia política, formación y diseño de políticas. La discapacidad debe estar presente en las políticas de transporte, de vivienda, de salud y bienestar social, de educación, de empleo. La necesidad se basa en el volumen y evolución de la población con discapacidad, pero también su carácter universal: lo que es bueno para una persona con una discapacidad o enfermedad crónica, será bueno para toda la población. 

En este sentido, es importante que la Fundación ONCE aproveche su experiencia con los fondos estructurales para asesorar y formar a otros; por ejemplo en los fondos de desarrollo rural o urbano que aparentemente quedan alejados del tema, pero que son a veces la única manera de acceder e integrar a personas que viven en el mundo rural o en barrios marginales. Para ello, las políticas deben diseñarse de un modo que premien aquellos proyectos y programas que incorporen la inclusión de las personas con discapacidad. 
◙
◙
◙
La última recomendación de esta evaluación se refiere a la necesidad de seguir invirtiendo, desde los Fondos Estructurales y las políticas nacionales, en la inserción laboral de las personas con discapacidad y hacerlo desde un punto de vista amplio y completo, como se ha descrito. 

Nuestra recomendación es que, al menos en España, esta política no puede considerarse únicamente transversal y perder su propio perfil; queda demasiado por hacer en este terreno. Ambas perspectivas, de lucha contra la discriminación y mainstreaming deben combinarse y reforzarse para lograr la mayor eficacia, eficiencia e impacto. 
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� El PO de lucha contra la discriminación fue también cofinanciado por el FEDER en su primera programación 2000-2006.


� European Commission (2008): Methodological Note: A framework to describe the Community Added Value of the ESF.


� J.M. Fresno con la colaboración de A. Tsolakis (2010): “10 años trabajando con la UE por una Sociedad Inclusiva”. 


� La razón de que sean los países ricos los que más discapacidad registran se refiere a que son sociedades más exigentes en relación con la salud y cuyos dispositivos de registro, datos, sistemas de pensiones, etc. funcionan mejor. Como ejemplo, según los datos de Eurostat, la proporción de personas en edad de trabajar con una enfermedad crónica o discapacidad va del 32% de Finlandia o el 24% de Francia al 6,6% de Italia o el 8,7% de España. Eurostat, Statistics in Focus, Population and Social Conditions, 26/2003, "Employment of disabled people in Europe in 2002".


� Para este capítulo se han utilizado las siguientes fuentes: INE. Encuesta sobre Discapacidades, Deficiencias y Estado de Salud-Módulo de Discapacidades y Deficiencias (1999). Encuesta de Discapacidad, Autonomía Personal y Situaciones de Dependencia (2008). Revisión del Padrón municipal 1999 (1999); Encuesta de Población Activa 2008 (datos de media anual).


� Eurostat cita el 8,7% como porcentaje, pero se basa en una Encuesta propia Labour Force Survey, del 2002. Ver Eurostat “Employment of disabled people in Europe in 2002”, Statistics in focus, Theme 3, 26/2003.


� En esta encuesta los estudios primarios incluyen hasta el segundo ciclo de educación secundaria, de ahí que no coincidan con las estadísticas nacionales.


� Denominada en la primera etapa Fundosa Social Consulting.


� En términos de la política de cohesión de la UE para el periodo 2007-2013, Madrid y Cataluña son regiones de competitividad, Galicia y Andalucía son regiones de convergencia y la Comunidad Valenciana es “phasing in”. 


� Commission of the European Communities “European Governance, A White paper”, 2001.


� Existen alternativas a este punto de vista: por ejemplo, considerar la discapacidad como tema transversal, cuyo tratamiento debe ser universal, enfoque que se aplica en el tema de la accesibilidad.


� Un ejemplo de esta labor son la creación y el trabajo que se encuentra realizando la Fundación ONCE en el eje 4 “Promover la cooperación Transnacional e Interregional” del periodo 2007-2013: la red Europea que representa el Observatorio de Fondos Estructurales y Discapacidad; la Red Europea de Educación Inclusiva (‘IncluD-ed’); y la Red Europea de Responsabilidad Social Empresarial y Discapacidad (‘RSE+D’)


� EUROPEAN COMMISSION. Employment, Social Affairs and Equal Opportunities DG (2010): Ex post Evaluation of the European Social Fund (2000-2006).





� Se ha aplicado la tasa de actividad (de 16 a 64 años), por sexos, a la población con certificado, estimando que su comportamiento ante el empleo es similar al de la población con discapacidad en general. 


� Según los datos de la Encuesta del INE de 2008, el 16% de las discapacidades tiene origen perinatal, el 12% se debe a un accidente y el 54% a enfermedad. 


� No hablamos de discapacidad sobrevenida o innata porque nuestras categorías no se corresponden exactamente con estas definiciones, aunque coinciden en gran medida. Por ejemplo, cualquier discapacidad “sobrevenida” a edad temprana o en la juventud o la enfermedad mental a cualquier edad forman parte del grupo que hemos llamado “mi gran dificultad”. 


� Son empresas de economía social, con un 70% o más de personas con discapacidad en su plantilla, registradas como tales y que cuentan con exenciones fiscales y de la seguridad social.


� Por ejemplo, la tasa de inserción media de los programas del FSE en el periodo 2000-2006 es de 40%, pero esta tasa se refiere a programas que trabajan con todo tipo de personas desempleadas. EUROPEAN COMMISSION, Employment, Social Affairs and Equal Opportunities DG (2010): Ex post Evaluation of the European Social Fund (2000-2006).


� Convenios que la entidad firma con grandes empresas para lograr la inclusión en sus plantillas de personas con discapacidad, pero que incluyen más que la contratación, la formación, la carrera, etc.


� Datos obtenidos por FSC del Observatorio Ocupacional del SEPE referidos a contrataciones de personas con discapacidad. 


� Recordamos que se entiende por acciones de mejora la formación u otras acciones y salidas como el autoempleo.


� Evidentemente, los análisis de casos y los datos de gestión no se solapan perfectamente, pero se corresponden de forma clara y permiten consolidar los resultados. Desafortunadamente no podemos comprobar que este grupo se corresponde con nuestro perfil “volver a empezar”, pues las variables de análisis no coinciden. Habría que conocer básicamente su cercanía o lejanía del mercado laboral (no sólo si han trabajado alguna vez o nunca, dato del que dispone el programa, pero que no discrimina) y el impacto de su discapacidad en su biografía (lo que sólo a grandes rasgos coincide con la variable “discapacidad sobrevenida” e “innata” que maneja el programa).


� FSC Inserta (2009): Estudio del impacto de la formación ocupacional 2008.


� La formación es diseñada y organizada por FSC Inserta, pero impartida por otras entidades expertas.


� Hay que tener en cuenta que una persona puede ser registrada más de una vez como alumno. 


� El empleo con apoyo es una figura regulada por ED 870/2007, que consiste “en un conjunto de actividades de orientación y acompañamiento individualizado que prestan, en el propio puesto de trabajo, preparadores laborales especializados a los trabajadores con discapacidades con especiales dificultades”


� En 2010, la oferta pública ha incluido, por vez primera, un “turno diferenciado” para personas con discapacidad intelectual. Observatorio Estatal de la Discapacidad (2010): Las personas con discapacidad en España, Informe Olivenza 2010.


� Miguel Ángel Malo (2003) “Las personas con discapacidad en el mercado de trabajo español”, Revista del ministerio de trabajo y asuntos sociales, nº46.


� La Comisión Europea define la flexiguridad como la combinación de la flexibilidad en los contratos, la seguridad en el empleo y la gestión de los periodos de transición. En este tema seguiremos en parte el estudio de Red2Red para Fundación ONCE, El empleo de las personas con discapacidad ante el nuevo paradigma de la flexiguridad, del año 2009.


� Sentencia del Tribunal Supremo 3429/2009 de 14 de noviembre de 2009. Observatorio Estatal de la Discapacidad: Informe Olivenza, 2010. 


� Rodríguez Cabrero, G, García Serrano, C. y Toharia, L. (2009): Evaluación de las políticas de empleo para personas con discapacidad y formulación y coste económico de nuevas propuestas de inclusión laboral. Ediciones Cinca Los datos de discapacidad de los que parte este estudio son los registrados por la Encuesta de Condiciones de Vida de 2005, al no estar listos los datos de EDAD 2008 cuando se escribió el libro. Esto es importante porque el número de personas con discapacidad varía mucho entre ambas encuestas.


� Verdugo, M.A. (2009): Influencia de la protección social y el sistema de pensiones en la actividad y el acceso al empleo de las personas con discapacidad, Ministerio de Trabajo e Inmigración.


� Análisis realizado por el Colectivo IOE (2003), partiendo de la Encuesta de EDDES de 1999.


� Cueto Iglesias (2007): El empleo después de la incapacidad permanente: trayectorias laborales y patrones de salida del mercado de trabajo, Ministerio de Trabajo e Inmigración. Ver también, con similar metodología y resultados: Malo, M.A., Cueto, B., Rodríguez Álvarez, V. (2010): “La participación laboral después de la incapacidad permanente: un análisis para España”, II Congreso anual REPS. 
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